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El derecho al agua potable en perspectiva ambiental: una aproximación desde el 
paradigma ecológico 
 
Capítulo 1. Introducción: finalidad y objeto de la investigación 
 
 
El binomio hombre/naturaleza, fundamento notorio   de la modernidad,  trae consigo  una 
desconexión artificial entre el ser humano y su entorno natural, entre la sociedad y sus 
fundamentos físico biológicos,  que entiende al ser humano como única sustancia de las 
relaciones  sociales,  como  si  su  comportamiento  se  situara  en  el  vacío
1. Esta postura  
desconoce los contornos  biofísicos del crecimiento económico ilimitado, físicamente 
imposible en un mundo de recursos finitos. A su vez, esta imposibilidad se  expresa de 
manera cada vez más clara en la crisis ambiental, que afecta en distintos grados a todas las 
sociedades,  desarrolladas o subdesarrolladas. También se nota al constatar que,   hasta el 
momento, la humanidad ha sido incapaz de implementar un mode lo de desarrollo que 
incluya a todas las personas en el reparto de sus beneficios y al mismo tiempo dote una 
perspectiva ecológica a la búsqueda del bienestar
2.  
 
Una  de las facetas más preocupantes del deterioro ambiental es la crisis del agua, que deja 
ver sus efectos de manera compleja en distintos ámbitos de la realidad ecosistémica y de la 
actividad humana. A dicha situación ha reaccionado la ciencia jurídica, desde el derecho 
internacional de los derechos humanos y el derecho  constitucional, entre otros desarrollos,  
mediante el progresivo posicionamiento del derecho al agua potable desde la perspectiva de 
los derechos sociales.  Sin duda, este es un   enfoque plausible, pues toma en cuenta  la 
manera cómo el   funcionamiento de los ecosistemas de a gua dulce tiene repercusiones 
directas sobre las condiciones de vida de las personas más pobres,  por cuanto  de ellos 
depende el líquido para la satisfacción de necesidades, el reciclaje de nutrientes y el control 
de inundaciones
3. Por el contrario no parece tan claro que el derecho al agua t ome en 
cuenta  con  suficiencia  el  impacto  humano  en  los  sistemas  hídricos  naturales.    Por  
consiguiente,  debería ser complementado por una lectura en clave ambiental, que recoja las 
implicaciones ecológicas que tiene el derecho de  acceder a un recurso que juega un papel 
esencial en el equilibrio sistémico de la vida en el planeta y que no parecen estar reflejadas 
con suficiencia en el cuerpo normativo vigente   que lo recoge en la actualidad. 
 
Para arribar  a dicho propó sito,  se  ha  propuesto  un  “viraje  ecol￳gico”  en  las  ciencias 
sociales que pretende la incorporación de la naturaleza al análisis y organización de  la 
sociedad y la irrupción del concepto de sostenibilidad como criterio central del estudio de la 
                                                 
1  GARRIDO  Francisco  et  al  (Eds.).  El  paradigma  ecológico  en  las  ciencias  sociales.  Barcelona:  Icaria 
Editorial 2007,  p .7. 
2 WOLFGANG Sachs y TILMAN Santarius. Un futuro justo: recursos limitados y justicia global. Barcelona : 
Icaria e Instituto Wuppertal para el Clima, el Medio Ambiente y la Energía, 2007, p. 9. 
3 SCHUYT Kirsten. El agua dulce y la reducción de la pobreza. Sirviendo a la gente, salvando la naturaleza.  
Un análisis económico sobre los impactos de las iniciativas de conservación del agua dulce sobre los medios 
de vida.  Bogotá: Fondo Mundial para la Naturaleza. 2004, p. 3. 5 
 
acción humana
4.  Dicho viraje propone la construcción de un nuevo modelo  emergente: el 
paradigma ecológico, que tiene la pretensión de influir las ciencias sociales,  incluyendo al 
derecho. Partiendo de dicha convicción, se ha propuesto que,  así como la ecología y las 
ciencias sociales en general empiezan a influenciarse mutuamente, derecho y ecología
5 
deberían tener una relación bicondicional, en la que el derecho influya el comportamiento 
humano sobre los ecosistemas, al tiempo que la ecología informe el derecho  de diversas 
maneras, como veremos más adelante. 
 
La  presente  tesis  se  propone  sondear  las  posibilidades  de  una  relectura  del  cuerpo 
normativo vigente sobre el derecho al agua en Colombia desde una perspectiva ambiental, a 
partir de los aportes del paradigma ecológico a la construcción de una disciplina jurídica 
sensible a la realidad del ambiente.   Metodológicamente revisa de manera sustantiva el 
sustrato teórico del derecho social al agua potable y  lo  contrasta con los aportes del 
paradigma ecológico a la ciencia jurídica en general, para proponer elementos que doten de 
sentido ambiental a una nueva interpretación  del derecho al  agua,   partiendo de los 
innegables avances dogmáticos al tratarlo como derecho prestacional.  Para ello, sostengo 
que  el  derecho  s ocial  al  agua  potable  es  una  prerrogativa  plausible,    respaldada  en 
instrumentos  internacionales  de  derechos  humanos  ratificados  por  Colombia  y  la 
jurisprudencia constitucional, que por la naturaleza de su objeto,  admite una lectura en 
perspectiva ecológica,  mediante las contribuciones  de la relación bicondicional entre 
ecología y derecho, a  partir de los principios que la desarrollan. 
 
Al mismo tiempo, este trabajo delimita su objeto de tal manera que  no pretende efectuar 
una relectura completa del sistema jurídico colombiano a la luz de este enfoque, ni revaluar 
la teoría del derecho a partir del mismo. Tampoco intenta revisar la totalidad del derecho de 
aguas, pues se circunscribe al acceso al agua como derecho subjetivo . Ello no significa 
descartar  a priori la articulación entre el derecho de los derechos humanos  –en  tanto 
continente del derecho al agua potable- y el derecho ambiental como vía metodológica 
posible.    Finalmente,  la  tesis  se  abstiene  de  analizar  políticas  públicas  de  gestión  de 
recursos hídricos,  no estudia problemas de eficacia de las normas contentivas de dicha 
prerrogativa,  y no se ocupa a profundidad del estudio del estado del recurso en el mundo, 
aunque ofrece algunos datos en la materia para orientación contextual.  
Capítulo 2. Necesidad de la reflexión: la crisis del agua  
 
El agua es un recurso imprescindible para las múltiples facetas de la actividad humana en el 
mundo
6. Su importancia para la salud, la agricultura, la alimentación, la industria, la 
                                                 
4 GARRIDO, Op Cit.  
5 Se entiende por ecología la disciplina que “se ocupa del estudio de los ecosistemas, los organismos que los 
habitan y los procesos funcionales que los hacen habitables, haciendo énfasis en las relaciones de los seres 
vivos entre sí y con su entorno”. Ver  ODUM Eugene et al. Fundamentos de ecología, México D.F.: Thomson 
editores, 2006, p. 2.  
6 ALMIRON Elodia. El agua como elemento vital en el desarrollo del hombre. Plataforma Interamericana de 
Derechos Humanos, Democracia y Desarrollo. Observatorio de políticas públicas de derechos humanos en 
mercosur.    [en  línea]   [Consultado  el  16  de  agosto  de  2009].   Disponible  en 
http://www.observatoriomercosur.org.uy/libro/el_agua_como_elemento_vital_en_el_desarrollo_del_hombre_
17.php   6 
 
recreación,  la  cultura  y  en  general  la  satisfacción  de  las  necesidades  de    mujeres  y  
hombres, hacen del recurso hídrico y su situación un asunto que despierta preocupación a 
nivel mundial.  
 
La  tierra ha sido conocida como el planeta azul debido a  que su superficie está cubierta 
mayoritariamente por agua, lo que sugeriría existencias casi inagotables del líquido. Sin 
embargo,  no  todos  los  recursos  hídricos  del  globo  son  adecuados  para  las  necesidades 
humanas.  De  toda  el  agua  existente  en  el  planeta,  tan  sólo  el  2.5%  es  agua  dulce,  en 
principio apta para el consumo humano. De este porcentaje, el 2.24% es de difícil acceso,   
-y disminuye cada vez más su volumen- debido a que se encuentra en casquetes polares, 
glaciares y aguas subterráneas profundas. Por lo tanto, tan sólo el 0.76 del agua existente es 
relativamente  accesible  para  el  consumo  humano
7.  La  distribución  porcentual  de  los 
recursos hídricos dulces en el mundo puede ilustrarse de la siguiente manera:
8 
 
 
Región  Porcentaje de habitantes en 
proporción  a  la  población 
mundial 
Porcentaje  de  recursos 
hídricos  en  proporción  a  la 
disponibilidad mundial 
 Norteamérica  7%  15% 
Latinoamérica  6%  26% 
Europa  13%  8% 
África  13%  11% 
Oceanía  1%  4% 
Asia  60%  36% 
 
 
Debido al aumento del consumo per cápita, la proporción del agua apropiada por los seres 
humanos  ha venido incrementándose considerablemente. Dicha situación incide de manera 
directa en el estado del ambiente, y en las posibilidades mismas de acceso al recurso. La 
actividad agrícola, que demanda cerca del 70% del agua que consume  el mundo,  genera 
unos dos millones de  toneladas diarias de desechos contaminantes que van a parar a las 
fuentes  hídricas
9.  El  cambio  climático  también  tiene  un  efecto  significativo  en  la 
disponibilidad del agua, que aún no ha sido calculado con precisión por los expertos, pero 
que se estima es la causa del 20% de la escasez del líquido
10. Así, las presiones que ejercen 
el desarrollo económico, la conversión de tierras y el crecimiento demográfico sobre el 
                                                 
7 SHIKLOMANOV. Evaluación de recursos hídricos y disponibilidad del agua en el mundo. San Petersburgo: 
Instituto  Hidrológico  de  San  Petersburgo,  2006.  Citado  en  INSTITUTO  LATINOAMERICANO  DE 
SERVICIOS  LEGALES  ALTERNATIVOS.  Movimientos  Sociales  y  Luchas  por  el  Derecho  Humano  al 
Agua en América Latina. Bogotá: Revista El Otro Derecho 2006, p. 164. 
8 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS. Agua para todos. Agua para la vida. Informe de las 
Naciones Unidas sobre el desarrollo de los recursos hídricos en el mundo. Paris: 2000. [en línea]. Disponible 
en  http://www.un.org/esa/sustdev/sdissues/water/WWDR-spanish-129556s.pdf  .La gráfica evidencia el nivel 
de recursos que ostenta Latinoamérica, proporcionalmente más alta que el del resto d e las regiones. En 
contraste, la presión de la demanda es mayor en el continente asiático, que alberga más de la mitad de los 
seres humanos del globo, con tan solo el 36% del agua consumible. 
9 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS. Op Cit., p. 9 
10 Ibíd. 7 
 
sistema natural hidrológico, han excedido la capacidad de carga de los ecosistemas  y de 
respuesta efectiva de los Estados.  
 
La  tierra,  con  sus  seis  mil  millones  de  habitantes,  se  enfrenta  a  un  panorama  bastante 
desalentador. La gestión y uso inadecuados del recurso y la falta de voluntad política para 
la búsqueda genuina de soluciones  han abierto las puertas a una crisis mundial del agua 
que cada día empeora y que  no presenta síntomas de reversión, mientras no se tomen las 
medidas  pertinentes.  El  efecto  de  dicha  crisis  se  hace  especialmente  agudo  entre  los 
sectores más desfavorecidos, que han percibido de manera ostensible una desmejora en sus 
ya precarias condiciones de vida. El medio ambiente también se ha visto afectado por esos 
patrones de consumo y producción insostenibles, en un ciclo que revierte sus consecuencias 
sobre las personas que lo habitan. 
 
Los conflictos políticos y sociales entre los siglos XVI  y XVIII se ubicaron en la disputa 
por  la  distribución,  división,  explotación    y    propiedad  de  la  tierra,  mientras  que  las 
confrontaciones desde el siglo XIX, y aún hoy en día, parecen responder a la voluntad de 
apropiación de los recursos energéticos (carbón, electricidad, petróleo). Hacia un futuro que 
cada día se ve más cercano, la concentración del poder exige el control sobre tres recursos 
básicos: La información, los bienes financieros, y el agua
11. Ya empieza a conocerse el 
recurso como “el oro azul”, y se sienten las tensiones entre las naciones por el dominio del 
líquido
12. 
 
Según el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo, 15 millones de personas mueren 
cada año debido a situaciones relacionadas con la falta de agua, y la situación sigue 
empeorando
13. Se estima que si no se plantean políticas serias frente al desabastecimiento 
del líquido, conforme a la tendencia en curso  el número de personas que no tendrá acceso 
al  agua  potable  para  el  año  2025  será  de  aproximadamente  cuatro  mil  millones  de 
personas,
14 con un incremento a los siete mil millones a mediados del presente siglo
15. De 
acuerdo con la Organización Mundi al de la Salud, aproximadamente 1500 millones de 
personas carecen absolutamente de abastecimiento de recurso hídrico para consumo
16. Tan 
sólo hoy, más de sesenta millones de personas requieren con urgencia ayuda alimentaria de 
                                                 
11 PETRELLA Ricardo. El manifiesto del Agua. Argumentos a favor de de un Convenio Mundial del Agua. 
Barcelona: Editorial Icaria; Intermon Oxfam 2002, p. 20. 
12  En Latinoamérica, que proporcionalmente tiene las mayores reservas acuíferas del mundo, existe una 
fundada preocupación entre distintos sectores por la creciente militarización de territorios ricos en agua 
potable. Comúnmente la medida se justifica en el marco de políticas de seguridad nacional y antiterrorismo, 
pero algunos actores  la han señalado como una estrategia de apropiación del recurso por parte de terceros sin 
derecho sobre el  territorio, pero con una alta demanda del líquido. Al respecto ver: Reservas de agua en 
Latinoamérica:  En  la  mira  de  las  transnacionales.  [en  línea].   [Consultado  el  10  de   agosto  de  2009].   
Disponible en http://www.telesurtv.net/noticias/afondo/especiales/bases_militares_latinoamerica/  
13  Ver PROGRAMA DE LAS NACIONES UNIDAS PA RA EL DESARROLLO.  Human development 
report:  Eradicating  Poverty.  Washington  D.C.:  1997.   [en  línea].    Disponible  en 
http://hdr.undp.org/en/media/hdr_1997_overview.pdf [Consultado el 10 de agosto de 2009]. 
14 PETRELLA, Op Cit.,  p. 22. 
15 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS. Op Cit. 
16 Por consumo debe entender no sólo aquel acto de utilización para alimentación, sino también los usos 
domésticos para higiene, limpieza personal y del lugar de residencia, así como los necesarios para la atención 
médica y de salud.  8 
 
emergencia, debido a la ausencia de alimentos suficientes producto de las sequías. Mientras 
tanto, el 40% del agua usada para riego se pierde por evaporación, y los escapes de los 
acueductos de las urbes desarrolladas oscilan entre el 40% y el 50% del volumen líquido 
utilizado
17. 
 
El acceso al agua potable  en Colombia también es precario, a pesar de tener una situación 
privilegiada en términos de disponibilidad. Mientras que en el mundo el porcentaje acuífero 
es 101 l/s*Km2  y  en  Latinoamérica  es de 211 l/s* Km2, en nuestro país es de 581  
l/s*Km2
18.  No obstante su  fragmentación geográfica, Colombia está ubicada entre las  
naciones con mayor disponibilidad hídrica en el mundo, distribuida en redes subterráneas, 
superficiales, espejos de agua  y grandes extensiones de humedales y ciénagas. A  pesar de 
la  tendencia  a  la  privatización,  la  mayoría  de  acueductos  los  manejan  empresas 
municipales, con un  67%. Sólo un 11% está en manos de particulares
19. La calidad del 
agua en Colombia es buena en términos generales. Empero, la contaminación ascenden te 
por factor orgánico, de hidrocarburos, plaguicidas y metales pesados, dada la alta demanda 
de agua que presenta la actividad económica en el país,
20  hacen que  el 82% de los  
municipios colombianos no cumplen con los estándares de potabilidad de la norma tividad 
vigente.
21Ante dicho escenario de crisis ambiental  que se agudiza cada día más, es 
necesario aportar a la  formulación del derecho al agua no sólo como un derecho humano 
social fundamental,          -tratamiento plausible- sino también como un derecho con una 
profunda dimensión ambiental, que vaya más allá de un enunciado programático,  que se 
constituya en un límite al accionar de los Estados y los particulares y en un mandato 
vinculante para que aquellos adopten las medidas pertinentes a la protección y preservación 
del recurso, además de la garantía efectiva de suministro ,  y que tome en cuenta las 
variables ecosistémicas del suministro del  líquido. Esto con el propósito de que todos los 
seres humanos, sin excepción alguna, puedan acceder en  forma suficiente al fluido, y  en 
caso contrario, los sujetos individuales o colectivos encuentren vías apropiadas para la 
exigencia del derecho.  
 
2.1. Guerras y conflictos por el agua: La guerra del agua en Cochabamba  
 
Los  conflictos  por  el  agua  tienden  a  incrementarse  conforme  avanza  la  crisis  en  la 
disponibilidad  del  recurso,  no  solo  entre  naciones  sino  también  entre  ciudadanos  y 
comunidades
22. En muchos eventos los componentes conflictuales  en   guerras de largo 
aliento motivados en el control del agua  suelen ser invisibilizados bajo el peso de otros 
                                                 
17  DEFENSORÍA  DEL  PUEBLO  DE  COLOMBIA.  Informe  Defensorial  No.  39B.  Diagnóstico  sobre  la 
calidad del agua para el consumo humano en Colombia, en el marco del derecho humano al agua. 2006 [en 
línea].  [Consultado el 14 de agosto de 2009].  
Disponible en http://www.defensoria.org.co/red/anexos/pdf/02/informe_116.pdf.  
18 COLMENARES Rafael. Comentarios al proyecto de ley de Agua. Bogotá: Foro Nacional Ambiental.2005. 
19 DEFENSORÍA DEL PUEBLO DE COLOMBIA. Op Cit. 
20 En Colombia, entre la actividad industrial y agrícola se consume el 67% del agua. El uso doméstico se lleva 
el 29%. Ver INSTITUTO DE HIDROLOGÍA, METEOROLOGÍA Y ESTUDIOS AMBIENTALES. Informe 
Anual sobre el Estado del Medio Ambiente y los Recursos Naturales Renovables Bogotá: 2004.  
21 DEFENSORÍA DEL PUEBLO DE COLOMBIA. Op Cit.  
22  KLARE Michael.  Guerras por los recursos: el futuro escenario del conflicto global. Buenos Aires: 
Tendencias, 2003. 9 
 
factores de tipo religioso o étnico, como ocurre con  el  conflicto árabe israelí, que también 
ha implicado tensiones por los recursos del río Jordán y los altos del Golán
23. El control de 
los ríos Tigris y É ufrates ha sido fuente de conflictos entre Turquía, Irak  y  Siria, en 
similares términos a lo observado con el río Nilo, que transita por Etiopía, Sudán, Egipto, 
Uganda, Eritrea, Ruanda, Burundi, Kenia y Tanzania
24. 
 
El conflicto acontecido en el año 2000  en la ciudad boliviana de Cochabamba entre los 
ciudadanos y el gobierno local es conocido mundialmente como “la guerra del agua” y se 
ha convertido en un símbolo de las resistencias sociales contra la globalización económica 
y  la apropiación  antidemocrática de los  recursos  naturales.  Los  hechos  ocurrieron  de 
manera concomitante a un proceso de privatización general de recursos, en una licitación en 
la que el único proponente fue el consorcio empresarial internacional Aguas de Tunari, 
filial  de  la  empresa  norteamericana  Betchel
25.  Desde ese mismo momento, diversos 
sectores de la sociedad cochabambina ofrecieron fuertes objeciones al procedimiento, 
signado por denuncias de clientelismo entre los proponentes y las autoridades políticas 
locales.  
 
En dicho contexto fue creado el Comité por la  Defensa del Agua y la Vida, conformado 
por el Comité de Defensa del Agua y la Economía Familiar, la Federación de Fabriles de 
Cochabamba, el magisterio y  movimientos ambientalistas, cuyas actividades iniciaron con 
la discusión y el análisis en torno a las implicaciones de la concesión y la legislación que la 
envolvía y luego pasaron a las acciones de movilización, una vez se sumaron la Federación 
del Transporte y las Federaciones de Colonizadores del Chapare
26. 
 
Las protestas que paralizaron la ciudad tuvieron lugar especialmente entre el 11 y el 13 de 
enero de 2000 y se desenvolvieron bajo acciones de represión policial . No obstante, la 
fuerza de la movilización obligó al gobierno a reconocer a la Coordinadora como suje to 
interlocutor e iniciar modificaciones a los términos jurídicos de la concesión, presionados 
además por la consulta que fue promovida por aquella. Exigiendo la rescisión del contrato, 
los miembros de la Coordinadora se abrieron al diálogo sin disminuir la presión. Los líderes 
de la protesta fueron detenidos y se decretó el estado de sitio
27.  
 
El contrato otorgaba a Betchel la concesión de la gestión del agua hasta el año 2039,  que 
para  ese momento se encontraba a cargo de la empresa Servicio Municipal d e Agua 
Potable y Alcantarillado  (Semapa). La operación implicó un aumento casi inmediato de 
hasta 200% en el costo de las tarifas, a pesar de que la privatización se justificó en la 
intención supuesta de reducir costos y ampliar la cobertura
28.  El incremento en las  tarifas,  
a la par con limitaciones salariales y otros problemas económicos se sintió con fuerza en las 
                                                 
23 SHIVA Vandana. Las guerras del agua: privatización, contaminación y negocio.  Icaria, Barcelona: 2004,  
p. 89. 
24 Ibid.  
25 DAROCA OLLER Santiago. La guerra del agua. Protesta y acción social en Cochabamba. Cuadernos de 
Trabajo, Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo. [en línea].  [Consultado el 20 de mayo de 2009 ]. 
Disponible en http://idh.pnud.bo/webportal/LinkClick.aspx?fileticket=mBOLxkPVhZQ= p. 9.  
26 Ibid. 
27 Ibid. 
28 GARCÍA Aniza. El derecho humano al agua. Madrid: Ed. Trotta, 2008,  p. 255. 10 
 
economías  familiares  cochabambinas,  lo  que  generó  airadas  protestas  de  la  ciudadanía. 
Posteriormente  fue  promovida  una  iniciativa  legislativa,  la  ley  2029  de  prestación  de 
servicios  de  agua  potable  y  alcantarillado  sanitario,  encaminada  a  la  eliminación  de 
subsidios y el traslado de la gestión al sector empresarial, mediante la reducción de los 
espacios de participación, la prohibición de formas comunitarias y vecinales de prestación 
del servicio y la  institucionalización del principio de recuperación absoluta de costos como 
rector de la política tarifaria
29.  Finalmente, ante la presión del movimiento social el 9 de 
abril de 2000 la Superin tendencia de Servicios Básicos anuló el contrato y el gobierno 
revirtió la legislación sobre aguas que venía impulsando, al tiempo que habilitó espacios de 
participación y consulta ciudadana. Betchel abandonó el país y la gestión del recurso fue 
restituida a la empresa pública municipal, en cuya gerencia asumió un papel protagónico la 
coordinadora, garantizando que los miembros de la junta directiva fueran  elegidos por la 
ciudadanía.  Se  crearon  audiencias  públicas  con  el  prop￳sito  de  “alcanzar  un  amplio 
consenso sobre el manejo democrático del organismo” y fue redactada la declaraci￳n de 
Cochabamba, como respaldo político a  la gestión pública del agua: 
 
“El agua es un derecho humano inalienable y un bien público que debe ser protegido y 
abrigado  por  todos  los  pueblos,  comunidades  y  naciones.  
Finalmente, proclamamos que el manejo y protección de los recursos de agua mundiales 
debe  estar  basado  en  forma  absoluta  en  los  principios  de  justicia,  solidaridad, 
reciprocidad,  equidad,  diversidad  y  sustentabilidad,  porque  el  agua  es  un  derecho 
fundamental para los seres humanos y todos los seres vivientes”
30. 
 
La protesta de Cochabamba ha sido entendida como una expresión específica de las luchas 
sociales por la defensa del derecho al agua y una reclamación de participación en la gestión 
de  los  recursos  naturales,  así  como  un  símbolo  de  resistencia  frente  a  la  globalización 
neoliberal,  que  promueve  el  posicionamiento  progresivo  del  sector  privado    y  el 
desplazamiento de la figura del Estado en la prestación de servicios considerados básicos 
para la vida en condiciones de dignidad
31. 
 
 
2.2. Militarización, empresas transnacionales y privatización del recurso hídrico  
 
La escasez creciente de agua incentiva disputas por la apropiación del recurso; algunas son 
muy evidentes y otras mucho más sutiles, amparadas en acuerdos entre distintos sujetos 
bajo  títulos  nominales que no deberían  generar  preocupación –como  la  lucha contra  el 
narcotráfico- o velados tras discursos que convocan de distintas maneras  a las naciones, 
como la guerra contra el terrorismo.  
 
                                                 
29 Ibid. 
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En Latinoamérica, algunos autores sugieren una tendencia creciente hacia la militarización 
de zonas ricas en diversos recursos naturales, entre ellos el agua
32.  Así ocurriría con la 
triple frontera compartida por Paraguay, Brasil y Argentina donde se ubican las cuencas de 
los ríos Paraná e Iguazú, así como el acuífero Guaraní, enorme reservorio subterráneo  del 
que se sirven muchas poblaciones de la zona y que quizás es la reserva de agua dulce más 
grande del planeta.  La represa de Itapú, alimentada por estas fuentes, suministra el 95% de 
la energía eléctrica consumida por Paraguay y el 24% de la que utiliza  el Brasil. Al mismo 
tiempo, Argentina se sirve de los servicios hídricos ofertados por la presa de Yacyretá
33. El 
acuífero Guaraní tendría capacidad para proveer suministro de agua suficiente para 360 
millones de personas durante 100 años, sin hacer uso de más del 10% de su capacidad. 
 
Desde mediados del 2001 se han registrado por diversos medios muest ras de interés por 
parte de mandos militares de los Estados Unidos en obtener posicionamiento regular en la 
zona, al igual que ocurre con Haití y Colombia, donde al parecer sus tropas y asesores 
militares  cuentan  con  facilidades  para  la  movilidad,  argument ando  necesidades  de 
seguridad estratégica y la presencia de focos de grupos terroristas que actúan a escala 
global, como Al- Qaeda, en importantes zonas de influencia del acuífero guaraní
34. Para 
Ceceña, Paraguay sería la última línea de una serie de varias   fronteras estratégicas de 
defensa de los Estados Unidos, que van desde la Florida, pasan por el Darién Colombo -
Panameño y alcanzan la selva amazónica.
35 Este inusitado interés, además de responder a 
intentos de contención de iniciativas políticas y económicas en las que los Estados Unidos 
no sean  tenidos  en  cuenta (articuladas principalmente alrededor de la alianza Brasil -
Argentina) pretenden el posicionamiento estratégico frente a recursos de vital importancia 
como el agua, pues algunas fuerzas armadas latinoamericanas, en particular las brasileras, 
se han tomado muy en serio la misión de salvaguarda de la Amazonía frente a intereses 
externos. Aún en el conflicto armado colombiano hay una dimensión inexplorada de 
disputa por los recursos hídricos, pues si bien los móviles comúnmente identificados apunta 
a otro tipo de riqueza  –como la tierra, el petróleo, el gas o el oro- hay zonas con vastas 
reservas de agua altamente militarizadas, como ocurre con el  páramo del Sumapaz, el 
ecosistema más grande de su clase en el mundo, y el macizo colombiano, que alimenta las 
cuencas de los ríos Cauca y Magdalena
36. En suma, existiría una presunción fuerte a favor 
de  afirmar  que  la  región  registra  intentos  de  militarización  que  tienden  a  coincidir  
espacialmente con reservas estratégicas de agua. 
 
Una de las expresiones más dinámicas de la privatización del agua es su venta embotellada. 
Además de los problemas de contaminación por exceso en la generación de desechos 
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33 Ibid. 
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plásticos, llama la atención el increíble incremento de los costos de adquisición del recurso 
bajo dicho formato, y la relación creciente entre contaminación y embotellamiento, pues a 
mayor deterioro ambiental, la gente siente una ascendente necesidad de adquirir el agua 
“pura”  que  empiezan  a  suministrar  bajo  distintas  estrategias  publicitarias  empresas 
dedicadas a la industria de alimentos. En este segmento del mercado se desenvuelven las 
compañías Danone y Nestlé.  
 
La privatización del agua se ubica en un contexto que en general afecta a todos los ámbitos 
de la vida económica y  en el que gran parte de los servicios que antes prestaba el Estado 
están siendo asumidos por el sector privado, agenciado por las principales instituciones 
multilaterales encargadas de la financiación del desarrollo, que entienden la privatización 
como un requisito de la modernización del Estado y de la eficientización en la gestión de 
los recursos
37.  Se argumenta que el mejor modelo de gestión es aquel en que el Estado 
garantiza la financiación de la infraestructura, bien con recursos propios o de agencias 
internacionales, bien mediante estabilidad jurídica para la rentabilidad de las inversiones, 
mientras el sector privado administra el negocio y asegura el correcto funcionamiento de 
los precios del mercado
38.  En este diseño, el Estado debe garantiza r las reglas de juego, 
estimula  la  innovaci￳n  tecnol￳gica  y  “fomenta[r]  los  mecanismos  del  mercado,  sin 
involucrarse directamente en la  gestión del  agua.  La  gestión  y/o  la propiedad deberían 
dejarse totalmente en manos del sector privado”
39. 
 
La información  completa sobre el sector empresarial implicado en el negocio del agua 
tiende a ser escasa y difícil de acceder. Sin embargo, existen algunos datos que son de 
conocimiento  general.  Los  dos  gigantes  del  agua  en  el  mundo  proceden  de  Francia: 
Generale des Eaux (propiedad de Vivendi) y Suez Lyonnaise des Eaux (filial del grupo 
Suez). La primera es  el operador de aguas número uno en el mundo, con intereses en 
diversas  ramas  de  los  llamados  servicios  ambientales.  La  segunda  también  tiene  una 
porción importante del negocio y es reconocida por su posicionamiento en el tema de la 
ingeniería de la gestión del agua. Por su parte, la compañía Saur-Bouyges presta el servicio 
de saneamiento básico a 34 millones de personas en todo el mundo. También juegan un 
papel  importante  en  el  mercado  las  británicas  Severn-Trent  y  Thames  Water,  la 
norteamericana Betchel y la alemana RWE
40. 
 
A la privatización del agua le son atribuidas una serie de características que en su conjunto 
serían obstáculos a la garantía efectiva del derecho social al agua potable, tal como ha sido 
pensado en el derecho internacional y en algunas constituciones nacionales: i) la tendencia 
a la monopolización; ii) la extensión desde el control  de suministro del agua al control del 
saneamiento;  iii)  la  “financierizaci￳n”  del  negocio;  iv)  el  incremento  de  precios;  v)  la 
disminución en la calidad del recurso; vi) el cerramiento de los espacios de participación de 
ciudadana en la gestión  y iv) la flexibilización de los mecanismos de control
41. 
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University Press, 1987.   
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2.3. Agua al mercado: La visión neoliberal del agua 
 
La  visión  neoliberal  del
  agua  atribuye  a  la  insuficiente  participación  de  las  empresas 
privadas en la gestión del recurso las muertes  y enfermedades causadas por la falta de 
acceso adecuado, pues entiende que “siempre que sea necesario satisfacer una necesidad 
económica  esencial  es  imprescindible  dejarlo  a  la  empresa  privada.  Únicamente  en  el 
mercado  se  pueden  satisfacer  con  eficiencia  y  al  menor  costo  posible  las  necesidades 
humanas”
42.  Para llegar a ese punto, parte de una especie de “revisionismo” sobre la crisis 
ambiental,  negando  que  exista  escasez  del  recurso  e  imputando  la  falta  de  acceso 
exclusivamente a la ineficiencia en la gestión pública solucionable de manera privativa con 
la liberalización al mercado y la inversión privada, pues considera a los gobiernos como 
entes incapaces de  prestar este tipo de  servicios
43.  
 
La visión neoliberal del agua en apariencia acertaría parcialmente en  el diagnóstico de los 
problemas relacionados con el acceso al recurso, al afirmar que las inversiones en general 
no son adecuadas en términos cuantitativos ni cualitativos, que  el mantenimiento de la 
infraestructura es deficiente, que la burocracia del sector tiene problemas de competencia y 
corrupción  y que los mecanismos de control  y regulación parecieran no estar funcionando. 
Sin embargo, las propuestas de solución no parecen tan defendibles. En primer lugar, 
postulan la necesidad de garantizar lo que llaman “derecho de agua”, que no corresponde a 
un  derecho  subjetivo  fundamental  de  acceso  al  recurso,  sino  más  bien  a  derechos  de 
dominio  individual,  entendiendo  que  un  recurso  será  mejor  gestionado  si  tiene  un 
propietario  definido,  aunque  se  trate  de  recursos  esenciales  como  el  agua  o  el  aire, 
propiciando, según esta visión, el aumento del agua disponible y la disminución del precio, 
“logrando que el agua llegue a donde brinda el mayor beneficio económico y generando 
una mayor prosperidad”, mientras que “el agua que no se puede comerciar se utiliza para 
los fines que los políticos determinan, los beneficios que genera no son óptimos y el país 
[del que se trate] resulta empobrecido”
44. 
 
Similar lectura ofrece de los conflictos entre países, argumentando que en general, cuando 
las naciones comercian el agua es menos probable que entren en conflicto por ella, pues al 
monetarizar la disputa despojan de sentimentalismo político sus esfuerzos por acceder al 
recurso. No obstante,  los neoliberales en general consideran que los supuestos conflictos 
en torno al agua son muchos menos de los que se pregonan, pues si bien los factores de 
desacuerdo  pueden  ser  muchos,    las  naciones  cuentan  con  mecanismos  diplomáticos  y 
tratados internacionales para resolver los desencuentros. De manera obvia, se ignora aquí el 
amplio legado de ineficacia del derecho internacional. Empero,  este enfoque estima que el 
manejo adecuado del agua es un aspecto importante del mantenimiento de la paz que  se 
obtiene  dándole protagonismo en la materia al sector privado y al mercado. De hecho, se 
considera que el precio del agua es demasiado bajo como para estimular la inversión en el 
sector y garantizar el acopio de los recursos necesarios para el adecuado funcionamiento 
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del sistema. Por lo tanto, no se promueve un mercado formal de derechos de aguas y en 
consecuencia  los pobres se ven obligados a obtener el recurso del mercado negro, a costos 
significativamente más altos de lo normal. En suma, lo que haría la formalización de la 
participación del sector privado en el negocio del agua es garantizar reglas estables de 
juego a las personas más pobres, que de otra manera y por fuera de dicho arreglo, se verían 
en mayores dificultades obteniendo el agua del mercado informal. Al mismo tiempo, esta 
concepción estima que se derrocharía más agua, pues el consumidor no tendría incentivos 
para pensar en ahorro, como sí los tiene si el precio se ha incrementado. De esta suerte, el 
aumento de precios es visto como una estrategia de conservación
45. 
 
Esta perspectiva acepta que la privatización incrementa los costos de las tarifas, pero al 
mismo tiempo estima que ello es sólo un esfuerzo que debe efectuarse para obtener los 
recursos que permitan ampliar la infraestructura. En general,  considera que alrede dor del 
mundo  existen  múltiples  casos  que  demuestran  el  “éxito  rotundo”  de  las  políticas  de 
privatizaci￳n del agua, pues las corporaciones privadas ostentan “habilidades superiores” 
que les permiten conectar más pobres a menores costos a las redes de suministro. De hecho, 
la  defensa  de  la  privatización  invoca  con  frecuencia  los  intereses  de  los  pobres  como 
argumento justificativo y considera la oposición a la mercantilización del recurso como 
meramente ideológica
46. 
 
El neoliberalismo sostiene que las corpor aciones privadas están mejor capacitadas para 
manejar  de  manera  diligente  el  recurso,  si  se  les  compara  con  las  burocracias 
gubernamentales, pues consideran que la búsqueda de ganancias es un incentivo poderoso 
para evitar el derroche, incrementar los índices de eficiencia y promover la conservación
47. 
Lo que esta postura no dice es que el malgasto deliberado del agua justamente puede llegar 
a  ser  una  fuente  de  mayores  ganancias,  como  cuando  la  escasez  de  un  producto                    
–disminución de la oferta- genera el incremento de su precio y por ende el de las utilidades 
de quién lo comercializa, aún si circula menos en el mercado. Igual ocurre cuando resulta 
mucho más rentable contaminar el agua que conservarla
48. Del mismo modo,  no se puede 
perder de vista que la mera conexión al sistema, sin la garantía de un suministro mínimo,  
no sirve de nada si las familias no tienen recursos para pagar el servicio, especialmente en 
países con altos niveles de pobreza y desigualdad. Además, en el discurso liberal c lásico 
sobre el agua además se echa  de menos la perspectiva del acceso al recurso como un 
derecho humano. Por otro lado, el argumento según el cual los subsidios estatales al 
suministro de agua terminan beneficiando a quienes menos los necesitan es válido  y en 
general es un fenómeno que ocurre como muchas herramientas estatales de intervención de 
la economía, distorsionadas al punto que no impactan los intereses de los sectores que 
pretenden alcanzar. Sin embargo, dicha constatación no conduce a la conclus ión que el 
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neoliberalismo pretende atribuirle, pues de hecho lo procedente es reconducir los subsidios 
hacia los sectores menos favorecidos y hacer los ajustes institucionales precisos para que 
garantizar que así sea, no desmontarlos.   
 
En  suma,  la  perspectiva  neoliberal  sobre  la  gestión  del  acceso  al  agua,  promueve  la 
apropiación individualista, niega la crisis ambiental, desconoce los límites ecosistémicos de 
las  existencias  de  recursos  hídricos  y  los  avances  del  derecho  internacional  en    la 
perspectiva del acceso como  derecho social fundamental,  acusa de ideológica a la defensa 
de  la  gestión  pública  del  líquido,  mientras  que  atribuye  al  sector  privado  un  carácter 
exclusivamente  técnico,  desprovisto  de  cualquier  interés  político  e  ignora  una  serie  de 
problemas asociados a la constatación de que la libertad jurídica de adquirir un bien del 
mercado no tiene sentido sin la libertad fáctica y las posibilidades materiales reales de 
hacerlo
49. Entiende que la privatización del agua es de por sí  democrática si los países que 
la adoptan tienen esa connotación e  intuye que hablar de acceso al líquido  no implica 
imponer un papel protagónico al Estado en su gestión
50. 
 
2.4. El recurso hídrico y las instituciones financieras: La OMC y el Acuerdo General 
sobre Aranceles Aduaneros y Comercio  
 
El interés del Acuerdo General sobre Aranceles y Comercio (GATT) en la liberalización de 
bienes  y  servicios  tradicionalmente  prestados  por  los  Estados,  entre  ellos  los  recursos 
hídricos, denota la relevancia que tiene para la comprensión adecuada de la situación del 
derecho al agua. En efecto, el GATT es expresión de los esfuerzos de los países miembros 
de  la  Organización  Mundial  del  Comercio  por  incrementar  la  liberalización  en  el 
intercambio comercial mundial, bajo la metodología de las llamadas “peticiones y ofertas 
bilaterales” en virtud de las cuales países miembros de la OMC presentaban ofertas a otros 
en  materia  de  apertura  de  determinados  sectores
51.  A  partir  de  la  sexta  conferencia 
ministerial de la organización celebrada  en Hong Kong, el método varió a plurilateral, en 
términos de presentación colectiva de propuestas. Dicha variación implicó sin duda un 
incremento en las posibilidades de presión de los países ricos sobre las naciones en vía de 
desarrollo, que se veían compelidas a efectuar una apertura de determinados sectores de su 
economía a cambio de “compensaciones”  tales como un mejor acceso a los mercados de 
los países del primer mundo,  que en todo caso se veían restringidos por medidas de otra 
índole, como las fitosanitarias
52 . 
 
De manera implícita, el GATT convertiría el agua en una mercancía comercializable, al 
prohibir controles sobre la explotación de recursos; siendo así, no podrían esgrimirse 
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razones ambientales o de derechos sociales para restringir la extracción del agua con miras 
a su venta, pues ello representaría una medida restrictiva del libre comercio internacional, 
uno de los propósitos de la OMC. De esta manera: 
 
“Aunque el artículo XX de las reglas del GATT reconoce que los países miembros siguen 
gozando de la capacidad de adoptar normas y medidas para proteger las personas y los 
animales, y para conservar los recursos naturales agotables, tales medidas sólo pueden 
aplicarse  conjuntamente  con  restricciones  a  la  producción  y  al  consumo  nacionales  y 
siempre que su aplicación no constituya un medio de de discriminación o una restricción 
encubierta al comercio internacional (…) esto deja en manos de los tribunales de la OMC  
una  “cláusula  de  excepción”  a  la  que  pueden  recurrir  con  la  disculpa  de  que  una 
excepción particular, hecha por razones medioambientales, es en realidad una restricción 
encubierta  del comercio. De hecho, en  varios casos  sobre conflicto agrícolas  que han 
llegado  a  la  OMC  los  tribunales  han  utilizado  esta  disposición  para  rechazar  las 
objeciones basadas en preocupaciones medioambientales”
53. 
 
En la misma lógica, el Acuerdo General sobre Comercio de Servicios de la OMC (GATS) 
propende  por  su  liberalización  e  implica  una  serie  de  obligaciones  para  los  países 
miembros, relacionadas con la consagración de mecanismos jurídicos de vinculación, la 
observancia del principio de igual trato nacional en el acceso a mercados y el suministro de 
compensaciones en caso de retiro del acuerdo por parte del país que suscribe
54. Si bien el 
GATS no prescribe expresamente la privatización como requisito de la liberalización, en la 
práctica esta implica a aquella, no sólo por la dinámica misma del mercado sino porque con 
frecuencia muchos países son condicionados a privatizar por medio del  acceso a préstamos 
del Banco Mundial y del FMI
55. 
 
El GATS sujeta el acceso al agua a las reglas del comercio internacional, al considerarlo un 
servicio como cualquier otro de los que se encuentran hoy en el mercado, mediante un 
proceso de apertura progresiva orientado por la clá usula de nación más favorecida  –en 
virtud  de  la  cual  los  beneficios  que  se  otorguen  a  proveedores  de  un  país  deben  ser 
extendidos  a  los  demás-
56. Existe una cláusula que en principio podría salvaguardar la 
prestación del servicio de agua y considerarla de i nterés común: se trata de los servicios 
prestados “en ejercicio de la autoridad gubernamental” dentro de los cuales podría caber el 
suministro  del  líquido.  Sin  embargo,  uno  de  los  requisitos  para  la  estructuración  del 
concepto es que se trate de un servicio que sea prestado directamente por la administración 
pública, de manera que cualquier intervención de un agente privado en la cadena de gestión 
desestructura la noción de servicio en ejercicio de autoridad gubernamental, impidiendo así 
su sustracción de las lógicas del libre mercado. Esta situación resulta al menos paradójica, 
si se tiene en cuenta que cada día es más difícil encontrar un segmento de la economía en la 
que el Estado sea el único actor, pues es justamente el derecho comercial internacional el 
principal agente de la apropiación de la economía por parte del sector privado. En esencia, 
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el GATS promueve la remoción de obstáculos para el comercio de servicios considerados 
innecesarios y un deber de adecuación legislativa a cargo de los Estados en virtud del cual 
estos  deben  crear  jurisdicciones  y  mecanismos  internos  para  hacer  efectivas  las 
regulaciones del acuerdo
57. 
 
Similar papel ha venido cumpliendo el Fondo Monetario Internacional, con sus conocidos 
planes de ajuste estructural que constriñe n  a los Estados a reducir el gasto público con 
destino a la financiación de los derechos sociales (especialmente bajo la modalidad de 
supresión de subsidios) y a abrir sus diseños institucionales a la penetración del sector 
privado en la satisfacción de dichas necesidades, bajo la noci￳n de “servicios”, concentrado 
de manera especial en la prestación del servicio en las zonas urbanas, en general rentable y 
dejando de lado las zonas rurales, que resultan más costosas por cuenta de la extensión de 
la infraestructura
58. En dicha estrategia el FMI actúa fundamentalmente como agente de 
apalancamiento crediticio, financiando las iniciativas de privatización de los servicios 
públicos y condicionando otro tipo de empréstitos al logro de dicho propósito. El Banco 
Mundial también impone las mismas condiciones a sus créditos, a lo que habría que agregar 
que uno de los principales destinos de sus inversiones es precisamente la gestión de los 
recursos hídricos, en la que se privilegia injustificadamente, con más frecuencia de lo que 
se cree, las empresas privadas sobre las públicas, aunque  las inversiones que estas últimas 
realicen puedan llegar  a ser muy eficaces.  Pareciera que dicha discriminaci￳n  “no está 
basada en razones técnicas sino en opciones políticas adoptadas por los órganos rectores de 
estos organismos, ya que se ha demostrado en muchas ocasiones que pequeñas inversiones 
realizadas  en  el  ámbito  de  lo  público  han  resultado  más  eficaces  y  eficientes  que  las 
aplicadas en el ámbito privado”
59. Se trataría entonces de directrices de tipo ideológico, en 
las que se niega absolutamente al Estado un papel distinto al del aseguramiento de las 
reglas del libre mercado.  
 
2.5. Los Foros Mundiales del Agua y los espacios alternativos de discusión sobre la 
problemática del recurso  
 
El Banco Mundial fundó en 1996 el Consejo Mundial del Agua y la Asociación Mundial 
del  Agua  como  espacios  de  diálogo  sobre  las  posibilidades  y  desafíos  que  enfrenta  la 
gestión adecuada de los recursos hídricos en el mundo. Estas plataformas parecieran estar 
demasiado influenciadas por los intereses de las grandes compañías dedicadas al negocio 
del agua y las instituciones financieras multilaterales. El Consejo Mundial del agua (CMA) 
corresponde a un grupo de expertos que genera conocimiento para el asesoramiento de 
responsables de políticas (“policy makers”) y es una expresi￳n de la alianza entre el Banco 
Mundial y las corporaciones privadas que han incursionado en el negocio. El CMA tiene un 
programa  específico  dedicado  a  la  reflexión  sobre  el  derecho  humano  al  agua  y  hace 
mención de la Obligación General No. 15 del Comité de Derechos Económicos,  Sociales y 
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Culturales de la ONU en sus posiciones públicas, recomendando su reconocimiento en la 
legislación y las políticas nacionales; la concientización sobre la existencia e importancia 
del derecho; el compromiso sostenido de los gobiernos a todos los niveles; la participación 
comunitaria efectiva en la toma de decisiones; el fortalecimiento del marco jurídico de 
reconocimiento mediante mecanismos de implementación y monitoreo; la importancia de 
acciones afirmativas a favor de los más desfavorecidos; el fortalecimiento de los subsidios 
y las capacidades locales; la promoción del acceso efectivo y transparente a la información 
y la garantía de los derechos de las futuras generaciones mediante un uso sustentable
60. 
 
Las definiciones que ofrece el CMA sobre el derecho al agua parecen plausibles .  No 
obstante, los esfuerzos de diseño institucional en la gestión no parecen marchar a la par con 
dichas definiciones, como lo expresan los resultados de la actividad más emblemática del 
Consejo: los Foros Mundiales del Agua, que enuncian como sus principales propósitos 
resaltar la importancia del agua en la agenda política mundial, apoyar la profundización de 
las discusiones sobre la solución de los desafíos globales de su gestión, formular propuestas 
concretas y generar compromisos políticos en la materia.
61 Los Foros han sido acusados de 
renuencia  a  una  concepción  de  la  gestión  de  los  re cursos  hídricos  verdaderamente 
democrática y basada en un enfoque de derechos:  
 
“estos foros, a pesar de sus bonitas y detalladas conclusiones con sonoridad humanista, 
son controlados completamente por las multinacionales que, amparadas en el principio de  
“hacer  brotar  el  agua  para  todos”  tienen  una  filosofía,  el  beneficio,  y  un  método  de 
acción, descartar al sector público de la gestión de los recursos del agua”
62. 
 
El más reciente Foro Mundial del Agua finalizó con la negativa mayoritaria de incluir el 
acceso al agua como derecho fundamental dentro de la declaración ministerial principal, no 
obstante la solicitud en ese sentido presentada por cerca de 20 países
63 .  Con todo, algunos 
observadores dan cuenta de  algunos cambios desde México hasta Estambul  –el último de 
los Foros- en términos de avances en las consagraciones constitucionales del derecho, el 
fortalecimiento institucional de las alianzas  comunitarias en la  gestión del  recurso  y la 
articulación a nivel global de los movimientos en defensa del agua
64. 
 
La Asociación Mundial del Agua tiene la pretensión de estructurarse como una red mundial 
de agentes que toman parte en las políticas de gestión del recurso hídrico y apoyar los 
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esfuerzos en la materia de los países integrantes, mediante la construcción de principios de 
gestión sustentable, la identificación de aspectos cruciales con especial consideración a los 
recursos financieros y humanos existentes, el apoyo a la gestión democrática de las cuencas 
hidrográficas y el fortalecimiento de las iniciativas de intercambio y discusión de enfoques 
comparados
65.  El principal reparo formulado por la doctrina sobre el derecho al agua a este 
mecanismo de coordinaci￳n es justamente el reconocimiento principal del agua “como un 
bien mercantil”  y los problemas de  implementación de las privatizaciones, en términos 
jurídicos y económicos
66. 
 
De manera paralela a estos foros institucionales de discusión sobre el recurso, han surgido 
espacios alternativos de debate y difusión, impulsados principalmente por orga nizaciones 
sociales y de derechos humanos en lo que se ha venido perfilando como un movimiento 
social global en defensa del agua con vocación de influir en la configuración y la práctica 
del derecho internacional
67. El principal espacio de articulación es el de los Movimientos en 
Defensa del Agua (MDA), que pregona una concepción del recurso como un bien común,  
su acceso como un derecho humano fundamental e inalienable y propugna por la exclusión 
de su gestión dentro de los  mercados  regulatorios del libre comercio internacional
68. 
Asimismo, la Red Vida (Vigilancia Interamericana para la Defensa del Derecho al Agua) es 
una plataforma pensada por organizaciones de 16 países americanos que trabaja bajo los 
mismos principios de los MDA, mediante la artic ulación de redes e iniciativas para la 
defensa del carácter público del agua y el impulso al control estatal y comunitario del 
recurso como vía para la garantía del derecho
69. Las Coordinadoras en Defensa del Agua y 
de la Vida como espacios de coordinación interorganizativa están presentes en países como 
Bolivia, Ecuador, México, Argentina y Uruguay, entre otros,  agrupando a sindicatos, 
movimientos  agrarios,  organizaciones  no  gubernamentales,  sindicales,  estudiantiles  y 
ambientalistas.  
 
2.6. Aproximación a la situación general del acceso al agua potable en el Mundo:   Las 
cifras de la ONU sobre el recurso 
 
 
La Organización de las Naciones Unidas sostiene  que la crisis mundial del agua,
70 que 
impacta con  fuerza  a  los  más pobres ,  es  atribuible  a  la ausencia d e  concientización 
adecuada sobre la dimensión de la problemática y a la falta de voluntad política para la 
adopción  de medidas oportunas .  Las  urgentes  acciones para enfrentar la crisis ,  en un 
mundo donde el 48% de la población mundial vive en pueblos y ciudades, con expectativas 
de que dicha proporción se incremente al 60% para el año 2030.   De otro lado, dotar a los 
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sectores poblacionales menos favorecidos de acceso al agua gobernada de manera eficiente 
y sustentable, contribuiría a la reducción de la pobreza, al revertir situaciones personales y 
familiares  que  la  profundizan  y  que  se  relacionan  directamente  con  el  saneamiento 
inadecuado
71. 
 
La ONU reporta que las enfermedades relacionadas con el agua son factores frecuentes de 
enfermedad y muerte. Para el año 2000, cerca de 2´213.000 personas murieron por causas 
asociadas a acceso deficiente al agua y más de 2.000 millones de personas se enfermaron 
con mayor o menor gravedad por dicho motivo, espe cialmente niños menores de cinco 
años. Para el 2003, 1100 millones de personas alrededor del mundo carecían de acceso a 
infraestructura para abastecimiento de agua y 2.400 millones no contaban con el servicio de 
saneamiento básico
72. Durante el siglo XX, se   perdieron el 50% de los humedales  por 
actividades agrícolas  y el torrente del 60% de los mayores ríos del mundo ha sido afectado 
en alguna medida por obras de infraestructura hidráulica como diques y represas.  La 
biodiversidad presente en los sistemas acuáticos ha disminuido considerablemente (24% de 
los mamíferos, 12% de los pájaros y un tercio del 10% de las especies de peces estudiadas 
en  detalle)
73.  Los  ecosistemas  de  agua  dulce  sufren  presiones  por  el  crecimiento 
demográfico y del consumo, el desarro llo de infraestructura, la conversión de tierras, el 
exceso de cosechas, la introducción de especies exóticas y la descarga de contaminantes en 
el suelo
74. 
 
La alimentación de la población mundial, proporcionando las 2.800 calorías mínimas por 
persona requiere de agricultura sistemática, que a su vez demanda 1000 metros cúbicos de 
agua por individuo. El riego consume el 70%  del uso total de agua y para el 2030 el 60% 
del total de tierras usables para agricultura se encontrarán en explotación. En la producción 
de alimentos, el ganado bovino consume proporcionalmente la mayor cantidad de  líquido, 
al tiempo que las legumbres, tubérculos y cítricos representan el menor  gasto del  recurso. 
De  otro  lado,  el  uso  de  sustancias  agroquímicas  en  la  p roducción  de  alimentos  ha 
contaminado significativamente los acuíferos y fuentes, incrementando el riesgo de uso de 
aguas residuales en labores de riego
75. 
 
La utilización industrial anual global de agua, por su parte, crecerá de 725km3 en 1995 a 
1170km3 en el año 2025, representando el 24% del consumo total, con vertimientos en 
general  muy riesgosos para los ecosistemas,  aún en los casos en los  que se trata de 
materias  primas  en  principio  reutilizables.  En  cuanto  al  uso  energético,  concentrad o 
principalmente en hidroeléctricas y labores de enfriamiento en centrales térmicas, no ha 
sido un gran aporte a la reducción de la pobreza, pues el acceso a sus beneficios  es 
inequitativo. Los países desarrollados explotan alrededor del 70% de su potencial eléctrico, 
mientras que los subdesarrollados lo hacen en un 15%. Se calcula además que la energía 
hidráulica proporciona alrededor del 50% de la producción eléctrica en más de 66 países. 
También debe tenerse en cuenta que el uso de energía hidráulica pu ede contribuir a la 
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disminución de las emisiones de gases de efecto invernadero y otros elementos dañinos 
para el ambiente
76. 
 
Entre 1991 y 2000 alrededor de 211 millones de personas fueron víctimas de desastres 
naturales relacionados con el agua, con espec ial impacto en personas y países pobres, 
desproporción  evidente  en  términos  de  justicia  ambiental
77.  Existen  261  cuencas 
hidrográficas internacionales  y 145 naciones tienen territorios en cuencas compartidas; en 
ellas, se han presentado más de 500 casos de  conflicto en los últimos 50 años y se han 
firmado cerca de 200 tratados entre Estados en la materia
78. Los resultados son mucho más 
desalentadores en la gestión de acuíferos
79.  
 
Para la ONU, el cambio climático influye negativamente la disponibilidad de r ecursos 
hídricos, cuya escasez impacta a su vez las expectativas de desarrollo social.    Si bien es 
cierto que la sedimentación   se presenta  en forma natural  en la naturaleza,  la de origen 
antrópico  conduce a desajustes en el equilibrio ecosistémico, tales como el aumento de la 
erosión,  la escorrentía y la obstrucción de arroyos, sin contar con la incidencia sobre las 
actividades económicas, como ocurre con la reducción de la navegabilidad de muchas vías 
fluviales,  la disminución poblacional de recursos pesqueros y el acortamiento de los ciclos 
de generación de electricidad. Igual acontece con la  contaminación, que afecta tanto las 
precipitaciones como las aguas superficiales y subterráneas, con una serie de múltiples 
factores de incidencia desfavorable sobre el ciclo hidrológico
80 y su capacidad de  carga, 
pues cada vez es más difícil que los ecosistemas puedan asimilar los desechos que genera el 
hombre;  de  esta  manera,  tarda  muchísimo  más  tiempo  la  recuperación  de  una  zona 
contaminada que contaminarla
81. 
 
Los efectos de la contaminación sobre los recursos hídricos van desde la propagación de 
enfermedades infecciosas,  la descomposición de las aguas y  la    muerte de especies,  la 
eutrofización, la salinización, la intoxicación y la alteración de los ciclos reproductivos de 
especies consumibles, hasta  el calentamiento de las cuencas y la  aparición de metales 
pesados en las masas de agua
82. El mundo también enfrenta serios problemas de sobre -
extracción de recursos hídricos subterráneos y superficiales , asociados a deforestación, 
desviación de cuencas y construcción de megaproyectos hidroeléctricos
83. Todos estos usos 
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del líquido se ejecutan sin mayor planeación ni estrategias serias de gestión de la demanda, 
particularmente mediante bombeo, actividad que se incrementó significativamente durante 
el siglo XX
84. Si bien en principio ello generaría incremento en la productividad, a la larga 
significaría menos cosechas, hundimiento de suelos,  reducción de los niveles freáticos e 
intrusión de aguas de baja calidad, como las salinas. Asimismo, hay una tendencia notable 
hacia la disminución de superficies nevadas en los glaciares y picos nevados, ubicados 
principalmente en la isla de Groenlandia, Alaska, los Andes, los Himalayas y las zonas 
polares,  pues el descenso del volumen promedio de masa que se presentó durante la década 
de los noventa fue tres veces más alto que el observado en la década de los ochenta
85. 
 
A  la  par  con  todo  este  panorama,  se  incrementan  las  prácticas  de  desalinización, 
reutilización, mejoras en la recarga de acuíferos y trasvases de cuencas .  Los recursos 
hídricos  siguen  disminuyendo  en  cantidad  y  calidad  y  los  gobiernos  con  reservas 
abundantes en sus territorios no parecen preocuparse demasiado por controlar la demanda y 
mejorar la eficiencia en el uso. Las sociedades incrementan su interés en la gestión de aguas 
lluvias,  perfeccionan sus técnicas de aprovechamiento y se observa un aumento en la 
desviación de aguas con distintos propósitos, en particular para distribuir espacialmente de 
una manera más eficaz y reducir las pérdidas por evaporación. Las grandes represas se 
siguen construyendo alrededor del mundo, modificando socialmente los ecosistemas y el 
hábitat de diversas especies, incluyendo a los seres humanos
86. La capacidad instalada para 
la eliminación de residuos biodegradables, patógenos y alterantes marcha en ascenso y los 
gobiernos de ciudades grandes y pequeñas le apuestan a la reutilización, especialmente para 
industria  y  agricultura.  Al  mismo  tiempo,   los  países  subdesarrollado s  tienen  menor 
capacidad de gestión adecuada del recurso, a la par con un mayor incremento porcentual en 
la demanda. La  variabilidad hidrológica y el calentamiento global son factores naturales 
que, a la par con el crecimiento demográfico y económico impa ctan las expectativas de 
desarrollo sostenible en el sector y hacen que “suponga todo un reto”,  sin perder de vista 
que los intentos de cuantificación que pretenden ofrecer datos confiables a las políticas 
públicas y a las iniciativas de la sociedad civil en la materia, tienden a ser parciales  y 
fragmentados
87. En general, el consumo insostenible del agua y la adición de factores que 
inciden en la disminución de su calidad contribuyen al deterioro en las condiciones de vida 
de la población y a la obstaculización del crecimiento económico, situación inexcusable si 
se tiene en cuenta que el conocimiento y la tecnología disponibles para la corrección de 
tales  tendencias permitiría  revertirlas  con  costos  razonables, al  tiempo  que  reportaría 
indudables beneficios de orden social, ambiental, económico y político
88. 
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La crisis del agua se ve acentuada por los problemas de corrupción, tanto en los sectores 
público  como  privados,  afectando  de  manera  especial  a  los  pobres  y  a  las  mujeres
89. 
Algunas  organizaciones  afirman   que  dicha  problemática  es  ante  todo  una  crisis  de 
gobernabilidad,  pues  la  corrupci￳n  generalizada  en  el  sector  “convierte  el  agua  en  no 
potable [,] inaccesible e imposible de costear”
90 . El recurso tiende a ser “capturado por las 
élites”  lo  que    impide  el  adecuado  funcionamiento  de  mecanismos  institucionales  de 
corrección para la adecuada prestación del servicio, así como la implementación efectiva de 
la regulación ambiental en la materia, pues las prácticas corruptas se observan en todas las 
etapas del servicio de saneamiento, teniendo en cuenta que las operaciones financieras en el 
sector hídrico son enormes. Se afirma incluso que en los países en vía de desarrollo, la 
carga adicional que la corrupción agrega al servicio de agua podría calcularse en el 30% de 
lo  que  pagan  las  familias  que  están  conectadas
91. En general, el sector de aguas sería 
vulnerable  a  la  corrupción  al  menos  por  las  siguientes  razones:  i)  su  gestión  es 
interinstitucional; ii) implica grandes operaciones financieras; iii) se ha subvalor ado su 
dimensión política; iv) cuenta con un gran número de proveedores informales que escapan 
a la regulación: y, v) la disputa por el recurso, cada vez más escaso, es creciente
92. 
 
2.7.  Aproximación a la situación del acceso al agua potable en Colombia: Informes de 
la Defensoría del Pueblo  
 
Guardadas las proporciones, en Colombia la situación del acceso al agua y los riesgos hacia 
futuro  en  la  materia  no  distan  mucho  del  balance  global
93. La evidencia del cambio 
climático    -para el 2001 existían 4.8 mi llones de hectáreas afectadas por procesos de 
desertificación-  hace  muy  factible  un  escenario  de  sequía  en  ciertas  regiones, 
particularmente la costa Caribe y algunas zonas de los Llanos orientales,
94 aunado a una 
alteración potencial del 23% de la cobertura vegetal en el territorio nacional. Asimismo, es 
altamente probable   un  incremento de las emisiones de dióxido de carbono  con efectos 
directos sobre las fuentes de aguas, con frecuencia ubicadas dentro de áreas del sistema de 
parques nacionales naturales
95.  
 
El agua en Colombia es relativamente abundante, pues las precipitaciones en el territorio 
corresponden al doble del promedio de América latina y al triple de la media mundial. 
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Cuenta con una oferta anual que supera los 2000 km3 de agua, a razón de 57.000 metros 
cúbicos por habitante
96. La nación se encuentra dotada con un sinnúmero de ríos, caños, 
arroyos,  lagunas,  lagos,  humedales,  ciénagas ,  páramos  y  glaciares.  Sin  embargo,  las 
cuencas de los ríos más importantes como el Magdalena, el Cauca y el Atrato se encuentran 
seriamente contaminadas y muchos de los municipios del país no cuentan con botaderos de 
basura técnicamente dispuestos, por lo que es común la filtración de lixiviados hacia las 
masas  de  agua
97.  También  se  presenta  un  nivel  considerable  d e  contaminación  por 
plaguicidas, metales pesados e hidrocarburos
98. La demanda industrial de agua del país se 
concentra en las zonas industriales de la sabana de Bogotá y el Valle de Aburrá, agrupada 
en la producción de bienes de consumo, bienes intermedios  y producción de bienes de 
capital
99. 
 
En Colombia, un país de aproximadamente cuarenta y cuatro millones de habitantes,  la 
cobertura en saneamiento básico es disímil, pues va desde el 98.6% en Bogotá hasta el 
62.7%  en  la  costa  pacífica
100.  Entre  la  població n  rural,  el  52.9%  no  cuenta  con 
alcantarillado, incrementándose al 80% en el caso del departamento del Chocó, por lo que 
tienen que acudir a fuentes y quebradas, así como a mecanismos de recolección de aguas 
lluvias. En algunos departamentos se observa una  alta prevalencia de mortalidad infantil 
asociada a la falta de acceso al agua potable
101. Tan sólo el 8% de las aguas residuales que 
se  generan  en  el  país  son  tratadas  y  en  buena  parte  de  las  viviendas  sin  acceso  a 
saneamiento se hace uso de pozos sépticos sin condiciones adecuadas de disposición
102. 
 
Existen alrededor de 12.000 entidades prestadoras de servicios relacionados con acceso al 
agua,  correspondientes  a  914  empresas  de  agua  y  518  de  alcantarillado;  el  resto 
corresponderían  a  asociaciones  vecinales  y   empresas  comunitarias.  23  de  los  33 
departamentos, es decir más de las dos terceras partes, no alcanza al 70% de cobertura 
integral en los servicios de acueducto y alcantarillado.  Los departamentos con las peores 
cifras en la materia son Chocó, Guainía, Guaviare, Putumayo y San Andrés, con un notable 
contraste entre el acceso en los sectores urbano y rural, siendo significativamente más bajo 
en este último. De todas las  municipalid ades del país,  tan solo 130 ostentan 90% de 
cobertura en acueducto; 408 entre el 70% y el 90%; 328 entre el 50% y el 70% y 233 
menos del 50%
103. Subsisten algunas situaciones de discriminación injustificada en la 
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prestación  del  servicio,  privilegiando  a  sectores  con  mayor  capacidad  adquisitiva  y 
obviando acciones afirmativas a favor de grupos étnicos como los raizales en la isla de San 
Andrés
104. 
 
En cuanto a la calidad del agua, la situación  también es heterogénea. De 951 cabeceras 
municipales respecto de las cuales se conocen datos de cumplimiento de estándares de 
potabilidad, 838 (88%) no suministra agua apta para el consumo humano, de manera que 
16.736.687 personas reciben líquido en condiciones riesgosas para la salud.  Esto quiere 
decir que tan sólo 6.346.235 personas reciben agua potable, correspondiente al 12% de los 
municipios (113). De los 838 municipios que no cumplen con estándares de potabilidad 90 
están por encima del 80% de potabilidad, que en todo caso no alcanza a cumplir el 95% 
exigido por el decreto 1575 de 2007. El mayor grado de incumplimiento se registra en los 
estándares fisicoquímicos, insatisfechos en el 86% de los municipios,  seguidos de los 
microbiológicos, insuficientes en un 75% de los municipios del territorio nacional. Así, más 
de las tres cuartas partes de los entes territoriales del país suministran agua en condiciones 
de salubridad deficientes. Los departamentos con el mayor índice de cumplimiento son 
Quindío, Valle y Caldas; por su parte los departamentos de Vich ada, Vaupés, Chocó, 
Santander, Boyacá, Bolívar, Atlántico, San Andrés, Amazonas, Arauca, Córdoba, Guainía, 
Nariño, Caquetá y Cauca  no cuentan con un solo municipio que suministre agua en 
condiciones aceptables.  Antioquia, Caldas y Huila reportan el mayor número de gobiernos 
locales cercanos al cumplimiento de la normativa
105. 
 
Desde la perspectiva urbana, en Colombia sólo el 25% de las capitales de departamento 
suministra agua apta para el consumo humano y en al menos tres capitales –Mitú, San José 
del Guaviare y Mocoa- la calidad es calificada como pésima, al tiempo que otras capitales 
como  Cartagena  y  Riohacha  ni  siquiera  hacen  exámenes  de  control  al  recurso,  o  los 
efectúan defectuosamente, como ocurre en más de la mitad de los municipios del país. En 
otros casos, algunas poblaciones cumplen con parámetros microbiológicos pero no con los 
fisicoquímicos  o  viceversa,  como  ocurre  en  Medellín.  En  general,  se  observa  un 
incumplimiento generalizado de las obligaciones a cargo de las administraciones locales en 
virtud del decreto 1575 de 2007 (antes decreto 475 de 1998): 
 
“El número de municipios que consumen agua apta de acuerdo con la norma ha variado 
bastante de un año a otro, pero de manera general siempre ha sido bajo. Como se observa, 
el porcentaje del total de municipios no sobrepasa el 18%, alcanzado en el año 2005. El 
número y porcentaje de población se comporta de la misma manera, pero representa un 
mayor peso porcentual frente al total de población analizada. […] De los municipios que 
consumen agua apta, en el 2006 descendió el número en más del 50% respecto del año 
2005. De 171 municipios que tomaban agua apta se pasó a 82 en el 2006, presentándose 
situaciones tan críticas como en el departamento del Huila, que de 32 municipios bajó a 3; 
en Antioquia, que de 53 pasó a 10 municipios; en Cundinamarca, de 13 a 6; en Santander, 
de  5  a  ninguno;  y  en  Boyacá,  de  6  a  1.  Hubo  un  leve  incremento  en  el  número  de 
municipios que cumplen la norma en Valle y Córdoba. Posteriormente, en el año 2007, se 
incrementó el número de municipios que toman agua potable respecto del año anterior: de 
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82 se pasó a 117. Los departamentos que mejoraron en este aspecto fueron Antioquia, 
Cundinamarca y Valle.”
106. 
 
Con excepción de Valle y Cundinamarca –dos de los departamentos más ricos del país- 
ninguna población registra tendencias a la mejoría en las condiciones de acceso al agua, 
aunque de manera desagregada, la calidad microbiológica tiende  a mejorar, pero se ve 
afectada por la fisicoquímica, que no ostenta igual tendencia. Siendo así, no resulta extraño 
el incremento en los fallos de acciones populares relativas a la calidad del agua, que para el 
año 2007 llegaron a 312, de las cuales sólo 8.6% fueron acatados por las administraciones 
respectivas. La Defensoría del Pueblo ha identificado una serie de posibles causas de la 
mala calidad del agua en Colombia, a saber: i) factores de deterioro en las fuentes; ii) 
ausencia de plantas de tratamiento; iii) falta de tecnificación y mala operación de las plantas 
existentes;  iv)  problemas  en  las  redes  de  distribución;  v)  manejo  intradomiciliario 
inapropiado  del  recurso;  e  vi)  insuficiencia  de  los  recursos  financieros  afectos  a  la 
potabilización
107. 
 
En suma, se observa en Colombia una precariedad generalizada e n las condiciones de 
prestación del servicio de agua potable y saneamiento básico, no obstante la existencia de 
una  serie  de  obligaciones  claras  y  concretas  en  términos  de  calidad,  conforme  a  lo  
preceptuado anteriormente por el decreto 475 de 1998, reemplazado por el decreto 1575 de 
2007  y la importancia del suministro del líquido, desde las obligaciones internacionales  en 
materia de derechos humanos y la cláusula de Estado social de derecho, expresada en el 
valor de la vida en condiciones dignas.  
 
 
2.8. Cambio climático y crisis del agua: Los datos del Programa de Naciones Unidas 
para el Desarrollo 
 
El cambio climático es quizás la expresión más notoria y mediatizada de la crisis ambiental. 
Como problemática, impacta de manera importante la disponibilidad de agua y por ende las  
posibilidades  ecológicas  de  vigencia  del  derecho  a  su  acceso.    El  incremento  en  la 
temperatura del  planeta  disminuye los  reservorios  ubicados  en glaciares  y nevados,   al 
tiempo que altera la frecuencia e intensidad de los caudales y los patrones de escorrentía. El 
fenómeno, conocido como estrés hídrico, tendría serios efectos sobre el desarrollo humano 
(agricultura, hábitat e industria) limitando las iniciativas productivas y las posibilidades de 
generación de empleo, pues las fuentes de agua padecen una presión fuerte por la escalada 
demográfica  y  el  aumento  de  la  temperatura  promedio,  especialmente  en  regiones  con 
tensión  hídrica severa, como es el caso de las zonas desérticas
108. Al mismo tiempo, la 
ausencia de mecanismos perfectibles de gestión de los recursos hídricos podría generar 
conflictos  en  cuencas  transfronterizas  ubicadas  en  regiones  de  aguas  escasas;  el 
derretimiento de los glaciares podría influenciar en mayor o menor grado de manera 
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negativa la vida de más del 40% de la población mundial, ya sea por escasez o exceso de 
agua, pues de mantenerse el ritmo ascendente de descongelamiento, buena parte de ellos 
habrán desaparecido para el año 2100. En particular,  el incremento del deshielo de estos 
ecosistemas,  que  alimentan  grandes  sistemas  fluviales,  necesariamente  significará  la 
reducción de los volúmenes de suministro de estos últimos
109. Al mismo tiempo, los lagos 
alimentados por glaciares han visto incrementar su volumen intensamente, aumentando los 
riesgos de quienes viven aguas abajo. Esto plantea un serio desafío en términos de justicia 
climática, pues los pobres, justamente quienes menos contaminan          –excluidos como 
están del ciclo producción y consumo- son quienes perciben con mayor fuerza los estragos 
en el clima derivados de la industrialización
110. 
 
Otro aspecto a considerar es el carácter diferenciado del impacto, en función de criterios 
geográficos. Así, mientras unas regiones con tradición de abundancia hídrica pueden estar 
mejor preparadas para enfrentar las secuelas del cambio climático,  otras pueden ser más 
golpeadas, en particular por las diferencias que pueden presentarse en el volumen de las 
precipitaciones. Frente a dicho escenario, las necesidades del desarrollo humano aconsejan 
la implementación de estrategias de adaptación que pasen por la mitigación estricta, pues el 
curso de los acontecimientos tiende a indicar la proximidad de un punto de irreversibilidad. 
En  dicha  tarea,  es  esencial  comprender  que  las  responsabilidades  al  respecto  son 
diferenciadas,  pues  mientras  los  pobres  “caminan  por  la  tierra  dejando  una  huella 
ecológica apenas perceptible” los más ricos han impreso una huella mucho más honda
111. 
 
Frente  al  cambio climático, la gestión de los  recursos  hídricos  precisa  de  una agresiva 
estrategia  de  adaptación,  que  incorpore  una  correcta  apreciación  del    riesgo,  mediante 
coaliciones nacionales de implementación, que agencien la adecuación de las prácticas de 
ingeniería a los impactos de las inundaciones, el fortalecimiento de los sistemas de alerta 
temprana  relacionados  con  desastres  naturales  asociados  al  clima  y  la  diseminación  de 
mecanismos de captación y almacenamiento sustentable de recursos hídricos
112. En dicha 
lógica,  se  debe  conseguir  que  la  adaptación  beneficie  a  las  personas;  promover  el 
intercambio de enfoques y experiencias; incentivar la investigación en ciencia, tecnología e 
innovación en la materia; comprometer a los líderes políticos concernidos ; diseñar una 
estrategia de comunicaciones;  impulsar la gestión  integrada de las cuencas desde una 
perspectiva participativa; fortalecer las capacidades a nivel local  y alentar la articulación 
con diseños institucionales preexistentes. 
 
El cambio climático parece haber llegado para quedarse. Así las cosas, dicho fen ómeno se 
suma a la larga lista de factores antrópicos que presionan la capacidad de respuesta de los 
ecosistemas  a  la  demanda  por  recursos  hídricos  y  por  ende  en  las  posibilidades  de 
materialización del acceso al agua potable.   
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Capítulo 3. Fundamentación Teórica del Derecho al agua potable 
 
El  panorama  del  acceso  al  agua  en  el  mundo,  recurso  vital  para  actividades  humanas 
indispensables, es en general desalentador y plantea preguntas serias sobre la sostenibilidad 
del  desarrollo  económico  tal  y  como  se  ha  venido  desenvolviendo,  es  decir,  de  forma 
expansiva y sin evidencias fuertes de justicia en la distribución de los recursos existentes. A 
dicha constatación ha reaccionado el campo jurídico,  en un primer momento,  mediante la 
formulación de los derechos sociales, entendidos como derechos subjetivos a prestaciones, 
como veremos en el desarrollo de este capítulo.  
 
3.1. La teoría de los derechos sociales fundamentales 
 
Desde el punto de vista dogmático, el derecho al agua potable ha sido tratado como un 
derecho fundamental de contenido prestacional, por sus implicaciones para la vida humana 
en condiciones dignas
113 y por su fuerte componente de obligaciones positivas a cargo del 
Estado. Por ende, es importante revisar la teoría de los derechos sociales fundamentales, en 
la que parece encajar dicho tratamiento, a partir de la propuesta de Robert Alexy y de 
Rodolfo Arango. 
 
3.1.1. El concepto de norma como entidad semántica 
 
Para  Alexy,  la  teoría  semántica  de  la  norma  representa  el  punto  de  partida  de  la 
estructuración del concepto de norma de derecho fundamental, que a su vez guarda estrecha 
relación con el concepto de derecho fundamental. Las normas de derecho fundamental, 
traen consigo todos los problemas de su propia definición. Para resolver tales problemas el 
autor propone una definici￳n de norma según la cual se entiende por tal “el significado de 
un enunciado normativo” sin perder de vista que “la misma norma puede ser expresada a 
través de diferentes enunciados normativos” o que incluso también pueden llegar a ser 
expresadas sin tener que recurrir a estos últimos
114. Se trata, en últimas de una entidad 
semántica,  vale  decir,  “un  contenido  de  significado  que  incluye  una  modalidad 
deóntica”
115. A su vez, normas y enunciados normativos se distinguen de proposiciones y 
enunciados proposicionales en cuanto los primeros no admiten que se prediquen de ellos su 
veracidad o falsedad, ejercicio que sí se puede efectuar con los últimos. Dicho de otra 
manera, con los enunciados proposicionales se afirma que algo “es el caso”, (es decir, se 
efectúa un juicio de falsedad o veracidad) mientras que con los enunciados normativos se 
expresa que algo “debe ser el caso”
116. 
 
La perspectiva semántica del concepto de norma que ofrece Alexy distingue entre la norma 
misma y su validez, al tiempo que es conciliable con distintas teorías de lo que es válido,  y 
es presupuesto de ellas. Los enunciados que permiten identificar las normas que son válidas 
se conocen como enunciados de validez normativa y varían según los criterios de validez 
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que estén siendo utilizados. En suma, se trata de objetos lingüísticos que son identificables 
en función de determinados criterios de validez
117. 
 
3.1.2. Norma de derecho fundamental 
 
Esta categoría es conveniente para identificar a qué componentes de la constitución les es 
atribuible  una  característica  de  fundamentalidad,  lo  que  implicaría  que  no  pueden  ser 
dispuestos de una manera simple por las mayorías parlamentarias
118; así, el concepto de 
derecho fundamental está atado al principio democrático  de protección de los derechos 
esenciales de las minorías
119. De manera introductoria, Alexy propone entender por norma 
de  derecho  fundamental  “aquella  que  es  expresada  a  través  de  disposiciones 
iusfundamentales,  y  disposiciones  iusfundamentales  son  exclusivamente  enunciados 
contenidos en el texto de la ley fundamental”
120.  Sin embargo, esta noción tendría dos 
problemas, de un lado, que no todos los enunciados de la ley fundamental expresan normas 
de  derecho  fundamental    y  de  otro,  la  posibilidad  de  que  existan  normas  de  derecho 
fundamental que no sean expresadas por enunciados de la ley fundamental
121. Ante dichas  
objeciones,  parece  ser  más  aconsejable  vincular  el  concepto  de  norma  de  derecho 
fundamental con un criterio formal, la manera como ha sido positivizada
122, de suerte  que 
serán normas de derecho fundamental las consagradas como tales en  la constitución y las 
que le sean adscriptas por la actividad interpretativa del tribunal constitucional.   
 
Es objetable entender por derechos fundamentales  aquellos que pertenecen al fundamento 
mismo del Estado, vale decir, como una manifestación material (por ejemplo, el derecho a 
la libertad individual en relación con el Estado liberal) pues ata la noción de derecho 
fundamental a una determinada concepción  del aparato estatal. Al variar esta última, es 
imposible  dotar  a  los  derechos  fundamentales  de  una  conceptualización  estable  que 
sobreviva a los intentos de reforma  en la idea de Estado. Además, la vinculación impediría 
que, por ejemplo, derechos de contenido altamente prestacional pudieran ser considerados 
como fundamentales en el marco de una constitución que opta por un Estado liberal , 
aunque  del componente  restante  de principios y valores de la carta política se puedan 
extraer razones para ello. Así, los derechos fundamentales se entenderían como un conjunto 
de posiciones jurídicas iusfundamentales (definitivas y prima facie) de diverso contenido y 
diversa estructura, vinculadas entre sí, agregadas en un derecho fundamental por vía de su 
adscripción a una disposición de derecho fundamental
123  y cuyo reconocimiento es tan 
importante que no es posible dejarlo en manos de la mayoría simple del legislativo
124. 
Cómo veremos más adelante la estructuración del concepto de derecho fundamental puede 
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sintetizarse en dos conceptos, el carácter de derecho subjetivo y su grado de importancia 
alto
125.  
 
La vía más defendible y apropiada para fundamentar la noción de norma de derecho 
fundamental es el uso de criterios de índole formal,  que den cuent a de  la manera como 
aquella se positiviza, abarcando así a todas las normas que sean adoptadas explícitamente 
como tales.  De  esta  manera,  se  tiene  que  normas  de  derecho  fundamental  “son  sólo 
aquellas que son expresadas directamente por enunciados de la LF [ley fundamental]”
126. 
Sin  embargo,  ello  dejaría  por  fuera  a  las  normas  que  no  fueron  instituidas  de  manera 
explícita. Frente a dicha dificultad, se propone la clasificación de las normas de derecho 
fundamental en dos grupos: las directamente estatuidas por la constitución y las que les son 
adscriptas a estas. La operación de adscripción en principio estaría bien efectuada, es decir, 
sería conforme a derecho, si  la norma que ha sido adscrita reúne los requisitos para ser 
tenida como válida, considerando la forma como fue positivizada. Sin embargo, el juicio de 
validez  se  dificulta  respecto  de  las  normas  adscriptas,  justamente  porque  no  fueron 
estatuidas por el procedimiento constituyente. Siendo así, la ruta para la validación de las 
normas de derecho fundamental adscriptas propuesta por la Alexy es la siguiente: “una 
norma adscripta vale y es una norma de derecho fundamental si para su adscripción a una 
norma de derecho fundamental estatuida directamente [por la constitución] es posible dar 
una  fundamentación  iusfundamental  correcta”,  de  manera  que  “el  que  una  norma 
adscripta  sea  o  no  una  norma  de  derecho  fundamental  depende  de  la  argumentación 
iusfundamental que para ella sea posible”
127. 
 
En suma, la construcción del concepto de norma de derecho fundamental adscripta se sirve 
de la noción de fundamentación iusfundamental correcta, y esta estrategia también vale 
para las normas de derecho fundamental directamente estatuidas (por la ley fundamental). 
Dicho de otra manera, las normas de derecho fundamental, sean  adscriptas o directamente 
estatuidas,  son  aquellas  “con  respecto  a  las  cuales  es  posible  [efectuar]  una 
fundamentación  iusfundamental  correcta”.
128  Con  todo,  valga  precisar  que  dicha 
fundamentación iusfundamental varía en su forma dependiendo de si se trata de una norma 
adscripta o directamente estatuida.  
 
3.1.3. La distinción entre principios y valores constitucionales como base de los 
derechos fundamentales. 
 
Los principios constitucionales tienen varias diferencias con los derechos fundamentales. A 
los  principios  se  atribuye  un  papel  relevante  en  la  estructuración  de  los  derechos 
fundamentales y se les suele definir a partir de su distinción con las reglas, en tanto ambos 
son  tipos  de  normas
129.  La  defi nición  más  aceptada  sostiene  que  los  principios  son 
mandatos  de  optimizaci￳n  “que  ordenan  que  algo  sea  realizado  en  la  mayor  medida 
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posible, dentro de las posibilidades jurídicas y reales existentes”
130. Esto quiere decir que 
son susceptibles de cumplimiento en diversos grados, según lo permitan el ámbito fáctico y 
otros  principios  o  reglas  con  los  que  colisionan;  por  ende,  no  contienen  mandatos 
definitivos,  sólo  instrucciones  de  grado.  Cuando  dos  principios  colisionan,  se  debe  dar 
preponderancia a uno de ellos, sin que implique la invalidación del otro;  de esta suerte, se 
impone el que tenga mayor peso en el ordenamiento jurídico, a través del mecanismo de la 
ponderación, en un ejercicio realizable en escenarios judiciales.  
 
Para la jurisprudencia constitucional, los principios constitucionales en tanto componentes 
de la parte dogmática de la constitución,  dotan de sentido y razón de ser su parte orgánica. 
Así, los arreglos  diseñados en desarrollo de la arquitectura institucional de la carta del 91 
deben ser leídos como herramientas de transmisión instrumental de los principios y valores 
constitucionales
131.   Los principios se diferencian de los valores en que mientras estos 
establecen fines, aquellos consagran prescripciones jurídicas generales que cuentan con un 
contorno político determinado, por lo que  restringen la actividad del operador estatal, 
aunque presentan una textura abierta que en ocasiones condiciona su aplicabilidad.  En ese 
orden, establecen un deber ser específico y cu entan con fuerza normativa inmediata que 
permite su aplicación directa desde la constitución, pues hacen parte de la misma y son 
parámetro de constitucionalidad: 
 
“Ellos [los principios] se refieren a la naturaleza política y organizativa del Estado y de 
las relaciones entre los gobernantes y los gobernados. Su alcance normativo no consiste en 
la enunciación de ideales que deben guiar los destinos institucionales y sociales con el 
objeto de que algún día se llegue a ellos; su valor normativo debe ser entendido de tal 
manera que signifiquen una definición en el presente, una base axiológico-jurídica
132 sin la 
cual cambiaría la naturaleza misma de la Constitución y por lo tanto toda la parte 
organizativa perdería su significado y su razón de ser. Los principio s expresan normas 
jurídicas para el presente; son el inicio del nuevo orden”
133. 
 
En suma, las características generales de los principios se pueden resumir en los siguientes 
términos:  i)  se  trata  de  normas  que  consagran  una  obligación  específica,  de  la  que  se 
desprende  un  ámbito  de  discrecionalidad  legal  y  judicial;  ii)  alude  a  la  naturaleza 
organizativa y política del aparato institucional del Estado y de las formas en que este se 
relaciona con los ciudadanos y iii) expresan normas jurídicas de aplicación presente, no 
fines  de índole general. 
 
Por su parte, los valores ostentan una entidad más amplia, pues constituyen el componente 
axiológico que dota de sentido general al ordenamiento jurídico, al cumplir una función 
teleológica. La definición de los medios para ser alcanzados depende de las elecciones 
políticas y la libertad de configuración legislativa del parlamento, que delimita el contorno 
y establece su alcance. En suma, mientras los valores son “normas que establecen fines” 
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cuyos  destinatarios  son  las  autoridades  que  crean  derecho,  -incluyendo  las  autoridades 
públicas no judiciales- los principios son “normas que establecen un deber ser específico”
 
134.  La  diferencia  entonces  no  sería  de  naturaleza,  pues  ambos  comparten  una  entidad 
normativa y axiológica, sino de grado, vale decir, de eficacia. También tienen en común la 
función de garantizar el carácter vinculante y la vigencia del contenido material de la carta 
política
135. Los valores pueden tener o no una consagración explícita y representan la base 
de  todo  el  andamiaje  institucional,  pues  ostentan  un  alto  grado  generalidad  e 
indeterminación y por ende una textura sumamente abierta, que no obsta para que también 
sean en determinadas condiciones parámetro de constitucionalidad: 
 
“los  valores  superiores  desempeñan  un  papel  de  robustecimiento  de  la  norma 
constitucional  en  el  proceso  de  creación-aplicación  del  derecho,  por  cuanto  reduce  el 
ámbito de discrecionalidad de los poderes públicos y los conduce por las líneas superiores 
trazadas  por  el  Constituyente.  Así  pues,  los  valores  son  la  cabeza  de  la  Constitución 
material, son normas jurídicas básicas de la cual dependen todas las demás normas. Por lo 
tanto el valor de la justicia, de la seguridad jurídica, de la garantía de un orden político, 
económico y social justo que establece la Constitución, son mandatos que conducen el 
sistema jurídico y, por supuesto legitima la Constitución económica”
136. 
 
 
La distinción entre reglas y principios es un paso teórico imprescindible para la adecuada 
comprensión de los derechos fundamentales,  necesario para discernir sus contornos, las 
reglas de colisión entre los mismos y el papel  que les es imputable dentro del sistema 
jurídico, bien sea que estemos hablando de derechos de libertad o derechos de prestación. 
Esto  se  debe  a  que    “la  distinci￳n  entre  reglas  y  principios  es  uno  de  los  pilares 
fundamentales del edificio de la teoría de los derechos fundamentales”
137, principalmente 
debido a que  del ejercicio de la ponderación, propio del método de los principios, pueden 
resultar normas adscriptas de derecho fundamental
138. 
 
3.1.4. Los derechos fundamentales como derechos subjetivos 
 
El debate sobre lo que debe entenderse por derecho subjetivo no ha sido pacífico. Kelsen 
sostiene  que  nos  encontramos  ante  un  derecho  subjetivo  cuando  “una  norma  jurídica 
coloca así a un individuo en posición de defender sus intereses”, esto es, “cuando entre las 
condiciones de la sanción figura una manifestación de voluntad, querella o acción judicial 
emanada de un individuo lesionado en sus intereses por un acto ilícito”
139. Ello querría 
decir  que  para  dicho  autor  lo  que  define  un  derecho  subjetivo  como  tal  es  que  le  sea 
atribuible la exigibilidad judicial como característica
140. 
                                                 
134 Ibid. 
135 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-574/92. M. P.  Ciro Angarita Barón. 
136 CORTE CONSTITUCIONAL. Manual de jurisprudencia  constitucional No. 2 Material extraído de la 
jurisprudencia y doctrina de la Corte Constitucional colombiana.  
137 ALEXY Op. Cit., p 82. 
138 Ibid., p. 95.  
139 KELSEN Hans. Teoría pura del derecho. 4 Ed. Eudeba, Buenos Aires: 2006,  p. 100. 
140 ARANGO, El concepto de derechos sociales fundamentales. Op Cit.,  p. 5. 33 
 
 
La  pregunta  sobre  los  derechos  subjetivos  se  ubica  esencialmente  en  el  ámbito  de  la 
dogmática jurídica, esto es, de lo que vale en un sistema jurídico. No obstante, en el análisis 
de los derechos fundamentales interesa especialmente la cuestión analítica de la diferencia 
entre  norma  y  posición  jurídica.  De  nuevo,  norma  es  aquello  que  se  expresa  en    un 
enunciado normativo, es decir, su significado, de manera que la misma norma puede ser 
expresada a través de diferentes enunciados normativos
141. Incluso, puede ocurrir que una 
norma  sea  expresada  sin  necesidad  de  un  en unciado,  como  ocurre  con  “las  se￱ales 
luminosas de un semáforo”
142. Por su parte, la posición jurídica podría describirse como 
una ubicación que, en virtud de una norma y  en relación con un determinado sujeto –en 
general el Estado- dota a una persona de un derecho frente a este último. Siempre que haya 
una posición jurídica habrá una norma que la confiere.  
 
Por  derecho  subjetivo  puede  entenderse  la  facultad  jurídica  que  una  norma  jurídica 
reconoce a un sujeto para reclamar de otro sujeto que actúe u omita de una determinada 
forma, con la finalidad de asegurar así un interés que le es propio. Se trata de  una “posici￳n 
normativa de un sujeto para la que es posible dar razones válidas y suficientes y cuyo no 
reconocimiento injustificado le ocasiona un daño inminente al sujeto”
143. La estructura de 
los derechos subjetivos contiene tres elementos esenciales: i) una norma jurídica, ii) un 
deber jurídico y  iii) una facultad jurídica,
144 vale decir, una posición jurídica para obtener 
intereses propios del titular, que le han sido reconocidos
145. 
 
Por otra parte, la norma jurídica,   en tanto  expresión de un enunciado normativo,
146  y 
presupuesto necesario –más no suficiente- de la subjetividad de un derecho, debe ser válida. 
De la norma  se sigue un deber jurídico, que vincula a otro sujeto a hacer o dejar de hacer 
algo. Finalmente, se tiene la posición jurídica, predicable del titular del derecho y cuyo 
sentido consiste en otorgarle la potestad de asegurar el interés que le asiste. La noción de 
posición jurídica resume las de poder jurídico e interés jurídico, al agrupar los aportes de 
las teorías de la voluntad y el interés a la justificación de los derechos subjetivos.  Puede 
explicarse como la relación que permite a un sujeto exigir algo de otro válidamente o la 
posición que ocupa un sujeto dentro de un orden normativo, fundamentable de manera 
válida y suficiente y cuya inobservancia ocasionaría un daño inminente al titular
147. Así, los 
derechos subjetivos se caracterizan además por ser posiciones jurídicas adscribibles por 
medio  de  razones  válidas  a  enunciados  normativos
148.  De  esta  suerte,  los  derechos 
subjetivos se estructuran con fundamento en la unión entre norma jurídica, obligación 
jurídica y posición jurídica, de manera que cualquier reducción del conjunto a alguno de los 
elementos es errada e insuficiente. 
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3.1.5. Derechos a prestaciones en sentido amplio 
 
En principio los derechos subjetivos habían sido entendidos como asociados esencialmente 
a omisiones. Sin embargo, pueden ser inscritos a la máxima general de igualdad y  así, 
entendidos  cómo    prerrogativas  que  corresponden  al  estatus  positivo
149, es decir, que 
implican  actuaciones  concretas   del  Estado  y  no  sólo  abstenciones .    Es  importante 
mencionar esto porque tradicionalmente se ha entendido que los derechos fundamentales 
corresponden  a una construcción jurídica diseñada especialmente para preservar la esfera 
del individuo frente a los actos del Estado. Esta interpretación evolucionó hacia una visión 
que admite la existencia de derechos subjetivos que implican , además de omisiones,  
acciones positivas del Estado. Estos derechos subjetivos serían los derechos a prestaciones 
en sentido amplio. 
 
En  general,  los  derechos  a  prestaciones  en  sentid o  amplio  no  suelen  estar  incluidos 
expresamente en los textos constitucionales y por ello tienden a ser “fundamentalizados” 
por vía de adscripción a (o conexidad con) otras normas constitucionales que sí lo están, o 
apoyándose en normas generales de textura abierta que admiten una interpretación afecta al 
posicionamiento constitucional de los derechos a prestaciones. Es el caso de la máxima 
general de igualdad, presente a nivel de estatuto fundamental en muchos ordenamientos 
jurídicos,  que  permite  la  fundamentación  de  derechos  a  prestaciones  por  medio  de  su 
reconducción  como  principio  de  igualdad  fáctica  o  igualdad  material.  Con  todo,  la 
plausibilidad  de  estos  esfuerzos  de  fundamentación  no  puede  ignorar  el  hecho  de  que 
muchas constituciones que por diversas razones –particularmente la intervención de agentes 
políticos dotados de intencionalidad
150 en los espacios institucionales de fijación del sentido 
de las normas- intentan dotar de peso jurídico suficiente a los derechos prestación, desde su 
diseño mismo en la constituyente tienden a privilegiar los derechos de tradición liberal, 
pues “tiene[n] primariamente el carácter de una constitución burguesa  y de Estado de 
derecho orientada a los derechos de defensa”
151. 
 
Los  derechos  a  prestaciones,  al  significar  un  cambio  radical  en  la  comprensión  de  los 
derechos fundamentales, han generado una fuerte polémica sobre el papel que tendrían en 
su garantía el Estado, el ordenamiento jurídico (en especial las constituciones) y los jueces 
que los aplican. Se abren pues a las discusiones sobre justicia distributiva, que se pregunta 
por  la manera más justa y eficiente de distribuir bienes y cargas en una sociedad y las 
reglas que deben gobernar dicha tarea
152. Al mismo tiempo, traen consigo la necesidad de 
discutir la distribución de competencias entre la judicatura y el legislativo.  En resumen, los 
derechos a prestaciones en sentido amplio son derechos a actos positivos o acciones del 
Estado que pueden tener varios niveles de complejidad, dependiendo del derecho que se 
trate. Son derechos  a algo que el titular adquiriría  por sí mismo si tuviese los recursos 
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necesarios y la oferta suficiente para obtenerlos del mercado. A esto hay que agregarle que 
las prestaciones (acciones positivas) además de las fácticas, también pueden ser normativas, 
como  ocurriría  con  el  deber  de  adecuación  legislativa  para  la  promoción  efectiva  del 
derecho al agua potable, por medio de su incorporación al ordenamiento jurídico. Esto 
expresa  cómo,  con  frecuencia,  los  derechos  sociales  constituyen  un  haz  de  posiciones 
jurídicas de índole muy distinta, dirigidas a prestaciones fácticas y prestaciones normativas,  
vale decir, corresponden a  un  “derecho fundamental como un todo”.
153. Los derechos a 
prestaciones en sentido amplio han sido divididos en i) derechos a protección; ii) derechos a 
organización y procedimiento y iii) derechos a prestaciones en sentido estricto
154. 
 
3.1.6. Los derechos a prestaciones en sentido estricto o derechos sociales 
fundamentales 
 
Un  derecho  a  prestaciones  en  sentido  estricto  es  fundamental  en  la  medida  en  que 
corresponda a un derecho subjetivo y constitucional, diferenciándose así de los derechos 
subjetivos no constitucionales y de las normas  constitucionales que no confieren derechos  
subjetivos
155. En esencia, los elementos que lo componen son i) el titular, ii) el Estado y iii) 
una acción positiva. En virtud de esta acción el Estado se obliga con el titular y el derecho 
social fundamental  tiende a ofrecer un carácter prima facie, es decir, de principio . Este 
carácter  es  perfectamente  compatible  con  la  posibilidad  de  ser  exigido  judicialmente 
(imponibilidad  perfecta),  y  puede  llegar  a  requerir  un  mayor  grado  de  concreción, 
especialmente a través del ejercicio de la ponderación
156. Además, debe demostrarse cuál es 
la  razón  para  que  sea  un  derecho  que  no  puede  estar  a  disposición  de  la  mayoría 
parlamentaria simple.  
 
Los derechos a prestaciones en sentido estricto o derechos sociales fundamentales “son 
derechos del individuo a algo que –si el individuo poseyera recursos financieros suficientes 
y  si  encontrase  en  el  mercado  una  oferta  suficiente-  podría  obtenerlo  también  de 
particulares”
157. Al igual que los demás derechos fundamentales, pueden ser directamente 
estatuidos por la norma fundamental o adscriptos interpretativamente y son clasificables en 
función de tres criterios, pues pueden ser i) normas que confieren derechos subjetivos o que 
obligan al Estado objetivamente; ii) normas vinculantes o enunciados no vinculantes; y iii) 
deberes definitivos (reglas) o prima facie (principios).  Arango sostiene que sin mayores 
dificultades,  los  derechos  sociales  fundamentales  son  derechos  subjetivos
158.  Presentan 
condiciones formales, según las cuales si el Estado tiene la posibilidad de hacer algo y no lo 
hace, y dicha omisión amenaza con daño a una persona, esta tiene derecho a acciones 
fácticas positivas del Estado y como condición material supone que la persona se encuentra 
en un estado de necesidad tal que amenaza su vida y su libertad.  No obstante, la actuación 
del Estado debe ser subsidiaria, vale decir, el Estado sólo está obligado cuando la persona 
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por sí misma es fácticamente incapaz de actuar para satisfacer sus propias necesidades, las 
mismas que demanda de aquel
159. 
 
Existen argumentos en contra del reconocimiento de los derechos sociales, tales como el 
desplazamiento de la política social desde el parlamento hacia el tribunal constitucional ,       
el  alto  costo  financiero,  su  contenido  impreciso   o  la  presunta  incompatibilidad entre 
derechos sociales y derechos de libertad. Del mismo modo, existen una serie de argumentos 
a favor del reconocimiento de los derechos sociales fundamentales. El primero de ellos 
sostiene que la libertad jurídica para hacer o dejar de hacer alguna cosa no tiene valor si es 
fácticamente imposible elegir entre lo permitido. El segundo, relacionado con el anterior, 
afirma que las condiciones que determinan libertad fáctica no siempre son del dominio del 
titular de derechos sociales, pues dependen principalmente de acciones estatales. Otra razón 
esgrimida  a  favor de  los  derechos  sociales fundamentales consiste en  comprender el 
catálogo de derechos como expresión de un conjunto de valores constitucionales en el 
desarrollo de la personalidad humana en condiciones de dignidad, lo que sin duda requiere 
libertad fáctica  y no sólo libertad jurídica
160. Alexy propone un modelo de derechos 
sociales  fundamentales  según  el  cual  el  individuo  tiene  un  derecho  definitivo  a  una 
prestación cuando la necesidad de garantía de la libertad fáctica pesa más qu e principios 
materiales y formales adversos  tomados como un todo. Así, toma la libertad fáctica y la 
garantía del libre desarrollo de la personalidad como fundamentación iusfilosófica
161 de los 
derechos a prestaciones en sentido estricto: 
 
“habrá  que  considerar  que  una  posición  de  prestación  jurídica  está  definitivamente 
garantizada iusfundamentalmente si (1) la exige muy urgentemente el principio de libertad 
fáctica y (2) el principio de la división de poderes  y el de la democracia (que incluye la 
competencia  presupuestaria  del  parlamento)  al  igual  que  (3)  principios  materiales 
opuestos  (principalmente  aquellos  que  apuntan  a  la  libertad  jurídica  entre  otros)  son 
afectados en una medida relativamente reducida a través de la garantía iusfundamental de 
la posición de prestación jurídica y las decisiones del tribunal constitucional que la toman 
en cuenta”
162. 
 
Las objeciones sobre las implicaciones financieras de los derechos sociales, particularmente 
en tiempo de crisis,  pueden responderse argumentando que i) el principio de competencia 
parlamentaria en decisiones financieras no es absoluto; ii) no todo derecho social per se 
implica una posición que lo haga inmediatamente exigible; y iii) la situación de crisis es 
una  razón  a  favor  más  que  en  contra  de  las  garantías  sociales,  pues  tiende  a  poner  al 
ciudadano en condiciones de vulnerabilidad.  
 
Los  derechos  sociales  fundamentales  serían  entonces  derechos  subjetivos  a  actuaciones 
fácticas  por  parte  del  aparato  estatal,  con  un  grado  alto  de  importancia,  generales  y 
positivos,  caracterizados  por  la  existencia  de  i)  una  norma  jurídica,  ii)  una  obligación 
jurídica, iii) una posición jurídica iv) un grado de importancia alto  y v) un carácter general 
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positivo.  Pueden  estar  estatuidos  explícitamente  o  por  vía  de  adscripción  (mediante 
justificación constitucionalmente correcta, que se obtiene cuando la negación del derecho 
es incompatible con el resto del ordenamiento jurídico en su conjunto) a una disposición de 
derecho fundamental
163. Constituyen, en suma, derechos que tiene la persona natural frente 
al Estado a acciones fácticas positivas, pues las acciones jurídicas se encuadran dentro del 
derecho a protección u organización  y las acciones fácticas negativas a derechos de 
libertad. Para Arango, sólo pueden ser ejercidos por individuos –no por colectivos
164 y por 
razones pragmáticas y normativas sólo puede ser obligado a ellos el Estado, pues para su 
garantía se requiere todo un aparataje que los particulares no tienen por qué garantizar; de 
otro lado, sería una carga demasiado onerosa para estos.  El alto grado de importancia que 
tendrían los derechos sociales fundamentales se objetiviza en algún grado mediante la 
equiparación de la importancia a la urgencia de la situación concreta. Dicho de otra manera, 
esta hace que la proposición jurídica cobre un grado alto de importancia y por ende esté 
objetivamente justificada
165. 
 
3.2. Ampliación de la comunidad moral y derecho humano al agua   
 
Tradicionalmente, el discurso de los derechos ha privilegiado al ser humano como titular de 
los  mismos.  No  obstante,  han  surgido  voces  que  cuestionan  ese  antropocentrismo  que 
supone al hombre eje del devenir del planeta
166. La crítica del pensamiento ecologista al 
modo de producción insustentable,  -y en general al dominio humano sobre la naturalez a- 
pasa por la tesis según la cual no hay motivos suficientes para sostener que el hombre debe 
ocupar una posición predominante en la biosfera, ni considerarse dueño y explotador del 
ambiente. Surgen entonces nuevos sujetos de derecho, distintos a los sere s humanos, que 
tendrían igual cabida en la exigencia de aquellos
167. 
 
En dicho contexto tienen origen los derechos de los animales. Inicialmente ha cobrado 
fuerza el debate de la extensión de la protección jurídica a los grandes simios de las 
especies genéticamente más próximas al ser humano, fundamentada esencialmente en la 
capacidad común de sentir dolor. Otras visiones han pretendido ampliar la comunidad 
moral o de protección a todas las formas de vida, aún a aquellas que presentan una 
estructura  simple.  E l  maltrato  a  los  animales  constituiría,  bajo  esta  óptica,  una 
discriminación en razón de la especie, similar a la que ocurre debido a  la raza o el género.  
 
Pero no sólo los animales podrían ser sujetos de derecho. El ambientalismo radical, (deep 
ecology) ve en la naturaleza un sujeto en sí mismo.  Ello se logra a través de una fusión con 
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el ambiente, sacralizando la naturaleza mediante una postura que descansa en imaginarios 
considerados premodernos, como el pensamiento indígena. Justamente por esa razón, es un 
paradigma que ha sido acusado de poco científico
168. Es la apuesta por un nuevo “contrato 
natural”   que se ubique en el modelo ecocentrista. En esa lógica, se podría hablar de 
un derecho al agua  de los animales, en tanto componente imprescindible para el ciclo 
biológico y la supervivencia de los mismos, o de un derecho a la integridad o protección de 
las fuentes de agua como prerrogativa de un nuevo titular, el  ambiente subjetivizado. Bajo 
esta concepción, algunas propuestas han hablado de derecho al agua de los ecosistemas
169. 
 
No obstante, el desarrollo del derecho al agua en la doctrina y la positivización está 
evidentemente orientado  a la comprensión del acceso efectivo como derecho humano, esto 
es, entendido como derecho de la persona humana , no extensible a otras formas de vida.   
Lo anterior  no implica ignorar  la discusión sobre la ampliación de la comunidad moral a 
sujetos diferentes de hombres y mujeres, ni la necesidad de redimensionar los derechos a 
partir de visiones más amplias e incluyentes, enriquecidos por los aportes del pensamiento 
ambientalista.  
 
3.3. Formulación del Consejo Europeo del Medio Ambiente 
 
Por su parte, el Consejo Europeo de Derecho del Medio Ambiente, consideró razonable 
definir  el  derecho  al  agua  como  un  derecho  fundamental,  cuya  implementación  y 
condiciones de ejercicio deben ser determinadas por la ley
170. Los beneficios del derecho 
irán hasta el cubrimiento de las necesidades fundamentales, con la obligación de cooperar 
con el sostenimiento financiero del servicio  a un precio que sea asequible, y que garantice 
el carácter durable de los recursos hídricos, protegiendo el ambiente, la salud de las 
personas, y permitiendo la recuperación del costo neto del servicio. En esta postura, los 
precios no se pueden constituir en un motivo de denegación del acceso
171. 
 
3.4. Definición de la doctrina francesa 
 
Sobre la importancia del reconocimiento del derecho al agua potable se ha venido hablando 
aproximadamente desde la década del 70, época en la que se ubica también el nacimiento 
del  derecho  ambiental
172.  De  manera  concomitante  a  dicha  evolución  del  derecho 
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internacional, se observa un pronunciado interés de autores franceses en la formulación del 
derecho. 
 
Henri Smets ha propuesto una formulación de lo que serían los elementos que constituyen 
el derecho al agua. Bajo aquella, dicha prerrogativa, se involucra en el aprovisionamiento 
del agua potable y al saneamiento. Se trata de  un derecho que comporta  obligaciones 
correlativas  tanto  para  los  ciudadanos  como  para  los  poderes  públicos,  de  cara  a  la 
preservación  del  recurso,  mediante  la  reducción  del  desperdicio  y  la  prevención  de  la 
contaminación.  Se  considera  en  esta  postura  el  agua  como  bien  común  (res  communis  
omnium) de cuyo acceso efectivo depende la realización de otros derechos.
173 En síntesis, 
este autor francés ofrece como principales aspectos a tener en cuenta a la hora de hablar del 
derecho  al  agua  los  siguientes:  fundamentalidad;    presencia  de  deberes  correlativos; 
protección a las personas en situaci ón de precariedad; imperativo de suministro mínimo; 
protagonismo del poder público en la garantía de acceso; transparencia y participación 
ciudadana en la gestión; prohibición de discriminación en acceso; disponibilidad y control y 
limitación de las restricciones de aprovisionamiento
174. Los anteriores elementos tienen un 
desarrollo preciso bajo la óptica de este autor, como se describe a continuación.   
 
El carácter de fundamentalidad, se deriva esencialmente de la necesidad de  vigencia del 
derecho como presupuesto para la materialización de otros. La presencia de obligaciones 
correlativas, responde a la necesidad de que la sociedad y los individuos concurran en la 
protección  del  fluido  y  su  entorno,  precisamente  con  el  propósito  de  garantizar  la 
posibilidad de suministro no solo a los actuales consumidores, sino las generaciones 
futuras
175. Sólo mediante un satisfactorio cumplimiento de las obligaciones con el ambiente 
habrá una  probabilidad razonable de que el recurso no escasee en el porvenir. Las 
obligaciones no se limitan al tratamiento respetuoso y responsable del entorno natural; estas 
pasan además por un deber de aportar proporcionalmente al sostenimiento financiero del 
servicio, en la medida de las posibilidades económicas del obligado
176. 
 
La protección a personas en situación de precariedad, puede entenderse como una suerte de 
discriminación positiva, en virtud de la cual cuando fundadamente se demuestre que la 
persona no está en posibilidad de cubrir los gastos que genera su consumo vital de agua, 
tiene derecho a que el Estado asuma el costo del servicio, con cargo a un fondo constituido 
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para el efecto, y alimentado con contribuciones obtenidas por medio del pago del servicio 
de toda la sociedad. Dicho componente tiene sustento en el principio de solidaridad. Smets 
también propone el mandato de un suministro mínimo, que asegure el cubrimiento de, al 
menos, las necesidades más fundamentales del ser humano relacionadas con el líquido y 
que no puede ser objeto de corte en el suministro, ni siquiera en el evento de mora en el 
cumplimiento del deber de aporte económico. Ante dicho escenario, la sociedad a través del 
Estado está vinculada a auxiliar solidariamente cubriendo lo dejado de pagar
177. 
 
El papel que desempeña el poder público en la garantía del derec ho, según Smets, es de 
primer orden.  El Estado tiene el deber de intervenir, creando las condiciones para el 
apropiado funcionamiento del sistema hídrico, y de supervisar el desempeño del mismo, 
mediante la provisión de procedimientos y recursos efectivos, con inclusión de la potestad 
sancionatoria, independientemente de si el servicio está siendo prestado por el sector 
privado o el público. Asimismo, ha de  garantizarse la participación de la ciudadanía en la 
gestión  y  vigilancia  del  servicio,    como  una  f orma  de  promover  la  administración 
transparente  del  mismo.  Dicha  participación  incluye  la  posibilidad  de  incidir  en  las 
discusiones sobre el valor del servicio de agua, entre otros asuntos de interés general, 
mediante la discusión pública de la materia y d ebería avanzar desde la consulta  hacia la 
constitución de instancias decisorias. 
 
La prohibición de discriminación, es otro de los componentes del derecho al agua. Debe 
entenderse  como  proscripción  de  las  diferenciaciones  negativas  e  injustificadas,  sin 
perjuicio de la posibilidad de realizar discriminación positiva a favor de aquellos sujetos en 
condiciones de vulnerabilidad que no se encuentren en  capacidad de cubrir los gastos que 
demanda el suministro efectivo, como se viene de comentar, y en armonía  con el artículo 
2.2. Del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
178. Asimismo, 
los controles a las restricciones al aprovisionamiento, guardan relación estrecha con la 
garantía de suministro mínimo, aún en los eventos en que se inte rrumpe la satisfacción de 
los aportes que exige el sostenimiento económico de las redes de abast ecimiento  del 
líquido
179. 
 
3.5  Los principios de la democracia del agua 
 
Desde  el  movimiento  ambientalista,  Vandana  Shiva  propone  una  serie  de  principios 
normativos para la gestión democrática del agua, que corrijan la distorsión supuesta por la 
solución de mercado, que no toma en cuenta el carácter limitado de las existencias del 
líquido.  Dichos  principios  pueden  sintetizarse  de  la  siguiente  manera:    i)  mandato  de  
descontaminación de aguas afectadas por la actividad humana; ii) carácter ecosistémico y 
no artificial o tecnológico del agua; iii) esencialidad para la vida, pues sin ella la biosfera 
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no tendría continuidad;  iv) interconexión de la vida a través del agua, por medio del ciclo 
hidrológico;  v) gratuidad del suministro mínimo; vi) limitación del recurso y respeto por la 
capacidad hidrológica de carga;  vii) conservación dentro de contornos de sostenibilidad y 
equidad;  viii)  naturaleza común de la propiedad del agua, por su importancia para la vida 
y por ser invención humana; ix) prohibición de despilfarro,  pues no puede ser justificado 
desde la perspectiva de equilibrio ecosistémico; y x) ausencia de un sustituto posible para el 
agua
180. 
 
3.6. Exigibilidad jurídica de los derechos sociales 
 
El iluminismo, en tanto fuente habitualmente aceptada de los derechos humanos, se vio 
secundado por luchas sociales ocurridas alrededor del siglo XIX, en virtud de las cuales el 
Estado  liberal  se  vio  obligado  a  incorporar  derechos  prestacionales  en  las  cartas 
constitucionales.  Para  la  segunda  mitad  del  siglo  XX,  algunos  derechos  prestacionales 
empezaron a ser positivizados   con un relativo nivel de sofisticación, en un intento de 
conciliación entre liberalismo y socialismo, expresado en los Estados de bienestar
181.  En 
particular, el derecho de asociación tuvo un papel expansivo en la relativa consolidación de 
los derechos sociales, pues aunque se trata de una libertad de actuar, sin duda significó una 
herramienta para agentes políticos  -en especial los sindicatos- empeñados en la promoción 
de los derechos sociales. No obstante, a la par con dicha institucionalización internacional y 
progresiva se observa un fenómeno de tensión con el derecho objetivo relativo al lib re 
mercado, que al igual que la tirantez entre los componentes liberales y sociales de las 
constituciones nacionales, deja ver conatos de colisión entre ambas tendencias del derecho 
internacional. Siendo así, la tensión entre derechos sociales y liberaliza ción económica se 
evidencia al menos en dos niveles jurídicos: el constitucional y el internacional
182. Cómo 
una apuesta sugestiva para la materialización de los derechos sociales  y la construcción de 
una ciudadanía social, que además permita la igualación real de la exigibilidad de derechos 
liberales  y sociales,  se ha propuesto pensar en una “jurisdicci￳n social universal” que 
resuelva  graves  violaciones  a  los  derechos  sociales  con  el  mismo  nivel  de 
institucionalización que  otras formas de justicia internacional
183. 
 
La diferenciación más aceptada comúnmente entre derechos civiles y políticos y derechos 
sociales parte de la supuesta imposibilidad de hacer exigibles estos últimos, que los 
convertiría  en simples horizontes políticos que los Estados deberían seguir. Así,  bajo este 
enfoque los ciudadanos  no podrían exigir los derechos sociales en condiciones similares a   
los derechos derivados de la tradici￳n liberal, que responderían a la noci￳n “genuina” de 
derechos, los  de libertad negativa. Al parecer,  esta apreciación  estaría  reforzada por  el 
carácter programático que inicialmente se asignó a las constituciones, que luego evolucionó 
hacia la aceptación de su fuerza normativa directa
184. La discusión cobra mayor relevancia 
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al  introducir  el  debate  sobre  la  importancia  que  tendría  el  aseguramiento  de  unas 
condiciones de vida mínimas para la adecuada participación del ciudadano en la comunidad 
política,  -necesidad  apremiante  en  un  mundo  que  tiende  a  profundizar  cada  día  las 
desigualdades entre individuos y pueblos- y la provocadora evidencia sobre los importantes 
costos financieros que también representa la garantía de  los derechos de corte liberal
185. 
 
En la justificación de la exigibilidad de los derechos sociales juegan un papel primordial no 
sólo la pregunta sobre lo que es justo y eficiente en la distribución de bienes y la igualdad 
de recursos, campo del que se ocupa la justicia distributiva, sino también el tema de la 
promoción de las capacidades de la persona humana,  vale decir, las posibilidades de los 
seres  humanos para “ser y hacer”
186. La sumatoria de capacidades de una persona puede 
ser definida como “el conjunto de vectores de realización a su alcance”
187 permitiendo así 
determinar las oportunidades reales que tiene de hacer uso de las libertades y dar cuenta de 
una genuina oportunidad material de elegir,  -la libertad real de la que se goza-
188 o dicho 
de otra forma, de una verdadera y efectiva “libertad de bienestar”
189.  De hecho, el lenguaje 
de las capacidades precisa aún más aquello que pretende decir el discurso normativo de los 
derechos  e  intenta  responder  de  mejor  manera    a  las  cuestiones  sobre  las  vías  para 
garantizarlos,  pues  al  concentrarse  en  aquello  que  las  personas  pueden  ser  o  hacer, 
suministra una perspectiva mejor posicionada para enfrentar las desigualdades y revela de 
mejor manera que otros criterios (tales como los ingresos del individuo y su grupo familiar 
o el crecimiento económico de una sociedad)  el grado de bienestar de los ciudadanos
190. 
Para Arango, el asunto de las capacidades es cond ición material de los derechos sociales 
fundamentales, pues es el estado de las mismas el que activa los deberes a acciones fácticas 
positivas  del  Estado,  e  incluso,  las  capacidades  son  parámetro  general  de  justicia 
distributiva y tendrían un papel equivalente a la libertad fáctica de Alexy,  pues explicitan y 
permiten esbozar aquello que la persona puede o no ser o hacer
191. 
 
Existen muchos argumentos a favor y en contra de la exigibilidad de los derechos sociales. 
Entre los argumentos que se esgrimen   en contra de la exigibilidad se encuentran los 
siguientes: i) Los jueces no cuentan con la  idoneidad técnica para decidir asuntos que 
implican disposición del gasto público, como ocurre con los derechos sociales;  ii) la 
práctica judicial de protección d e los derechos sociales adolece de falta de legitimidad 
democrática, como quiera que los funcionarios de la administración de justicia no son 
elegidos popularmente: y iii) la tutela judicial de los derechos prestacionales puede implicar 
afectaciones al equilibrio fiscal y la estabilidad macroeconómica de una nación, lo que va 
en contravía del interés general.  
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Para el caso colombiano, se ha sostenido que la inestabilidad económica que generan los 
fallos  de  la  Corte  Constitucional  relacionados  con  derechos  sociales  es  una  forma  de 
activismo judicial  que genera detrimento en la distribuci￳n del ingreso, “al usar criterios 
de supuesta igualdad para  casos que requerían tratamientos diferenciales”
192. Las críticas 
se  han  enderezado  sobre  todo  contra  fallos  en  materia  de    derecho  a  la  vivienda  en 
condiciones  dignas  (créditos  hipotecarios)  y  derecho  al  trabajo  digno  (indexación  de 
salarios)  causando,  en  opinión  de  los  críticos,  inflación,  disminución  de  la  inversión  y 
pérdida de puestos de trabajo, así como obstáculos en la generación de empleo
193.  
 
Frente  al  primer  argumento,  puede  responderse  que  no  es  exigible  a  los  operadores 
judiciales el conocimiento integral de todas las disciplinas con las que se tocan los temas 
puestos  a  su  consideración  al  momento  de  adjud icar
194.  Si  ello  fuera  así,  un  juez 
administrativo no podría decidir sobre una controversia contractual por la construcción de 
una obra pública deteriorada, porque no es ingeniero, o un juez civil no podría resolver un 
caso sobre responsabilidad por error mé dico, dado que no conoce la medicina. En casos 
como estos  el poder judicial debe apoyarse en conceptos autorizados de peritos, que le 
provean elementos que le permitan un mejor resolver.  Además,   aceptar este argumento 
implicaría que los miembros del parlamento estarían inhabilitados para adoptar decisiones 
de orden económico, como quiera que no todos  ellos conocen  a profundidad de  la 
economía.  
 
Ahora bien, frente a la ausencia de legitimidad democrática de los jueces puede afirmarse 
que la protección  de los derechos sociales, en tanto cláusulas de la constitución que 
expresan el querer del  constituyente, constituye una práctica esencialmente democrática 
que no desborda las competencias de la rama judicial, ya que por el contrario es un 
ejercicio de control constitucional a otras ramas del poder, cuando fallan en la protección 
de los derechos consagrados en  la constitución, fin último y justificación del andamiaje 
jurídico y de la existencia del Estado mismo
195. En últimas, se trata de garantizar el sustrato 
material de la carta política, al tomarse los derechos sociales en serio. Ahora bien, la 
protección judicial de los derechos sociales no podría  ser arbitraria y está sujeta a las reglas 
generales de control de la actividad judicial, tales como el imp erio de la legalidad, el 
respeto por el precedente y la responsabilidad disciplinaria y penal del operador.  
 
Los argumentos a favor de la exigibilidad de los derechos sociales también tienen un origen 
variado. Arango, a pesar de que reconoce por lo menos  tres problemas de exigibilidad de 
los derechos sociales –uno cognoscitivo, uno metodológico y uno funcional- fundamenta  la 
posibilidad de exigirlos en su caracterización como derechos subjetivos, con los consabidos 
componentes de  i) una norma jurídica ii) un deber jurídico y iii) una facultad jurídica. En la 
                                                 
192 CLAVIJO Sergio. Fallos y fallas de la Corte Constitucional.  Ponencia presentada para el foro “Corte 
Constitucional y economía”. Bogotá: Universidad de los Andes. 2001, p. 1. 
193 Ibid.  
194 UPRIMNY Rodrigo. Legitimidad y conveniencia del control constitucional a la economía. En Un ejemplo, 
cinco tesis y una metáfora: notas para estimular un diálogo en Colombia entre economistas, y juristas sobre la 
relación entre la justicia constitu cional y la economía. [en línea].  [Consultado el 3 de julio de 2009 ]. 
Disponible  en.  http://bibliotecadigital.icesi.edu.co/biblioteca_digital/bitstream/item/417/1/cap1c-ruprimny-
legiti_convenien.pdf  
195 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-406 de 1992 M.P. Ciro Angarita Barón. 44 
 
misma dirección apunta  Borowski, al ponderar los derechos de prestación como derechos 
de principio, aunque les imputa un posible carácter restringible en eventos de colisión con 
derechos de libertad negativa
196. 
 
Así, buena parte de las teorizaciones sobre derechos sociales se han edificado sobre la 
pretendida   diferenciación entre estos y  los derechos civiles y políticos, de corte liberal.  
La dicotomía, se dice, radica fundamentalmente e n la naturaleza positiva y negativa de 
unos  y  otros;  mientras  que  para  los  liberales  se  predican  obligaciones  de  estirpe 
eminentemente  negativa  (abstenciones)  para  los  sociales  hay  deberes  positivos  que 
implican la necesidad jurídica de que el Estado adelante determinadas actuaciones e incurra 
en enormes costos que en la mayoría de los casos no está en capacidad de asumir.  
 
En el derecho internacional de los derechos humanos relativo a derechos prestacionales, los 
Estados tienen las obligaciones de adopció n inmediata de medidas, adecuación legal, 
provisión de recursos efectivos, garantía de niveles esenciales del derecho, progresividad  y 
no  regresividad, entre otros
197. Las preguntas en torno a la  justiciabilidad, por su parte, 
pasan  por  los  problemas  para  la  determinación  de  la  conducta  debida  por  parte  del 
obligado, la ausencia de mecanismos procesales adecuados para el amparo, tanto a nivel 
interno como a nivel internacional,  la autorrestricción del poder judicial frente a cuestiones 
políticas y técnicas y la tímida tradición de control judicial en la protección de derechos de 
contenido prestacional
198.  Ante esta situación, las estrategias de exigibilidad deben ser 
creativas y valerse de avances democráticos alcanzados alrededor de otros derechos.  Estas 
pueden dividirse en exigibilidad directa, cuando la forma de una obligación estatal permite 
invocar de manera inmediata el derecho, pues su contenido y alcance está claramente 
determinado, e invocación indirecta, cuando quiera que es preciso recurrir a un de recho 
distinto del que se pretende proteger para obtener el amparo
199. Cuando nos encontramos 
frente al primer caso, es decir en un evento de exigibilidad directa,  pueden distinguirse dos 
pasos a seguir: i) la declaración de la omisión estatal que constit uye la violación y ii) 
emplazamiento  al  Estado  para  que  emprenda  la  actuación  fáctica  que  debe  para  la 
satisfacción del derecho.  
 
La exigibilidad indirecta, por su parte, puede acudir a varias estrategias, siendo algunas de 
ellas i) el principio de igualdad y no discriminación, en el que desde luego se parte de una 
concepción material de dicho principio
,200 vale decir, trato igual para situaciones iguales y 
desigual para situaciones desiguales; ii) el debido proceso  y el amparo de las garantías 
procesales; iii) la “traducci￳n” de la violaci￳n de un derecho social en clave de derecho 
civil y/o político
;201iv) la apreciación de las condiciones (efectivas de goce de derechos) de 
tipo socio-económico para el genuino ejercicio de los derechos civiles y políticos; v) la 
protección de los derechos sociales a través de la conexidad con otros derechos sociales que 
ya tienen  un camino recorrido en su protecci￳n; (tutela de derechos sociales “débiles” 
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apoyada en derechos sociales “fuertes”); vi) la limitaci￳n de derechos civiles y políticos 
justificada en la protección de derechos sociales: y vii)  la solicitud de información en 
materia de derechos sociales. Este último aspecto,  antes que una estrategia de exigibilidad 
completa, constituiría un primer paso para su construcción,  en atención especial al carácter 
prestacional de los derechos sociales, que en muchos casos demanda la puesta en marcha de 
complejas decisiones político-administrativas.  
 
A pesar de su aparente aceptación generalizada, tal diferenciación ha sido objeto de una 
reevaluación paulatina, ante la constatación empírica de que las obligaciones positivas y 
negativas  pueden  estar  presentes  en  ambas  clases  de  derechos
202.  En  ese  orden,  por 
ejemplo, la garantía del derecho a la libertad individual, supone la exi stencia de todo un 
andamiaje institucional que genere las condiciones propicias al goce efectivo del derecho, 
como cuerpos policiales, sistemas de defensoría pública  e instituciones de administración 
de justicia que protejan ese bien jurídico. La creación  y funcionamiento de estos diseños 
institucionales sin duda, son  económicamente muy costosos. Bajo la misma lógica, en el 
ejercicio del derecho al voto el Estado debe asegurar el mantenimiento de las instituciones 
electorales, financiar las jornadas de vo tación y sufragar los gastos que le competen en 
materia de campañas políticas, para que los ciudadanos que quieran postularse a cargos 
públicos de elección lo puedan hacer. Por otra parte, frente a los derechos sociales el Estado 
tendría el deber jurídico  de abstenerse de desmejorar las condiciones que se han logrado, 
(en virtud del principio de no regresividad) como por ejemplo, cuando decide desmontar un 
servicio  médico  asistencial,  obtenido  por  sus  trabajadores  en  virtud  de  acuerdo 
convencional o cuando  operativos militares de agentes suyos  dañan un acueducto que 
garantiza el acceso al agua potable de una población. 
 
Así  las  cosas,  tanto  derechos  sociales,  como  derechos  civiles  y  políticos  tienen  un 
contenido significativo de obligaciones positivas y negativas. Es posible establecer –aunque 
no interesa demostrarlo estrictamente en esta tesis- que los derechos civiles y políticos en 
determinados eventos pueden llegar a ser tan costosos como los derechos sociales
203. Por 
consiguiente, la diferencia entre derechos civiles y políticos con los derechos económicos, 
sociales y culturales es: 
 
“[una] diferencia de grado, más que diferencias sustanciales
204. Puede reconocerse que la 
faceta más visible de los derechos económicos, sociales y culturales son las obligaciones 
de hacer, y es por ello que a veces se les denomina derechos prestación.  Sin embargo, no 
resulta difícil descubrir cuando se observa la estructura de estos derechos la existencia 
concomitante  de  las  obligaciones  de  no  hacer:  El  derecho  a  la  salud  conlleva    la 
obligación estatal de no dañar la salud; el derecho a la educación supone la obligación de 
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no  empeorar  la  educación;  el  derecho  a  la  preservación  de  un  medio  ambiente  sano 
implica la obligación de no destruir el medio ambiente. […] ”
205 
 
 
Por lo anterior, existe una presunción fuerte a favor de la afirmación según la cual  dejaría  
de  tener  relevancia  la  diferenciación  entre  las  categorías  de  derechos    asentada 
primordialmente  en la fórmula positividad-negatividad de las obligaciones, pues ambas 
tendrían por contenido, aunque a distintos niveles, el mandato de actuar  y el mandato de 
abstenerse. El criterio entonces sería el grado de relevancia que tiene para la definición el 
componente de obligaciones negativas. Por ello: 
 
“los derechos económicos sociales y culturales también pueden ser caracterizados como 
un complejo de obligaciones positivas y negativas por parte del Estado, aunque en este 
caso  las  obligaciones  positivas  revistan  una  importancia  simbólica  mayor  para 
identificarlos.[…] para los derechos sociales, en cambio, la prestación estatal representa 
verdaderamente la sustancia, el núcleo, el contenido esencial del derecho; en casos como 
el derecho a la asistencia humanitaria o a la educación gratuitas, la intervención estatal 
tiene lugar todas y cada una de las veces que el derecho es ejercitado; la inexistencia de 
prestación estatal supone automáticamente la denegación del derecho”
206. 
 
La distinción de derechos por categorías, respondería entonces a un propósito clasificatorio 
signado por razones históricas que en todo caso no logra escindir el vínculo de relativa 
materialidad común entre los mismos. Tanto en los derechos liberales como en los sociales 
hay una amalgama de deberes positivos y negativos, que se inclinará a uno u otro lado  para 
efectos  de  caracterización.  Así,  en  ningún  caso  ello  puede  constituirse  en  un 
desconocimiento de la entidad amplia y compleja que poseen los derechos, con inclusión, 
como se ha dicho,  de obligaciones tanto de hacer como de abstenerse. Esta comprobación 
juega  a  favor  de  la  justiciabilidad  de  los  derechos  sociales,  pues  el  argumento  de  la 
onerosidad, que ocupa un papel importante en la denegación de aquella, pierde respaldo 
sustantivamente, no obstante el papel de los principios de progresividad y no regresividad. 
Es así como el comité del PIDESC ha sostenido que: 
 
 “En lo relativo a los derechos civiles y políticos, generalmente se da por supuesto que es 
fundamental la existencia de recursos judiciales frente a las violaciones de esos derechos. 
Lamentablemente,  en  lo  relativo  a  los  derechos  económicos,  sociales  y  culturales,  con 
demasiada frecuencia se parte del supuesto contrario. Esta discrepancia no está justificada 
ni por la naturaleza de los derechos ni por las disposiciones pertinentes del Pacto. El 
Comité ya ha aclarado que considera que muchas de las disposiciones del Pacto pueden 
aplicarse inmediatamente. Así, en la Observación general Nº 3 (1990) se citaban, a título 
de ejemplo, los siguientes artículos del Pacto: el artículo 3, el inciso i) del apartado a) del 
artículo 7, el artículo 8, el párrafo 3 del artículo 10, el apartado a) del párrafo 2 y del 
artículo 13, los párrafos 3 y 4 del artículo 13 y el párrafo 3 del artículo 15. A este respecto, 
es importante distinguir entre justiciabilidad (que se refiere a las cuestiones que pueden o 
deben  resolver  los  tribunales)  y  las  normas  de  aplicación  inmediata  (que  permiten  su 
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aplicación por los tribunales sin más disquisiciones). Aunque sea necesario tener en cuenta 
el planteamiento general de cada uno de los sistemas jurídicos, no hay ningún derecho 
reconocido en el Pacto que no se pueda considerar que posee en la gran mayoría de los 
sistemas algunas dimensiones significativas, por lo menos, de justiciabilidad. A veces se ha 
sugerido que las cuestiones que suponen una asignación de recursos deben remitirse a las 
autoridades políticas y no a los tribunales. Aunque haya que respetar las competencias 
respectivas  de  los  diversos  poderes,  es  conveniente  reconocer  que  los  tribunales  ya 
intervienen  generalmente  en  una  gama  considerable  de  cuestiones  que  tienen 
consecuencias importantes para los recursos disponibles. La adopción de una clasificación 
rígida de los derechos económicos, sociales y culturales que los sitúe, por definición, fuera 
del ámbito de los tribunales sería, por lo tanto, arbitraria e incompatible con el principio 
de  que  los  dos  grupos  de  derechos  son  indivisibles  e  interdependientes.  También  se 
reduciría drásticamente la capacidad de los tribunales para proteger los derechos de los 
grupos más vulnerables y desfavorecidos de la sociedad”
207. 
 
La  propuesta  de  niveles  de  obligaciones,  supone  una  aproximación  más  adecuada  a  la 
conceptualización  de  la  exigibilidad  de  los  derechos  sociales.  Habría  entonces  cuatro 
niveles  de  obligaciones:  i)  obligación  de  respeto;  ii)  obligación    de  protección;  iii) 
obligación de garantía: y iv) obligación de promoción.  A su vez, ellas han sido recogidas 
en alguna medida por  el  derecho internacional  de los  derechos  humanos incluyendo  al 
derecho al agua, y resulta complejo tratar de entenderlas desde la dicotomía liberal-social, 
por los problemas que ofrece y que someramente se mencionaron.  Dicho esquema tendría 
la pretensión de ser aplicable a toda clase de derechos
208. 
 
Por otra parte, la posibilidad de reclamación del d erecho social es un presupuesto de su 
cumplimiento, es decir, no solamente basta con que la prerrogativa tenga vigencia; se 
necesita además que exista un poder jurídico de reclamo en el titular del derecho, en caso 
de incumplimiento del deber, aún cuando t al incumplimiento no acaezca
209. La decisión 
judicial  que  ordena  la  protección  de  un  derecho  social,  así  no  tenga  posibilidades 
presupuestales  de  ser  cumplida, por sí  sola  representa  un  importante  avance  para  la 
exigibilidad de los derechos, como quiera que  realiza  un llamado al legislador y a la 
administración para que los incluya en la agenda pública. Es una forma de incidencia 
judicial sobre las políticas públicas que de alguna manera reconocería el papel de las demás 
ramas del poder en la configuración del contenido de los derechos prestacionales.  Siendo 
así,  no  es  recomendable entonces  negar la posibilidad  de  reclamar jurídicamente  los 
derechos sociales. Por ello el Comité ha sostenido que:  
 
“Los  Estados  Partes  que  pretendan  justificar  el  hecho  de  no  ofrecer  ningún  recurso 
jurídico interno frente a las violaciones de los derechos económicos, sociales y culturales 
tendrán que demostrar o bien que esos recursos no son "medios apropiados" según los 
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términos del párrafo 1 del artículo 2 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales  y  Culturales,  o  bien  que,  a  la  vista  de  los  demás  medios  utilizados,  son 
innecesarios. Esto será difícil demostrarlo, y el Comité entiende que, en muchos casos, los 
demás medios utilizados puedan resultar ineficaces si no se refuerzan o complementan con 
recursos judiciales”
210. 
 
El problema de la exigibilidad plantea preguntas sobre la reclamación del derecho  frente a 
agentes no estatales, pues tradicionalmente la estructura de los derechos humanos se ha 
erigido sobre la titularidad del Estado respecto de las obligaciones en dicha materia. No 
obstante, en punto de derechos sociales asciende progresivamente una  discusión  sobre el 
papel que desempeñan actores no estatales en la vigencia de los derechos sociales, bien sea 
en  términos  de  promoción  o  de  obstaculización.  Tal  es  el  caso  de  las  empresas 
transnacionales, (ETN) que  pueden ser responsables, cuando no obligadas, en materia de 
derechos  sociales.  Sobre  dicha  reflexión,  vale  la  pena  traer  a  colación  las  siguientes 
conclusiones, que permiten ilustrar de manera breve algunas  de las líneas por la que se ha 
orientado la polémica en torno a los posibles vínculos jurídicos entre derechos sociales y 
empresas transnacionales: i) existe un vacío normativo sobre la responsabilidad de las ETN;  
ii) Dado el poderío que han adquirido, en muchos lugares  las ETN fungen como Estado e 
incluso tienen más poder que el mismo Estado; iii) Las élites políticas que dominan el 
Estado, defienden con más frecuencia los intereses de las ETN cuando están en pugna con 
la ciudadanía: y iv)  Las ETN pueden llegar a ser responsabilizadas por violaciones a los 
derechos  sociales
211.  A ello habría que agregar que el Estado suele subvencionar por 
diversas vías bastante sutiles las actividades e  intereses de dichas empresas, aunque se 
niega  a  subvencionar  a  quienes  no  tienen  propiedad  arguyendo  neutralidad  frente  al 
funcionamiento supuestamente libre del mercado. 
 
La exigibilidad de los derechos sociales en tanto derechos subjetivos no es un pres upuesto 
de su existencia; por el contrario, la existencia de un derecho es necesaria para hablar de 
exigibilidad
212. Su justiciabilidad es susceptible de ser fundamentada mediante una noción 
de derechos subjetivos bien lograda y su contenido se puede determinar correctamente con 
fundamento en el principio constitucional de igualdad, en conexidad con otros derechos 
fundamentales
213. 
 
La exigibilidad judicial de los derechos sociales debe preguntarse por la relación entre 
derechos y mercado, que puede verse bajo dos perspectivas, la ideal y la real. Bajo la ideal, 
la igualdad y la libertad están garantizadas por un Estado mínimo que sólo tiene por 
función asegurar el correcto funcionamiento del flujo de mercancías, siendo este último una 
interacción que opera de manera natural y perfecta, como un “proceso de intercambio sin 
fricciones”
214.  Esta  concepción  se  enfrenta  con  la  constatación  de  que  los  agentes  que 
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intervienen en el mercado en realidad no son tan libres, pues de manera directa o indirecta 
el  Estado  termina  interviniendo  a  favor  de  alguno(s)  de  ellos  y  las  diferencias  de  las 
personas  que  toman  parteen  el  mismo  -que  no  es  un  resultado  natural  sino    una 
construcción social institucional donde intervienen voluntades humanas, vale decir, agentes 
dotados de intencionalidad-
215 en la medida en que no son homogéneas . Esto desafía la 
supuesta  relación  armónica  entre  derechos  y  mercado  y  demandan,  justamente,  el 
aseguramiento de la igualdad fáctica .  Por ende, la titularidad de los derecho s vale en 
función de los costos de transacción de su ejercicio y aquella no puede ser considerada sin 
tomar en cuenta tales costos, vinculados como están a la realidad económica
216. 
 
Para Arango, es perfectamente defendible que los jueces constitucionale s pueden conocer 
del reconocimiento y amparo de los derechos sociales con el mismo nivel de objetividad y 
racionalidad con el que pueden hacerlo con los derechos de libertad, aun cuando los 
métodos de determinación de las violaciones puedan variar
217.  En el fondo, este argumento 
se sustenta en la constatación de que los titulares del derecho de propiedad sobre los medios 
de producción son subvencionados por el Estado mediante el costoso aseguramiento de las 
condiciones de libre flujo del mercado (institucion es de seguridad, administración de 
justicia de derecho privado, tutela penal, protección de la propiedad intelectual etc.) y por 
ende, los desposeídos también deberían ser subvencionados para asegurarles condiciones 
mínimas de subsistencia
218. Los derechos sociales, por consiguiente, serían la mejor forma 
institucional de dise￱o de  dicha “subvenci￳n”. 
 
Mas que detenerse en el  argumento según el  cual  los  derechos  económicos,  sociales  y 
culturales  no  son  justiciables,  o  en  la  constatación  de  que  dicha  categoría  encuentra 
obstáculos para su exigibilidad judicial, puede afirmarse más bien que todos los derechos 
de  contenido  prestacional  ofrecen  por  lo  menos  alguna  característica  que  les  permite 
afianzar el camino hacia su exigibilidad
219. 
 
3.7. Prohibición de regresividad y mandato de progresividad de los derechos 
económicos, sociales y culturales 
 
De la prohibición de no regresividad como del mandato de progresividad dan cuenta tanto 
el  Pacto  Internacional  de  Derechos  Económicos,  Sociales  y  Culturales,  en  el  sistema 
universal de protección,  como el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre 
Derechos  Humanos  en  materia  de  Derechos  Económicos,  Sociales  y  Culturales,  en  el 
sistema interamericano. La  prohibición de regresividad puede ser entendida al menos en 
dos dimensiones: frente a los resultados de una política pública (o relativa a regresividad de 
resultados)  y frente  a la extensión  de derechos  reconocidos  jurídicamente (regresividad 
normativa)
220.  La  diferencia  fundamental  entre  las  dos  modalidades  consi ste  en  que 
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mientras  la  primera  se  determina  por  indicadores  empíricos,  la  segunda  es  detectable 
mediante  contraste  normativo.  Los  indicadores  juegan  un  papel  muy  importante  en  la 
medición  de  la  no  regresividad  y  se  pueden  clasificar  en  indicadores  de  proceso, 
estructurales y de evolución,
221 aplicables principalmente a la medición de resultados, pues 
la  regresividad  normativa  se  interpreta  a  través  del  estado  de  desarrollo  legal  y 
constitucional de un ordenamiento jurídico en relación con los derechos sociale s. Los 
indicadores en materia de derechos sociales deben tener una clara dimensión normativa, 
sensibilidad interdisciplinaria y a las intervenciones políticas efectivas, comparabilidad, 
enfoque diferencial regional y validación estadística
222. 
 
Por  medidas  r egresivas  se  entienden  “todas  aquellas  disposiciones  o  políticas  cuya 
aplicación  signifique  un  retroceso  en  el  nivel  del  goce  o  ejercicio  de  un  derecho 
protegido”
223. De nuevo, en dicha noción se incluyen dimensiones de apreciación tanto 
fáctica  como  normativa,  siendo  esta  última  bastante  familiar  a  la  cultura  jurídica  de 
América Latina. En el caso de la apreciación fáctica, suele ser más difícil para los jueces de 
la región ponderar datos sobre el avance o el retroceso de las políticas públicas, entre otros 
aspectos, por las dificultades probatorias que ello ofrece, y aún si estas últimas pudieran 
resolverse acudiendo a experticia externa, la solución a adjudicar por parte del operador 
judicial sigue padeciendo de un alto grado de indeterminación, pues no suele estar muy 
clara  en  la  norma  que  se  aplica,  dado  el  alto  grado  de  generalidad  de  los  enunciados 
normativos contentivos de derechos sociales
224. 
 
La noción de progresividad asume que el cumplimiento de los derechos prestación precisa 
de gradualidad, pero en consonancia con la claridad de las obligaciones que en la materia 
tienen  los  Estados  parte,  que  en  todo  caso  deben  apuntar  hacia  el  progreso  en  la 
materialización de los derechos
225. Vale la pena anotar que el P acto  Internacional de 
Derechos  Económicos,  Sociales  y  Culturales  impone  obligaciones  de  cumplimiento 
inmediato, como la garantía de ejercicio de los derechos sin discriminación y la adopción 
de medidas, ejercibles “dentro de un plazo razonablemente breve”, que en todo caso no se 
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agotan    en  las  medidas  legislativas,  necesarias  pero  insuficientes  por  sí  solas
226.  La 
progresividad ha sido cualificada bajo la noci￳n de “progresiva efectividad”, en funci￳n del 
objeto del Pacto, que si bien reconoce las limitaciones que impone el “mundo real” a la 
garantía  de  los  derechos  sociales,  no  deja  de  lado  la  claridad  de  las  obligaciones  que 
vinculan a los Estados y la necesidad de cumplir los derechos sociales en niveles mínimos 
esenciales, pues “si el Pacto se ha de interpretar de tal manera que no establezca una 
obligación mínima, carecería en gran medida de su razón de ser”
227. La obligación de 
adoptar  medidas  vincula  a  los  Estados  hasta  el  nivel  máximo  de  recursos  de  los  que 
disponga, demostrando que ha direccionado todos sus esfuerzos para satisfacer de manera 
prioritaria los derechos sociales
228. 
 
Quizás la disposición que mejor refleja la progresividad como esfuerzo en el cumplimiento 
es la garantía de un nivel de vida adecuado, prevista en el artículo 11.1 del Pacto, y del que 
a su vez se desprende el derecho al agua potable, no explícitamente incorporado en dicho 
instrumento internacional. De la obligación de progresividad se desprende el deber de no 
regresividad  como  expresión  de  la  obligación  mínima  asumida  por  el  Estado  a  este 
respecto,  cuyo sentido consiste en “la prohibición de adoptar políticas y medidas, y por 
ende, de sancionar normas jurídicas, que empeoren la situación de derechos económicos, 
sociales y culturales de los que gozaba la población al momento de adoptado el tratado 
internacional  respectivo,  o  bien  en  cada  mejora  progresiva”
229.  Ahora  bien,  por  regla 
general la prohibición de no regresividad no es absoluta, de manera que su inobservancia 
debe  justificarse  razonada  y  plenamente,  “por  referencia  a  la  totalidad  de  los  derechos 
previstos  en  el  Pacto  y  en  el  contexto  del  aprovechamiento  pleno  del  máximo  de  los 
recursos de que se dispone”
230. La prohibición absoluta de regresividad sólo se observa en 
materia de niveles esenciales de los derechos a la salud  y al agua
231. 
 
La obligación de no re gresividad representa una limitación  de derecho internacional o 
constitucional, de índole sustantiva,  para las actuaciones de los Estados en materia de 
derechos  prestación,    fundada  en  los  principios  de  seguridad  jurídica,  razonabilidad 
normativa, protección de la confianza y la cláusula de Estado social (igualdad material)
232. 
Cuando se constata el carácter regresivo de una norma frente a los derechos sociales, ello 
trae  consigo  la  presunción  de  ilegitimidad  de  la  medida,  cuya  conveniencia  debe 
demostrarse, trasladando la carga de la prueba al Estado e imponiendo un control judicial 
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de razonabilidad severo o “escrutinio estricto”, de manera que, en caso de duda, hay una 
presunción fuerte en contra de la validez de la norma regresiva
233. 
 
Capítulo 4. Consagración jurídica del derecho al agua  
 
El  acceso  al  agua  como  prerrogativa  de  la  persona  humana  ha  sido  objeto  de  una 
ascendente positivización a distintos niveles, bajo el enfoque de los derechos económicos, 
sociales y culturales, principalmente en las distintas vertientes del derecho internacional y 
en los ordenamientos constitucionales. Frente al primero, su presencia es progresiva  en el 
derecho  internacional  de  los  derechos  humanos,  principalmente,  aunque  también,  en 
algunos aspectos,  en el derecho internacional humanitario y en el derecho internacional del 
medio ambiente
234. En cuanto a los segundos, es evidente la paulatina inclusión a nivel de 
los estatutos superiores de varios países latinoamericanos. De manera tendencial, ha sido 
tratado como un der echo de fuerte contenido prestacional.    Esto quiere decir que  su 
positivización se ubica en el campo de los derechos  sociales, como se desprende de su 
fundamentación  en  derecho  a  un  nivel  de  vida  adecuado,  contenido  en  el  Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.  
 
4.1. Consagración en el Derecho Internacional de Derechos Humanos 
 
El  derecho  internacional  de  los  derechos  humanos  se  ha  ocupado  progresivamente  del 
derecho al agua potable; sin embargo, lo sorprendente es que lo haya hecho hasta hace tan 
poco tiempo, si se tiene en cuenta la importancia que la garantía en el acceso al recurso 
tiene para la vida humana en condiciones dignas
235. De cualquier forma, ha sido incluido en 
algunos instrumentos internacionales de manera implícita   o explícita, lo que permitiría 
hablar de una contribución a la formación de un corpus jurídico sobre el derecho  de la 
persona humana al agua potable en el derecho internacional.  
 
El  acceso al agua potable  se menciona en la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, en el artículo 14, que estipula el deber estatal de 
adoptar medidas para garantizar el abastecimiento de agua para la mujer que habite en 
zonas rurales, como parte del derecho a gozar de un nivel de vida adecuado
236.  Sin duda, 
esta variante del derecho al agua representa una acción afirmativa a favor de un titular que 
presenta dos condiciones concomitantes (mujer y campesina) que tienden a dificultar el 
goce efectivo de los derechos.  En el mismo sentido, la Convención sobre los Derechos del 
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Niño  en  su  artículo  24  expone  que  los  Estados  deben  combatir  las  enfermedades  y  la 
desnutrición mediante “el suministro de alimentos nutritivos adecuados y agua potable 
salubre”  como parte del derecho que asiste al menor de disfrutar del más alto nivel posible 
de salud
237. Por su parte, el Protocolo a la Carta Africana de Derechos Humanos y de los 
Pueblos  relativo a los Derechos de la Mujer de 2003, como parte del reconocimiento del 
derecho a la seguridad alimentaria,  en el artículo 15.A plasma  un deber estatal de adoptar 
medidas para garantizar el acceso de la mujer al agua potable y el Convenio Africano para 
la Conservación de la Naturaleza y los Recursos Naturales  compromete a los Estados  para 
“garantizar  a  sus  habitantes  un  aprovisionamiento    suficiente  de  agua  apropiada, 
adoptando al efecto las medidas oportunas” (art. 8.2). La Carta Africana de los Derechos y 
el Bienestar del Ni￱o de 1990, sostiene que “todo ni￱o tiene derecho a gozar del mejor 
estado de salud física, mental y espiritual posible. Los Estados parte en la presente carta se 
comprometen  a  esforzarse  para  lograr  el  pleno  ejercicio  de  ese  derecho  adoptando,  en 
particular, las medidas necesarias para (c) garantizar el acceso al agua potable” (Art. 14). 
 
El  Informe  sobre  la  relación  entre  el  disfrute  de  los  derechos  económicos,  sociales  y 
culturales y la promoción del ejercicio del derecho a disponer de agua potable y servicios 
de  saneamiento
238  reafirma la indivisibilidad e interde pendencia de todos los derechos 
humanos, la fundamentalidad de los principios de igualdad humana, dignidad y justicia 
social  y el derecho de toda persona humana al agua potable y al saneamiento como  parte 
integrante del derecho internacional. Del mismo modo,   reconoce el carácter obstructivo 
que tiene la insuficiente garantía de este derecho para el conjunto de derechos económicos, 
sociales y culturales
239. La Declaración de la Conferencia del Mar del Plata de Naciones 
Unidas sobre el agua   hizo un llamado a los Estados para que efectúen evaluaciones 
nacionales de sus recursos hídricos y con fundamento en ello, desarrollen planes de acción 
y políticas públicas relativas a la demanda del líquido de sus poblaciones, incluyendo el 
derecho a disponer de agua potable de calidad y cantidad suficiente para la satisfacción de 
necesidades  básicas,  previsto  expresamente  en  el  Plan  de  Acción  surgido  de  la 
conferencia
240. 
 
4.1.1. La Observación General No. 15 sobre el derecho al agua potable del Comité de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales   
 
El  referente normativo más importante del derecho al agua en el  derecho internacional lo 
constituye la Observación General No. 15 del Comité del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos,  Sociales  y  Culturales
241.  En  interpretación  de  este  instrumento,  
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particularmente de  los artículos 11 y 12,
242 el Comité ha sostenido que el derecho al agua 
es “el  derecho de todos a disponer  de agua suficiente, salubre, aceptable, accesible y 
asequible  para  el  uso  personal  y  doméstico”
243.  En  esta  construcción  conceptual,  el 
derecho al agua es ubicado al nivel de las garantías necesarias para que cobre vigencia el 
derecho a un nivel de vida adecuado, además de ser condición previa para la realización de 
otros derechos humanos, pues en el decir del Comité, el acceso al recurso hídrico es un 
derecho  que  se  encuentra  íntimamente  relacionado  con  los  derechos  al  más  alto  nivel 
posible de salud, a la vivienda, alimentación adecuada y la vida en condiciones dignas
244. 
Adicionalmente, el Comité consideró que el suministro suficiente de recursos hídricos 
puede  llegar a  ser una  condición  fáctica  necesaria  para  el  cumplimiento  de  diversas 
obligaciones consagradas en el Pacto, en particular si se trata de combatir el hamb re y las 
enfermedades. 
 
La Observación parte de la necesidad del acceso al agua para que otros derechos cobren 
vigencia. Así ocurre, según  el  Comité, con los derechos a la alimentación adecuada, la 
salud, el trabajo y la cultura, entre otros
245.  Frente al primero, es preciso asegurar riego con 
destino a actividades agrícolas  y de productividad alimentaria, a efectos de impulsar 
condiciones que permitan a los individuos  y  a los  pueblos proveerse una nutrición 
apropiada. En ello se tendrá especial atención  frente a los productores pobres, de manera 
particular si son mujeres
246. En el derecho a la salud, se hace énfasis en la obligación del 
Estado de que las fuentes de agua se encuentren a salvo de agentes patógenos y sustancias 
que puedan influir de manera perjudicial en la salud humana
247.  
 
Una de las principales apuestas del Comité por la interpretación del derecho al agua  como 
derecho  social,  es  justamente  la  consideraci￳n  del  agua  como  un  bien  social  “y  no 
                                                                                                                                                     
En dicha observación también se incorporan recomendaciones relevantes para el derecho humanitario, al 
sostener que la asistencia internacional en lo referente al suministro del agua debe prestarse “de manera 
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apropiada”. 
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adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de existencia. Los Estados Partes tomarán medidas 
apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho, reconociendo a este efecto la importancia esencial 
de la cooperación internacional fundada en el libre consentimiento”. […]Artículo 12. 1. “Los Estados Partes 
en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud 
física y mental. 2. Entre las medidas que deberán adoptar los Estados Partes en el Pacto a fin de asegurar la 
plena efectividad de este derecho, figurarán las necesarias para: a) La reducción de la mortinatalidad y de 
la mortalidad infantil, y el sano desarrollo de los niños; b) El mejoramiento en todos sus aspectos de la 
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fundamentalmente  como  un  bien  económico
248”.  En  esa  dirección  apunta  también  el 
concepto de adecuación del derecho con la dignidad, la vida y la salud humanas, que será 
de interpretación amplia. Se incorpora además en la visión del Comité la consideración de 
los derechos de las futuras generaciones, articulado con el aprovechamiento sustentable del  
fluido
249. Esta alusión introduce, aunque no resuelve, el  debate sobre la mercantilización 
del agua, vale decir, si el recurso puede ser objeto de transacción en el mercado –evento en 
el  cual  su  dominio  podría  trasladarse  de  manera  libre-  o  si  debe  ser  considerado  bien 
público o de interés común, supuesto bajo el cual los cobros que se efectúen por el servicio 
serán por el traslado del recurso y no por la compra del mismo. 
 
La obligación general de no discriminación e igualdad, contenida en el Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, irradia sus efectos sobre el derecho al agua  
en la misma forma en que lo hace sobre los demás derechos contenidos en el instrumento. 
Por ello, es  imperativo corregir las diferenciaciones que no se encuentren justificadas, 
como la distribución inadecuada del acceso al líquido, en función de factores como raza, 
género, etnia y  estatus socioeconómico, entre otros.  A pesar de que la titularidad del 
derecho al agua se predica de todos los sujetos humanos, debe proveerse especial atención a 
sectores históricamente discriminados en el ejercicio de los derechos sociales, como los 
menores,  los solicitantes de asilo, los pueblos indígenas
250, los trabajadores migrantes, los 
desplazados, los refugiados y las personas privadas de la libertad
251. 
 
El fundamento jurídico de la inclusión del derecho al agua como integrante del corpus del 
Pacto se deriva de una interpretación amplia del derecho a un nivel de vida adecuado, que 
contiene “incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados’. Así, se  entiende que la 
observación sugiere que el listado de derechos no es exhaustivo, siendo viable incluir la 
prerrogativa  en  cuestión  por  ser  “una  de  las  condiciones  fundamentales  para  la 
supervivencia”.  Por  ende,  en  la  asignaci￳n  del  líquido  se  debe  privilegiar  la  provisi￳n 
necesaria para uso personales y doméstico (por encima, por ejemplo, del abastecimiento de 
agua  para  prácticas  culturales)  así  como  la  priorización  de  los  recursos  hídricos  para 
combatir el hambre y las enfermedades
252. Asociado a lo anterior, los Estados parte del 
Pacto deben adoptar medidas para evitar las amenazas que implica para la salud el agua 
“insalubre y contaminada por sustancias tóxicas”, por lo que deben asegurar el resguardo 
de  las  fuentes  de  agua  de  elementos  nocivos,  así  como  el  combate  de  los  vectores  de 
enfermedades en los ecosistemas acuáticos que “puedan plantear un riesgo para el hábitat 
humano”
253. 
 
                                                 
248 En el sistema de comercio mundial, particularmente en el marco de la OMC y el NAFTA, el agua es 
considerada como un bien comerciable, susceptible de ser transado en los mercados bursátiles. Ver MOLINA 
HIGUERA,  Angélica.  El Derecho Humano al Agua. Serie estudios especiales DESC. [en línea]. Disponible 
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Para el Comité, el contenido normativo del derecho al agua potable está atravesado por la 
existencia de libertades y derechos y ha de ser adecuado a la vida, la salud y la dignidad 
humanas
254. Comprende al menos los siguientes elementos: 
 
i)  Disponibilidad,  implica  un  abastecimiento  “continuo  y  suficiente  para  los  usos 
personales  y  domésticos”  conforme  a  las  directrices  de  la  Organizaci￳n  Mundial  de  la 
Salud, aunque con la posibilidad de plasmar enfoques diferenciales basados en aspectos 
como las condiciones de trabajo, el clima e incluso la cultura. 
 
ii) Calidad relativa a la salubridad del líquido, libre de agentes que puedan resultar nocivos 
para la salud de las personas, además de  la coloración y sabor, que deben ser aceptables. 
 
iii) Accesibilidad, que se comprende en “cuatro dimensiones superpuestas”: accesibilidad 
física, que se refiere al alcance físico de todos los sectores de la población, incluyendo 
hogares, entidades educativas e instalaciones laborales, sin que implique en ningún caso 
riesgos para la seguridad personal; accesibilidad económica,
255 alusiva a los cargos directos 
y costos del suministro, que deben ser asequibles y no pueden implicar la disminución  del 
goce de otros derechos (por ejemplo el derecho a la alimentación);  no discriminación, por 
cualquier motivo de los previstos  en los derechos humanos y acceso a la información, que 
se compone de los derechos a obtener y diseminar informaci￳n “sobre las cuestiones del 
agua”. 
 
No obstante la consabida progresividad de los derechos sociales, por el carácter limitado de 
los  recursos  económicos  para  su  implementación,  existen  mandatos  de  exigibilidad 
inmediata  con  efectos  sobre  el  derecho  al  agua,  como  las  obligaciones    de  no 
discriminación  y  de  adoptar  medidas  y  el  deber  de  abstenerse  de  tomar  decisiones 
regresivas no justificadas en relación con la vigencia del derecho al agua.  Asimismo, el 
derecho  se  encuentra  inmerso  en  el  marco  de  las  obligaciones  generales  de  derechos 
humanos: la obligación de proteger, la obligación de respetar y la obligación de cumplir.   
 
La obligación de proteger alude al amparo frente a las actuaciones de terceros, es decir 
particulares  que  puedan  menguar  el  goce  efectivo  del  derecho  al  agua,  mediante  las 
medidas  administrativas  o  legislativas  pertinentes,  a  efectos  de  obtener  un  sistema 
normativo de protección eficaz con posibilidades de participación y medidas de sanción en 
caso de incumplimiento
256. Este deber incluye la vigilancia de la actividad no s ólo de las 
personas naturales que se encuentren en su jurisdicción, sino también la de las jurídicas 
presentes en la misma.  La obligación de respetar implica directamente al Estado en el 
compromiso de no interferir en el disfrute del derecho al agua, bien sea de manera directa o 
indirecta, incluso en lo relativo a las formas autóctonas de distribución del recurso hídrico. 
Esto comporta además la proscripción de ataques a la infraestructura de suministro, lo que 
representa en algún grado una intersección con el catálogo de prohibiciones previsto por el 
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derecho internacional humanitario
257. Por su parte, la obligación de cumplir ofrece una 
entidad amplia que se puede dividir en las obligaciones de facilitar, promover y garantizar, 
cuya definición es construida por el comité de la siguiente manera: 
 
“La obligación de facilitar exige que los Estados partes adopten medidas positivas que 
permitan y ayuden a los particulares y las comunidades a ejercer el derecho. La obligación 
de  promover  impone  al  Estado  parte  la  adopción  de  medidas  para  que  se  difunda 
información adecuada acerca del uso higiénico del agua, la protección de las fuentes de 
agua y los métodos para reducir los desperdicios de agua. Los Estados partes también 
tienen la  obligación  de hacer  efectivo  (garantizar) el  derecho en  los  casos  en que los 
particulares o los grupos no están en condiciones, por razones ajenas a su voluntad, de 
ejercer por sí mismos ese derecho con ayuda de medios a su disposición”
258. 
 
Finalmente, la obligación de cumplir se viola, entre otros eventos, cuando los Estados no 
lograr asegurar el acceso mínimo indispensable al recurso de todas las personas. 
 
En el compendio de obligaciones del derecho al agua se exige además que los Estados 
cooperen en la adopción de medidas conjuntas, incluso financieras y técnicas, para lograr el 
pleno ejercicio, absteniéndose de obstaculizar el goce en otros países y de usar el líquido 
como  herramienta  de  presión  política,  mediante  embargos  que  hagan  imposible  el 
suministro  o  acciones  contra  bienes  y  servicios  fundamentales  para  su  garantía
259. Los 
Estados deben además  omitir  cualquier tipo de medida que obstaculice la posibilidad de 
ejercer el derecho al agua en terceros países, impidiendo la garantía efectiva de acceso en la 
jurisdicción de estos.  En el plano jurídico supranacional, los Estados deberán velar porque 
los nuevos tratados internacionales no incidan de manera desfavorable en la vigencia del 
derecho,  en  particular  los  “acuerdos  de  liberalización  del  comercio”  y  en  el  ámbito 
multilateral sus actuaciones se deben orientar por la consideración del derecho al líquido
260. 
Esto debería tener incidencia directa en los acuerdos de desregulación promovidos por la 
Organización Mundial del Comercio. También están vinculados a prestar asistencia técnica 
e incluso “facilitar recursos hídricos” para la garantía del derecho en terceros países, en 
especial si se trata de desplazados y refugiados por tragedias humanitarias. Existe también 
una cláusula de cumplimiento de las medidas de garantía del derecho al agua asociada al 
principio  de  buena  fe  en  la  satisfacción  de  las  obligaciones  internacionales
261,  cuya 
infracción puede implicar la violación del derecho. La buena fe incluiría la necesidad de 
utilizar el máximo de los recursos disponibles por el Estado para la garantía del mismo. Las 
violaciones pueden ser actos de comisión (incluyendo medidas legales y administrativas) y 
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actos  de  omisi￳n,  encontrándose  entre  cualquiera  de  ellas  la  “interrupción  arbitraria  e 
injustificada”  y  “los  aumentos  desproporcionados  o  discriminatorios  del  precio  del 
agua
262”. 
 
De las distintas obligaciones estatales frente al derecho al agua se puede derivar un deber 
de adecuación legislativa, que implica no sólo promover la generación de normatividad 
acorde a los  compromisos derivados del  Pacto, sino también la derogación de aquellas 
disposiciones que atenten contra aquellos. De  esta suerte,   es preciso adoptar políticas 
claras en relación con el derecho al agua, basadas en los principios y la normativa del 
derecho de los derechos humanos
263.  Esta necesidad de adecuación legislativa incluiría la 
suscripción de nuevos instrumentos jurídicos internacionales no restrictivos y alcanzaría 
incluso las intervenciones de los Estados vinculados en los organismos multilaterales, que  
deben tomar en cuenta el derecho al agua.  
 
La reparación por violaciones a  derechos sociales recibe un tratamiento novedoso en la 
observación general. El poder judicial gozará de la independencia necesaria para actuar, en 
caso de que sea necesaria su intervención para el goce   del derecho
264  y se preverán 
dispositivos de reparación y recursos judiciales en la materia
265, que se encuentren a 
disposición de  los ciudadanos. Directamente relacionado con lo anterior, el Comité alienta 
a propiciar la reparación integral por violaciones  del derecho al agua
266, que incluye los 
componentes mínimos de este instituto: i) indemnización, ii) restitución, iii) satisfacción y  
iv)  garantías  de  no  repetición.  Esto  implica  equiparar  el  mandato  de  reparación  por 
violaciones del derecho al agua al mis mo nivel de la vulneración de derechos civiles y 
políticos, lo que prima facie sería plausible. Pero al mismo tiempo, representa un desafío en 
términos de evitar que el derecho a la reparación integral sea igualado a la protección de 
derechos  sociales  cons titucionales,  pues  ambos  deberes  jurídicos  tendrían  títulos 
distintos
267. En la misma lógica, tendría que debatirse si la fuente del deber de reparar sería 
el principio de responsabilidad, como consecuencia derivada del incumplimiento de una 
obligación o el principio de solidaridad, como mecanismo de distribución de cargas en una 
sociedad, frente a aquellos que padecen una situación que no están en el deber jurídico de 
soportar o cuyas consecuencias no pueden modificar
268. 
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Además de lo anterior,  debe resolverse bajo qué perspectiva podría plantearse un derecho a 
la  reparación  por  violaciones  a  los  derechos  sociales,  pues  la  óptica  que  entiende  la 
reparaci￳n como “restitutio in integrum” es decir, volver las cosas al estado anterior a la 
violación, haría inocua la reparación, pues en la mayoría de los casos nunca ha existido un 
nivel de acceso al agua previo que permita hablar de una garantía del derecho satisfactoria 
y al que se pueda retrotraer a la víctima con la medida, como si ocurriría, en principio, con  
casos violaciones contra las libertades civiles y políticas. A ello habría que sumar que dicha 
perspectiva fue pensada primordialmente para la resolución judicial de casos individuales, 
ruta  que  podría  resultar  poco  eficiente  para  la  reparación  de  un  derecho  que  ha  sido 
conculcado de manera sistemática a millones de personas tanto en Colombia como en el 
resto del mundo. Esta situación obligaría a pensar en un esfuerzo masivo de reparación de 
índole colectiva,  que pase primordialmente por la formulación de políticas públicas que 
asegure el acceso efectivo al líquido antes que por la solución judicial, entre otras cosas, 
porque este último mecanismo suele operar bajo el supuesto de que la violación a normas 
de la que se ocupa tiene un carácter relativamente excepcional
269. 
 
Una  problemática  similar  se  presentaría  con  la  postura  según  la  cual  la  reparación 
constituye  un componente de los esfuerzos de un proyecto político de inclusión social, que 
pasa por el reconocimiento del carácter injusto de las vio laciones, la reconstrucción de la 
confianza  cívica  en  las  instituciones  y  la  promoción  de  la  solidaridad  social
270.  La 
insuficiencia de esta perspectiva de la reparación la hace inaplicable para violaciones del 
derecho al agua, pues se centra en exceso sobre  demandas livianas por reconocimiento, 
ignorando la dimensión esencialmente redistributiva que tiene la reivindicación del acceso 
al agua potable como derecho y dejando de lado la imperativa necesidad de que las luchas 
por redistribución y reconocimiento entablen un diálogo que desemboque en la articulación, 
teniendo en cuenta que “ni la redistribución ni el reconocimiento, por separado, bastan 
para superar la injusticia en nuestros días;  por tanto, hay que conciliarlas y combinarlas 
de  alguna manera”
271. 
 
Las obligaciones básicas en materia de derecho al agua que la Observación General No. 15 
atribuye  a  los  Estados  pueden  ser  sintetizadas  de  la  siguiente  forma:                                      
i) aseguramiento de acceso a un volumen mínimo de agua; ii) garantía de acceso físico 
razonable y salubre; iii) mandato de no discriminación injustificada, particularmente frente 
a sujetos vulnerables; iv) garantía de condiciones de seguridad e integridad personales para 
el  acceso;  v)  distribución  equitativa  de  infraestructura  y  oferta  hídrica  disponible;  vi) 
construcción de estrategias y planes de acción en materia de recursos hídricos, tomando en 
cuenta  revisión  periódica,  dimensión  participativa,  transparencia,  preexistencia  de 
metodologías, creación de indicadores y niveles de referencia y enfoque diferencial; vii) 
monitoreo del grado materialización del derecho; viii) creación de programas de acceso a 
bajo costo para poblaciones vulnerables; ix) promoción del saneamiento para la prevención 
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de  problemas  de  salud  pública  relacionados  con  ausencia  de  acceso  al  agua:  y  x) 
prohibición de privación de suministro mínimo vital indispensable
272.  Estas obligaciones 
no pueden suspenderse y no es posible justificar su incumplimiento
273. Sin perjuicio de lo 
anterior, el referente más importante de la  Observación General No. 15 para la protección 
del derecho al agua en manos de la judicatura es la facultad que reconoce a  los tribunales 
de los Estados Parte de incorporar por vía interpretativa los parámetros int ernacionales de 
protección del derecho al agua, incluyendo el  Pacto, mediante su invocación directa por 
parte de las corporaciones judiciales y la consideración progresiva de sus diversas formas 
de violación por parte de otros operadores jurídicos. 
 
El deber de adoptar medidas vincula a los Estados de manera que deben construir una 
estrategia que: i) tenga una perspectiva de derechos humanos; ii) abarque la totalidad de los 
aspectos relacionados con el derecho; iii) responsabilice a instituciones iden tificables; iv)  
establezca el nivel de recursos disponibles; e  v) institucionalice dispositivos de rendición 
de cuentas. Se debe respetar el principio de participación común al campo de los derechos 
humanos y del derecho ambiental y asegurar el acceso a información de manera igualitaria 
a individuos y grupos.   
 
La observación suministra una serie de reglas para detectar violaciones del derecho al agua. 
Para tal fin,  los Estados tienen la carga de demostrar que han adoptado las m edidas 
pertinentes para la garantía del derecho, que debe distinguirse entre la incapacidad y la 
renuencia a cumplir obligaciones por parte de los Estados. La vulneración del derecho al 
agua puede cobrar la forma de acto de comisión o de acto de omisión, según se trate de una 
actuación o una ausencia de la misma, ambas atribuibles al Estado obligado. De igual 
forma, unas y otras pueden ser de tipo fáctico o jurídico. Los Estados están obligados  
también a hacer uso de  todos los recursos de los que  disponga n para la garantía del 
derecho y la ausencia de voluntad para hacer uso de dichos recursos, es una violación de las 
obligaciones consagradas en el Pacto.  Igualmente deben proteger la labor de los defensores 
de derechos humanos y organizaciones de la sociedad civil que apoyan la reivindicación del 
derecho
274. 
 
En suma, de lo anterior se desprende la caracterización del derecho al agua como un 
derecho  social,  atendiendo  a,  por  lo  menos,  las  siguientes  razones:  i)  la  derivación 
interpretativa,  directa,  aunque  adscripta,  de  disposiciones  del  Pacto  Internacional  de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales; ii) la prohibición de regresividad injustificada 
iii)  el  acento  en  la  adopción  de  políticas  públicas  con  algún  grado  de  énfasis  en 
obligaciones  positivas;  y  iv)  la  obligación    de  utilizar  el  mayor  nivel  de  recursos 
disponibles  en  manos  del  Estado  para  su  satisfacción.  Se  encuentra  también  el 
reconocimiento de un mandato de incremento en el nivel de protección del derecho por vía 
de la actividad judicial, que puede originarse en el litigio estratégico de los ciudadanos y las 
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organizaciones de la sociedad civil o en la oficiosidad de los jueces, posibilidad que sin 
duda representa una ventana de oportunidad para democracias precarias  en las que los 
gobiernos son reacios a reconocer de manera efectiva los derechos sociales, más allá de los 
beneficios que para su satisfacción los individuos puedan obtener del mercado. 
 
4.2. Consagración en el Derecho Internacional Humanitario 
 
En  general,  la  inclusión  de  la  tutela  jurídica  del  agua  en  el  Derecho  Internacional 
Humanitario (DIH) se enmarca dentro de la práctica general de esta vertiente del derecho 
internacional  tendiente  a  la  protección  de  ciertas  personas  y  bienes
275. Así, si bien en 
principio la regulación jurídica del derecho al agua corresponde a situaciones fácticas de 
paz, cuando los efectos de las hostilidades propias de los conflictos armados tocan el acceso 
al recurso el DIH entra en escena, bajo la modalidad de prohibiciones precisas
276. 
 
La protección del  ambiente en tiempos de guerra es objeto de preocupación tanto del 
derecho consuetudinario como del derecho convencional en la materia
277. Al respecto, 
existen una serie de normas que mencionan aspectos pertinentes, como ocurre con  la 
Convención sobre la prohibición de utilizar técnicas de modificación ambiental con fines 
militares u otros fines hostiles, aprobada por la Asamblea General de la ONU el 10 de 
octubre de 1976. Quienes participan de las hostilidades no cuentan con la facultad ilimitada 
de selección de medios para atacar al adversario (Artículo 22 del Reglamento anexo del IV 
Convenio de La Haya de 1902) y no pueden hacer uso libre de gases asfixiantes, tóxicos o 
agentes bacteriológicos, armas químicas o  excesivamente destructivas
278. Esta disposición 
tiene  alcances  sobre  la  protección  de  los  recursos  hídricos,  al  proscribir  métodos 
potencialmente dañinos para su integridad sistémica. 
 
En el ámbito del derecho internacional humanitario, el Convenio de Ginebra relativo al 
trato de los prisioneros de guerra (convenio III) establece el deber a cargo de la potencia 
detenedora de suministrar alimentos y agua potable para el consumo en cantidad suficiente 
a los prisioneros de guerra (arts. 21, 26 y 49) y acceso al líquido para el aseo corporal diario 
y  el de sus  prendas de  vestir (art. 29).  Las cantidades  deberán ser las  suficientes  para 
mantenerlos en buen estado de salud (art. 46), incluso durante su traslado, dado que con 
frecuencia, los rehenes son movilizados de un lado a otro, en función de los requerimientos 
de  los  enfrentamientos.  En  términos  similares,  el  Convenio  de  Ginebra  relativo  a  la 
protección  debida  a  las  personas  civiles  en  tiempo  de  guerra  (Convenio  IV)
279  fija el 
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mandato de proporcionar agua y jabón para el aseo diario y el de la ropa (art. 85) e instituye 
la obligación para la potencia detenedora de incluir en la ración alimentaria diaria agua 
potable  suficiente  (art.  89),  aún  durante  el  traslado  de  los  internados  (art.  127).  Sin 
embargo, guarda silencio sobre los criterios para determinar el volumen del líquido que 
sería  suficiente  para  las  necesidades  de  los  prisioneros  o  la  autoridad  que  podría 
determinarlos. 
 
Siguiendo la misma lógica, el Protocolo Adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de 
agosto  de  1949,    relativo  a  la Protección  de  las  Víctimas  de  los  Conflictos  armados 
Internacionales (Protocolo I)
280, como parte de la protección de los bienes considerados 
indispensables para la supervivencia de la población civil, consagra la prohibición de 
atacar, sustraer o inutilizar t ales bienes, entre ellos las instalaciones y reservas de agua 
potable y las obras de riego (art. 54). Igualmente se puede desprender de dicha normativa 
un sentido de protección convencional al agua en la cláusula de amparo del   ambiente 
frente a daños  extensos, duraderos o graves  que puedan comprometer la salud o la 
supervivencia de la población (Art. 55), habida cuenta del papel que juegan los recursos 
hídricos en la garantía de un medio ambiente sano.  Por su parte, el Protocolo adicional a 
los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativo a la protección de las víctimas 
de los  conflictos armados sin carácter internacional (Protocolo II)
281 estatuye la garantía de 
acceso al líquido para las personas privadas de la libertad (Art. 5) y  dispone en su artículo 
14  la  protección  de  bienes  esenciales  para  la  supervivencia  de  la  población  civil, 
(instalaciones y reservas de agua potable y las obras de riego), al igual que lo hace el 
protocolo I.  
 
Tanto el convenio III de Ginebra relativo al trato de  los prisioneros de guerra como el 
convenio IV alusivo a la protección debida a los civiles en tiempos de guerra contemplan la 
posibilidad de dar curso a un Procedimiento de Encuesta  para analizar el incumplimiento 
de obligaciones por parte de cualquiera de las partes contratantes, -incluyendo las relativas 
a acceso al agua- consensuando el procedimiento de la encuesta o designando un árbitro 
que lo decida, en caso de desacuerdo. Si la violación se comprueba, las partes tienen el 
deber de ponerle fin a la mayor brevedad posible
282. Por su parte, el protocolo I relativo a 
las víctimas de conflictos armados internacionales prevé la constitución de una Comisión 
Internacional de Encuesta, que tiene competencia para conocer de investigaciones por 
violaciones puestas a su consideración por otra Parte Contratante. De esta manera, las 
infracciones a disposiciones relativas al acceso al agua que no puedan ser consideradas 
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como  graves  podrían  ser  objeto  de  una  indagación  por  parte  de    la  Comisión,  con  el 
consentimiento de las demás Partes Contratantes concernidas
283. 
 
De las normas generales del derecho humanitario se desprenden a su vez una serie de 
obligaciones  pertinentes  al  derecho  al  agua.  En  general,  se  prohíbe  destruir  bienes 
indispensables para la supervivencia de la población civil; el empleo de venenos para fines 
militares -proscripción que se extendería a las aguas debido a que se trata de un mandato de 
índole  general  y  no  limitado  exclusivamente  a  las  armas -
284  y  destruir  propiedades 
enemigas si no es absolutamente imperioso para fines militares y en la medida en que se 
encuentren dentro del territorio que se controla. Esto aplicaría también para las fuentes del 
recurso hídrico, como quiera que las aguas    pueden ser objeto de propiedad, conforme al 
IV Convenio de Ginebra de 1949
285. Asimismo, el Protocolo II alude a “las instalaciones y 
reservas de agua potable y las obras de riego” como “objetos de protecci￳n”
286. 
 
La prohibición de atacar obras e instalaciones contentivas de fuerzas peligrosas alcanza a 
las represas y grandes reservorios de aguas que puedan llegar a causar gran devastación 
como  método  para  variar  el  curso  de  una  guerra,  excepto  si  dichas  instalaciones  son 
utilizadas como "apoyo regular, importante  y directo de operaciones militares” y si los 
ataques son "el único medio factible de poner fin a tal apoyo"
287. Las partes quedan en 
libertad  de  suscribir  acuerdos  de  protección  en  la  materia  que  permitan  reforzar  los 
estándares de protección y establecer los medios de identificación de los bienes protegidos, 
con arreglo al anexo 1 art. 27 del protocolo II.  Como se sabe, estas obligaciones vinculan a 
todos los actores de conflictos armados que tomen parte en las hostilidades, incluyendo 
tanto a cuerpos armados de los Estados, como grupos irregulares al margen  de la ley que 
actúen en su ayuda  o pretendan derrocarlos
288. 
 
Los organismos de asistencia humanitaria evidencian en su práctica el despliegue de una 
serie de acciones de índole urgente relacionadas con los recursos hídricos, entre ellas             
i) distribución del líquido para consumo directo de manera rápida, eficaz y en un volumen 
que permita la satisfacción de necesidades básicas; ii) reparación de los sistemas de 
abastecimiento y de purificación de las reservas de agua potable, mediante el suministro de 
insumos y asistencia técnica que habiliten la continuidad del servicio; iii) gestiones ante las 
partes en conflicto, no sólo como medida preventiva sino también como estrategia de 
garantía de seguridad para los ingenieros sanitarios ante las acciones de reparación de redes 
de suministro; y v) acciones de movilización y sensibilización que permitan mejorar la 
capacidad de respuesta ante las crisis humanitarias derivadas del conflicto armado
289. 
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Frente a este último grupo de acciones, el Comité Internacional de la Cruz Roja se ha 
propuesto  avanzar  en  los  siguientes  aspectos:  i)  asegurar  una  mejor  tutela  jurídica  y 
material de los sistemas de saneamiento y suministro de agua; ii) incentivar la cooperación 
entre  actores  clave  en  los  campos  humanitario  y  de  gestión  de  recursos  hídricos;    iii) 
solicitar apoyo al sector privado en la rehabilitación de sistemas de suministro afectados 
por las hostilidades;  iv) incrementar el nivel de cooperación e intercambio de experiencias 
en materia de suministro urgente de agua; v) adoptar en tiempo de paz las medidas de 
planeación estratégica que permitan mitigar el impacto de la guerra sobre la accesibilidad al 
agua  y  los  efectos  de  esta  sobre  las  actividades  de  salud  pública;  y  vi)  garantizar  la 
apropiada difusión de las normas relativas a la protección del agua en situaciones de crisis 
humanitaria y propender por la adecuada apropiación de las obligaciones que en ellas se 
contienen
290. 
 
Es importante resaltar que del adecuado suministro de agua en tiempos de conflicto armado 
depende  la  suerte  de  las  iniciativas  de  atención  médica;  a  su  vez,  de  estas  últimas 
dependerían en buena medida los planes de asistencia humanitaria en general. En el mismo 
orden de ideas, en la protección al acceso al agua suministrada por el derecho hum anitario 
juegan un papel esencial la planeación, la coordinación, el intercambio de información y la 
formación de capital humano calificado que esté en capacidad de responder de forma eficaz 
a los efectos de los conflictos armados. El corpus normativo más  desarrollado en punto de 
protección del agua en tiempos de conflicto armado se encuentra en el componente relativo 
a situaciones de conflicto armado internacional y con menor grado en el derecho de los 
conflictos internos, aún cuando suele ser en estos últ imos donde se atacan  con más 
frecuencia las fuentes de agua
291. Igualmente, las situaciones de tensiones y disturbios 
internos que no configuran conflictos armados pueden llegar a ser fuente de ataques contra 
instalaciones hídricas y fuentes de agua. 
 
Ahora bien, las amenazas que enfrenta el suministro de agua en general son las mismas que 
debe encarar el ambiente en medio de las situaciones de conflicto armado. Por lo tanto, la 
protección humanitaria del ambiente en situaciones de esta índole toca directamen te la 
gestión  del  agua  y  tiene  la  vocación  de  protegerla  de  los  efectos  perniciosos  y 
contaminantes  de  las  hostilidades,  pues  se  trata  de  un  recurso  vital  tanto  para  la 
supervivencia de las personas como para el correcto funcionamiento de la dinámica de lo s 
ecosistemas. Al respecto, valga mencionar que conforme a las reglas convencionales y 
consuetudinarias del DIH, el daño al ambiente no puede constituir un fin militar en sí 
mismo y la destrucción del ambiente no puede ser un medio de guerra ni un método d e la 
misma
292. Ello se articula además con principios de índole general como la limitación de 
los  medios  y  métodos  de  combate  (sustitutividad,  neutralidad,  prevención, 
proporcionalidad, recomposición) y atiende al carácter de violación de norma de ius cogens 
del daño deliberado y substancial al medio ambiente
293. 
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4.3. Consagración del Derecho al agua en el derecho ambiental internacional 
 
Como  la  vertiente  más  reciente  del  derecho  internacional,  el  derecho  internacional  del 
ambiente  ha  sido  objeto  de  múltiples  objeciones  por  su  dependencia  científica, 
interdisciplinariedad,  carácter  transfronterizo,  novedad  epistemológica  y  su  
indeterminación conceptual
294.  Esta situación influye la eventual relación entre este campo 
y el derecho al agua potable, pues por di versas razones ha sido acusado de dilución en el 
ámbito del derecho internacional público y  se ha cuestionado fuertemente la idoneidad 
dogmática de este campo para estructurar derechos subjetivos, incluyendo el derecho al 
ambiente sano
295. De otro lado, es preciso tener presente cómo las tensiones existentes con  
las instituciones comerciales internacionales y la presión de la sociedad civil  han ejercido 
una  influencia  particular  en  la  configuración  contemporánea  del  derecho  ambiental 
internacional
296. No obstante, el derecho ambiental internacional, tanto en el componente de 
principios como en el ámbito de la regulación sectorial,  ofrece un amplio acumulado que si 
bien no alude específicamente al derecho al agua, resulta pertinente a su reflexión. 
 
La Conferencia Internacional sobre Agua y Medio Ambiente de Naciones Unidas (1992) 
resaltó la importancia de enfrentar los riesgos de la escasez y el uso insostenible de los 
recursos hídricos por vía de una gestión más equitativa y sustentable de los mismos y de los 
suelos
297. Por ende, la  Conferencia convoca un nuevo enfoque en la utilización de los 
recursos  de  agua  dulce,  “fundado  en  el  reconocimiento  de  la  interdependencia  de  los 
pueblos y del lugar que les corresponde en el mundo natural”
298. La Declaración fruto de 
dicha Conferencia recoge una serie de principios que ofrecen una visión más económica y 
ecológica de la gestión global del agua: i) esencialidad del agua para el sostenimiento de la 
vida, el desarrollo y el  ambiente; ii) finitud y vulnerabilidad del recurso; iii) participación 
como principio fundante de la intervención de usuarios, planificadores y responsables de 
política; iv) papel protagónico de la mujer en el abastecimiento, gestión y protección del 
recurso; y v) valor económico reconocible de los usos del agua
299. 
 
La Conferencia de Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo dio lugar a la 
Declaración de Río sobre Medio Ambiente y Desarrollo y a otros instrumentos como los 
Convenios sobre Cambio Climático y Biodiversidad, los Principios sobre Bosques y el Plan 
de  Acción  para  el  Desarrollo  Sostenible  para  el  siglo  XXI  o  Programa  XXI.    La 
Declaración de Río surgió con la pretensión de sentar las bases de la protección del 
ambiente a escala universal, mediante principios  normativos que terminaron consagrados 
en una dimensión político-jurídica. Asimismo, vincula el concepto de desarrollo sostenible 
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con la teoría de los derechos humanos,
300 los derechos de las generaciones futuras como 
expresión de la equidad intergeneracional, la idea  de solidaridad mundial y la noción de 
responsabilidades  comunes  pero  diferenciadas
301.  Igualmente,  acepta  que  los  Estados 
pueden aprovechar de manera soberana los recursos naturales para agenciar su propio 
desarrollo.  
 
El Programa XXI, basado en dichos principios, establece en su sección II, capítulo 28 la 
protección de la calidad y el suministro de los recursos de agua dulce. Se instituye así un 
objetivo global del programa en punto de recursos hídricos, consistente en la satisfacción de 
la demanda de líquido de todos los países en armonía con el desarrollo sostenible, y en su 
párrafo 18.4 instituye que “todos los pueblos, cualquiera que sea su etapa de desarrollo y 
sus  condiciones  económicas  y  sociales,    tiene  derecho  al  agua  potable  en  cantidad  y 
calidad acordes con sus necesidades básicas”.  El suministro apropiado de agua potable 
para el planeta debe tomar en cuenta la sostenibilidad y el equilibrio ecosistémico, teniendo 
presentes  los  límites  de  carga  de  la  naturaleza,  partiendo  de  la  convicción  de  que  la 
contaminación del recurso antecede a su destrucción y desaparición
302. Sin embargo estas 
declaraciones no cuentan con mecanismos que permitan su efectivización   real, a pesar de 
la generación  de  institucionalidad, como  la Comisión  de  Desarr ollo  Sostenible  de  la 
Organización de las Naciones Unidas.  
 
El derecho fluvial tradicional constituye un antecedente mediato de la regulación de los 
recursos hídricos en el derecho de gentes
303. Parte de la declaración del Congreso de Viena 
de 1815, que creó la primera institución administradora de una cuenca hidrográfica (la 
Comisión Central para el Río Rin) pero se ocupó fundamentalmente del tráfico fluvial. La 
Convenci￳n de Barcelona de 1921 incorpor￳ la denominaci￳n de “vías de agua de interés 
nacional”  y comprendía los  lagos  transfronterizos,  al  incluir el  principio de libertad de 
navegación para todas las naves de las partes contratantes en condiciones de igualdad. La 
Convención de Ginebra de 1923 sobre el aprovechamiento de las fuentes hidráulicas que 
interesan a los Estados hizo un esfuerzo de armonización entre el principio de soberanía 
territorial y el principio de cooperación. Estas normas tienen un carácter convencional y su 
alcance  se  limita  a  ríos  navegables  transfronterizos,  dejando  de  lado  corrientes  que  se 
encuentran dentro de la jurisdicción de un Estado y aguas subterráneas
304. 
 
Posteriormente  surge  un  derecho  convencional  moderno  relativo  a  fuentes  de  agua, 
focalizado en dos instrumentos: La Convención de Naciones Unidas sobre el derecho de los 
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usos de los cursos de aguas internacionales para fines distintos de la navegación, suscrita en 
Nueva York en 1997 y el Convenio Europeo sobre la protección y utilización de los cursos 
de  agua  transfronterizos  y  de  los  lagos  internacionales  del  17  de  marzo  de  1992.  El 
instrumento  universal  incluye medidas  de preservación,  protección  y ordenación  de los 
cursos de agua, recae sobre “todo curso de agua alguna de cuyas partes se encuentren en 
los  Estados  distintos”
305  y  pretende  asegurar  la  gestión  de  los  cursos  de  agua 
internacionales de manera óptima
306, tanto para las generaciones presentes como para las 
futuras.  Los conceptos de cuenca hidrográfica o cuenca de drenaje serían adoptados por las 
Reglas de Helsinki sobre el uso de las aguas de los ríos internacionales de 1966.  
 
La Convención de Nueva York observa una serie de principios resumibles de la siguiente 
manera: i) utilización y participación equitativa y razonable, ii) obligación de no causar 
daños sensibles y iii) obligación general de cooperación. El primer principio implica que el 
Estado concernido puede hacer uso del curso de agua hasta el máximo compatible con la 
protecci￳n  adecuada  del  mismo,  mediante  una  utilizaci￳n  “￳ptima  y  sostenible”.  Los 
factores pertinentes para hablar de una utilización óptima y sostenible incluyen los usos 
actuales y potenciales, el costo de las medidas adoptadas, la existencia de alternativas, las 
necesidades  económicas de los  Estados  y la demanda por el  recurso, entre otros.
307 El 
segundo principio contiene no sólo el deber de abstención que se deriva de manera obvia 
sino también la obligación de adoptar medidas para impedir la causación de tales daños, 
eliminar  o  mitigar  sus  efectos  y  si  es  el  caso,  abrir  espacio  a  la  discusión  de  una 
indemnización. Es una manifestación del principio ambiental internacional de prevención 
del daño transfronterizo,
308 en un “estándar de diligencia elevado” que en cualquier caso 
“no implica una obligaci￳n de resultado”
309. Por da￱o sensible debe entenderse “aquel que 
resulta a la vez apreciable, susceptible de medición y que produce impacto significativo, es 
decir,    aquel  que  produce  efectos  perjudiciales  que  pueden  medirse  mediante  pruebas 
objetivas  y  que  produce  además  un  verdadero  menoscabo  de  uso  [de  los  cursos  de 
agua]”
310. 
 
Finalmente, el principio relativo a la obligación general de cooperación se corresponde con 
el principio ambiental internacional de cooperación internacional para la protección del 
ambiente (que comprende a su vez el deber general de protección del ambiente y el deber 
específico  de  cooperación  para  la  protección)
311. Se basa también en los principios de 
integridad territorial, buena fe, provecho mutuo e igualdad soberana y se enfoca hacia el 
intercambio institucionalizado de datos e información relativos a los cursos de  agua, la 
consulta y notificación recíprocas de medidas adoptadas en la materia y el impulso de 
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acciones  de  prevención  y  mitigación  de  condiciones  perjudiciales  y  situaciones  de 
emergencia
312. 
 
El Convenio alude además a la protección y preservación de ecosistemas mediante acciones 
conjuntas,  entendiendo  por  aquellos  las  “unidad(es)  ecológica(s)  integradas  por 
componentes  vivos  y  no  vivos  que  son  interdependientes  y  que  funcionan  como  una 
comunidad”
313. La protección tiene un carácter general de alcance básico y prescriptivo, 
mientras que la preservación alude a acciones específicas de mantener, en la medida de lo 
posible,  intocados a los ecosistemas estratégicos, como un deber no sólo frente a las demás 
partes contratantes en el Convenio sino frente a toda la humanidad. A su vez, la obligación  
general de protección incorpora la prohibición de introducir especies extrañas o nuevas que 
puedan alterar el equilibrio ecosistémico (art. 20) y el mandato de proteger y preservar los 
cursos  internacionales  de  agua  en  relación  con  el  medio  marino  específicamente 
considerado (art. 23).  Manda además la puesta en marcha de  medidas de gestión alusivas a 
la ordenación de los cursos de agua, (art. 24) la reglamentación de los caudales (art. 25) y el 
mantenimiento de instalaciones (art. 26). 
 
La jurisprudencia de la Corte Internacional de Justicia en materia de aguas, por su parte, 
parece  ofrecer  una  tendencia  hacia  la  limitación  en  el  uso  de  las  reglas  generales  del 
derecho internacional, enfocándose en las fuentes convencionales y la asignación de valor 
normativo  ascendente  a  las  consideraciones  jurídicas  ambientales,  especialmente  si  se 
encuentran  relacionadas  con  la  prohibición  de  causar  daño  transfronterizo,    aunque  sin 
llegar a asignarles naturaleza imperativa (ius cogens)
314. 
 
Las nociones de “utilizaci￳n equitativa” y “da￱o sensible” no han podido ser consensuadas 
y  ello  impide  avanzar  en  una  adecuada  codificación
315.  Asimismo,  la  regulación 
internacional se ha enfocado en una gestión basada en criterios políticos poco sensibles a la 
realidad ecológica  y ha adoptado una perspectiva particularista que ofrece un corpus 
jurídico fragmentado, que si bien ha sido permeado por las denominaciones de derecho al   
ambiente sano y desarrollo sostenible, no han reflexionado sobre el acceso al agua como un 
derecho.  
 
En general, el acceso al agua como derecho subjetivo no se encuentra codificado en el 
derecho internacional del ambiente. Sin embargo, las normas sobre protección de las aguas 
y ecosistemas estratégicos tend rían una dimensión de afinidad
316a su formulación,  al 
ambientar condiciones jurídicas sensibles a dicha prerrogativa, fundamentalmente en el 
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marco de la preocupación mundial por la armonización entre desarrollo sostenible como vía 
para la satisfacción de necesidades humanas y conservación del ambiente. De otro lado, la 
doctrina ha sostenido que el derecho ambiental internacional mantiene dos líneas de acción 
en relación con el derecho al agua: En caso de conflicto, la primacía del uso de consumo 
humano del recurso sobre otros (por ejemplo industrial) y la aceptación de que la finalidad 
básica  en  la  gestión  del  recurso  es  la  garantía  en  el  acceso  para  todas  las  personas 
humanas
317. 
 
4.4. Consagración constitucional del derecho al agua en América Latina  
 
Por  regla  general,  los  derechos  sociales  fundamentales  no  suelen  estar  instituidos 
explícitamente en las constituciones
318.  No obstante, a lgunos países de América Latina 
parecen dar cuenta de una tendencia hacia la consagración constitucional progresiv a del 
acceso al agua potable como derecho fundamental
319. En Ecuador, la constitución de 2008 
consagra en el capítulo de principios fundamentales la garantía del acceso efectivo y sin 
discriminación al agua potable
320. En un aparte denominado “derechos del buen vivir”, 
instituye  el  derecho  humano  al  agua  como  fundamental  e  irrenunciable  e  instaura  la 
denominaci￳n  del  líquido  como  “patrimonio  nacional  estratégico  de  uso  público, 
inalienable, imprescriptible, inembargable y esencial para la vida”
321.  La disposición se 
encuentra vinculada con la consagración del derecho a la alimentación de las personas y las 
colectividades y la promoción de la soberanía alimentaria
322. Reconoce además el derecho a 
vivir en un ambiente sano en relación con la conservación de eco sistemas y la prevención 
del daño ambiental, así como la recuperación de los espacios ambientales degradados
323 y 
prescribe que la soberanía energética en ningún caso se alcanzará en detrimento de los 
derechos fundamentales a la soberanía alimentaria y al ag ua.  La constitución impone al 
Estado una serie de obligaciones asociadas al derecho al agua, entre ellas la conservación, 
recuperación y manejo de recursos hídricos, cuencas hidrográficas y caudales de relevancia 
para el ciclo hidrológico; la regulación d e actividades que puedan afectar la calidad y 
cantidad del agua, el equilibrio de los ecosistemas y las zonas de recarga y la priorización 
de la disposición para consumo humano
324. 
 
El derecho a la salud en Ecuador se entiende explícitamente vinculado con los derechos a la 
alimentación, la cultura, el trabajo, el ambiente sano y el agua, entro otros
325. El acceso al 
agua en tanto derecho también es reconocido como derecho de libertad, junto con la 
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319  PLATAFORMA  INTERAMERICANA  DE  DERECHOS  HUMANOS,  DEMOCRACIA  Y 
DESARROLLO. Agua, construcción social de un derech o humano. Montevideo: Iniciativa Mercosur, 2007, 
p. 3. 
320 REPÚBLICA DE ECUADOR. Constitución del Ecuador de 2008. Título I Capítulo I.  Art. 3. 
321 Título II, Capítulo II, art. 12.  
322 Art. 13.  
323 Art. 14. 
324 Título VIII, art. 411. 
325 Capítulo II, Sección VII, art. 32. 70 
 
garantía de la vida digna, la salud, la alimentación, la vivienda, el saneamiento ambiental, 
el  trabajo,  la  seguridad  social  y  “otros  servicios  sociales  necesarios”
326.  Asimismo,  se 
atribuye a los esfuerzos de planificación participativa para el desarrollo la promoción de 
políticas redistributivas que permitan el acceso del campesinado al agua
327 y se prohíbe el 
acaparamiento o privatización del líquido y sus fuentes .
328  Asimismo,  la constitución 
considera el agua un recurso estratégico de decisión, administración, regulación, gestión y 
control exclusivos del Estado:
329 
 
 “El  agua  es  patrimonio  nacional  estratégico  de  uso  público,  dominio  inalienable  e 
imprescriptible del Estado, y constituye un elemento vital para la naturaleza y para la 
existencia  de los  seres  humanos. Se prohíbe toda  forma  de privatización del  agua. La 
gestión  del  agua  será  exclusivamente  pública  o  comunitaria.  El  servicio  público  de 
saneamiento, el abastecimiento de agua potable y el riego serán prestados únicamente por 
personas  jurídicas  estatales  o  comunitarias.  El  Estado  fortalecerá  la  gestión  y 
funcionamiento  de  las  iniciativas  comunitarias  en  torno  a  la  gestión  del  agua  y  la 
prestación de los servicios públicos, mediante el incentivo de alianzas entre lo público y 
comunitario para la prestación de servicios. El Estado, a través de la autoridad única del 
agua, será el responsable directo de la planificación y gestión de los recursos hídricos que 
se destinarán a consumo humano, riego que garantice la soberanía alimentaria, caudal 
ecológico y actividades productivas, en este orden de prelación. Se requerirá autorización 
del  Estado  para  el  aprovechamiento  del  agua  con  fines  productivos  por  parte  de  los 
sectores público, privado y de la economía popular y solidaria, de acuerdo con la ley”
330. 
 
En Bolivia, en la nueva constitución política del Estado de 2009 el agua es mencionada 
desde el preámbulo como inspiración para la promulgación de la carta. El derecho al agua 
fue incluido junto  con el derecho a la alimentación en el capítulo relativo a los derechos 
fundamentales,  en  tanto  acceso  universal  y  equitativo
331.  El  acceso  al  agua  y  al 
alcantarillado constituye verdaderos derechos humanos, el servicio que los asegura no 
puede ser objeto de concesión ni privatización y se encuentran sujetos a un régimen de 
control por parte del Estado, mediante licencias y registros
332 y por vía de su consideración 
como recurso natural estratégico, cuya gestión es competencia privativa del nivel central
333. 
En el capítulo sobre recursos hídricos, la constitución boliviana introduce la noción de 
fundamentalidad  en  términos  novedosos  y    at ribuye  al  recurso  una  función  social, 
ambiental y cultural: 
 
“El  agua  constituye  un  derecho  fundamentalísimo  para  la  vida,  en  el  marco  de  la 
soberanía del  pueblo.  El  Estado  promoverá  el  uso  y acceso  al  agua sobre la  base de 
principios  de  solidaridad,  complementariedad,  reciprocidad,  equidad,  diversidad  y 
sustentabilidad. Los recursos hídricos en todos sus estados, superficiales y subterráneos, 
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constituyen  recursos  finitos,  vulnerables,  estratégicos  y  cumplen  una  función  social, 
cultural  y  ambiental.  Estos  recursos  no  podrán  ser  objeto  de  apropiaciones  privadas 
[…]”
334. 
 
El Estado tiene el deber de proteger y garantizar el uso prioritario del agua para consumo 
humano,  así  como  gestionar,  regular  y  planificar  el  uso  adecuado  y  sustentable  de  los 
recursos hídricos con control social.  Reconoce y respeta los usos  y costumbres de las 
comunidades campesinas e indígenas, sus autoridades tradicionales  y sus organizaciones 
sobre el agua, y tiene el deber desarrollar planes de aprovechamiento sustentable de las 
cuencas hidrográficas para riego, servicios básicos y seguridad alimentaria, respetando el 
aprovechamiento tradicional de las comunidades
335. Específicamente,  los recursos hídricos 
de los ríos, lagos y lagunas son considerados estratégicos para la soberanía y el de sarrollo 
de la nación, dado el papel que juegan en el equilibrio de los ecosistemas. Igualmente, el 
Estado debe evitar acciones que puedan ocasionar daños ecosistémicos a las fuentes de 
agua, tendrá cuidado del interés nacional en cuanto concierne a los re cursos hídricos al 
momento de la suscripción de tratados internacionales que obliguen al Estado boliviano
336 y 
cooperará en la conservación de las riquezas  hídricas transfronterizas, con arreglo al 
principio de integración de los pueblos
337. 
 
En Venezuela, la constitución de 1999  contempla dentro de  los derechos ambientales la 
garantía de el derecho a un ambiente libre de contaminación, en el que los recursos 
naturales, entre ellos el agua, sean objeto de protección particular, conforme a la ley
338. 
Atribuye al poder público en el nivel nacional la determinación del régimen de aguas. 
Todas estas son de dominio público de la nación, insustituibles para la vida y el desarrollo y 
su gestión debe ser regulada respetando el ciclo hidrológico y de conformidad con los 
criterios de ordenación del territorio
339. Así, se encuentra la naturaleza jurídica del recurso 
se  entiende  como  pública,  aunque  no  habla    expresamente  de  derecho  al  agua, 
probablemente porque para la fecha de promulgación de la constitución venezolana aún no 
había sido expedida la observación general No.  15 sobre el Derecho al Agua del Comité 
del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.  
 
La constitución argentina, por su parte, contempla en su artículo 75 una disposición similar 
al bloque de constitucionalidad que permite la incorporación al orden interno de los 
tratados internacionales de derechos humanos. Ello implicaría la obligatoriedad de los 
deberes derivados del derecho internacional en materia de derecho al agua
340. La reforma 
constitucional de 1994 incorporó el derecho al ambiente sano, cualificado como un entorno 
“equilibrado,  apto  para  el  desarrollo  humano y    para  que  las  actividades  productivas 
                                                 
334 Art. 373. 
335 Art. 374 y 375. 
336 Art. 377. 
337 Ibid. 
338 Constitución de la República Bolivariana de Venezuela de 1999.  Art. 127.  
339 Art. 304.  
340  PICOLOTTI Juan Manuel. El derecho al agua en la república Argentina.  Buenos Aires:  Centro de 
Derechos Humanos y Ambiente.   2008,  p. 6.    [en línea]. Disponible en  www.cedha.org.ar/docs/doc173-
spa.doc.               Consultado el 1 de agosto de 2009. 72 
 
satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras”
341 e 
incluye elementos como la prevención del daño ambiental, la utilización racional de los 
recursos naturales y la educación ambiental. La doctrina ha considerado que el derecho al 
agua  se  adscribe  de  manera  implícita  al  derecho  al    ambiente  sano,  pues  el  texto 
constitucional no lo consagra expresamente, situación constatable, entre otras cosas, por los 
múltiples casos de amparo en casos relacionados con el acceso al agua en relación con el 
derecho a gozar de un entorno saludable
342. Así, en el caso “Usuarios y consumidores en 
defensa de sus derechos contra Aguas del Gran Buenos Aires” la justicia consider￳ que el 
debate judicial sobre la procedencia del corte de agua no podía someterse a un proceso 
demasiado  dispendioso  y  que  en  todo  caso  asistía  a  todas  las  personas  un  derecho  a 
beneficiarse de un suministro mínimo del líquido con independencia de la capacidad de 
pago, pues en dicho evento se ven involucrados los derechos a la vida, la salud y a un 
ambiente sano. Igualmente, se pronunció en contra de la privatización del líquido como 
actuación contraria a la vigencia de dicho derecho
343. En otra decisión,  se ordenó incluso el 
suministro mínimo del recurso con cargo al Estado y con destino a varios grupos familiares 
en condición de vulnerabilidad que por ello mismo no estaban en capacidad de proveérsela. 
La providencia especificó, incluso, la cantidad de litros por persona y el término para 
obtenerlos y también se diseñó un mecanismo para monitorear el cumplimiento efectivo de 
la decisión judicial
344. 
 
En México, la constitución consagra en cabeza del Estado la propiedad de las aguas que se 
encuentren dentro del territorio nacional, aunque atenuada por la potestad de transferir el 
dominio  de las mismas a particulares. Igualmente tiene la tit ularidad de  regentar el uso 
adecuado  de  los  recursos  naturales,  ordenar  los  asentamientos  humanos,  establecer 
provisiones, usos, reservas y destinos de aguas, preservar el equilibrio ecológico
345. Las 
aguas sobre las cuales recae el dominio público son las  de lagunas y esteros que se 
comuniquen permanentemente con el mar; lagos interiores de formación natural, ríos y sus 
afluentes directos o indirectos, manantiales que broten de playas, zonas marítimas, cauces, 
vasos o riveras de los lagos. Las aguas del subsuelo pueden ser utilizadas por el dueño del 
terreno, pero en determinados eventos pueden ser objeto de utilidad común.  Las demás 
aguas que no se enuncian serán parte integrante de la propiedad por la que discurran, pero 
si se transitan por más de una, serán consideradas de utilidad pública
346. El dominio público 
sobre las aguas admite la tramitación de concesiones en virtud de las cuales los particulares 
pueden hacer uso del líquido
347. 
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En el sistema jurídico mexicano, los derechos fundamentales suelen ser llamados garantías 
individuales  y  los  tratados  internacionales  de  derechos  humanos  se  encuentran  en  una 
situación  jurídica  especial,  pues  conforme  a  la  jurisprudencia  de  la  Suprema  Corte  de 
Justicia de la Nación están incorporados al ordenamiento jurídico de tal manera que se 
encuentran por debajo de la constitución federal pero por encima de las leyes federales
348. 
A ese nivel, por ende, estaría incorporada según la doctrina la normativa del derecho 
internacional  de  los  derechos  humanos  contentiva  del  derecho   al  agua  potable, 
fundamentalmente el PIDESC y la Observación General No. 15. No obstante, el acceso al 
agua está específicamente regulado en la constitución mexicana, pero no como derecho 
fundamental
349. De cualquier manera, la aplicabilidad directa de la Observación del Comité 
sobre derecho al agua no parece muy arraigada en la práctica institucional de los operadores 
judiciales mexicanos, pues de hecho una coalición de organizaciones sociales en defensa 
del agua ha planteado la necesidad de llevar c on más claridad al texto constitucional 
mediante una propuesta de reforma
350. 
 
La redacción original de la constitución de 1917, conocida como constitución de Querétaro, 
sugiere que su artículo 27 consagraba el acceso al agua como un derecho, aunque no como 
garantía individual sino como un derecho colectivo: 
 
“[…] los núcleos de población que carezcan de tierras y aguas o no las tengan en cantidad 
suficiente para las necesidades de su población, tendrán derecho a que se les dote de ellas, 
tomándolas  de  las  propiedades  inmediatas,  respetando  siempre  la  pequeña  propiedad 
agrícola en explotación” (subrayado fuera de texto)
351. 
 
Pensar en una consagración del derecho al agua en la constitución de Querétaro no parece 
descabellado, pues se trata en últimas de una cart a política pionera en la incorporación de 
cláusulas sociales, en general una aportación fundamental al constitucionalismo universal, 
aún  antes  de  la  llamada  constitución  de  Weimar.  Con  todo,  el  aparte  transcrito 
posteriormente  fue  derogado.    En  síntesis,  parece  ser  que  las  constituciones 
latinoamericanas analizadas tienden a incorporar el derecho al agua si fueron proferidas con 
posterioridad a la redacción de la Observación General No. 15, es decir luego del año 2002, 
como ocurre con Bolivia y Ecuador.  Las cartas anteriores por el contrario no cuentan con 
una  consagración  explícita  del  derecho  pero  ofrecen  referentes  normativos  para  su 
desarrollo, particularmente por vía de adscripción a otros derechos fundamentales, pues los 
intentos  de  reforma  constitu cional  para  su  inclusión  al  parecer  no  han  sido  muy 
afortunados. 
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4.5. El derecho al agua en la jurisprudencia del sistema interamericano de protección 
de derechos humanos 
 
El Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Protocolo de San Salvador) establece en su 
artículo 11 el derecho a un ambiente sano, según el cual “Toda persona tiene derecho a un 
medio ambiente sano y a contar con los servicios públicos básicos”  entre los cuales la 
doctrina ha contado el derecho al agua
352.  El eje integrador constituido por el derecho al 
medio ambiente sano en relación con los demás derechos humanos constituye la puerta de 
entrada del derecho al agua potable al arreglo interamericano de protección
353. Empero, las 
decisiones alusivas al acceso al agua como derecho no abundan en  su jurisprudencia, a 
pesar de lo cual los casos alusivos a pueblos indígenas son los que tienden a involucrar 
hechos relacionados  con cuestiones ambientales y   de    acceso al agua, principalmente 
mediante  la  protección  de  sus  territorios  colectivos  o  la  disposición  de  medidas  de 
reparación de índole colectiva
354, con fundamento en el derecho a la propiedad consagrado 
en el artículo 21 de la Convención Americana de Derechos Humanos
355. 
 
En el caso de la comunidad Awas Tigni vs. Nicaragua la Corte consideró que la relación de 
aquella con la tierra y sus recursos naturales está protegida por los derechos a la honra, la 
dignidad, la vida,  la libertad de religión, la libre asociación, la libertad de conciencia, la 
protección de la familia, la libertad de circulación y la libertad de residencia, en la medida 
en que la subsistencia de sus miembros depende de las labores de agricultura, caza y  pesca 
que realizan en aldeas cercanas
356. En el mismo sentido, sostuvo que el derecho al uso, goce 
y  disfrute  de  las  aguas  existentes  en  los  territorios  étnicos,  reconocido  en  diversos 
ordenamientos iberoamericanos “debe ser considerado a la hora de interpretar y aplicar la 
Convenci￳n Americana, conforme al ya citado artículo 29. a) de ésta”
357. 
 
En la sentencia del proceso contencioso del Pueblo Indígena Yakye Axa vs. Paraguay fue 
puesta a consideración de la corte una situación en la que los miembros de la comunidad no 
tenían acceso regular y suficiente a agua potable ni a saneamiento básico, a consecuencia 
de falta de garantías para el ejercicio de la propiedad sobre la tierra y los recursos naturales, 
lo que dio lugar a cuadros de desnutrición y otras enfermedades. Por tal motivo, la corte 
sostuvo que: 
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“Las afectaciones especiales del derecho a la salud, e íntimamente vinculadas con él, las 
del derecho a la alimentación y el acceso al agua limpia impactan de manera aguda el 
derecho  a  una  existencia  digna  y  las  condiciones  básicas  para  el  ejercicio  de  otros 
derechos humanos, como el derecho a la educación o el derecho a la identidad cultural En 
el caso de los pueblos indígenas el acceso a sus tierras ancestrales y al uso y disfrute de 
los recursos naturales que en ellas se encuentran están directamente vinculados con la 
obtención  de  alimento  y  el  acceso  a  agua  limpia.    Al  respecto,  el  citado  Comité  de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales ha destacado la especial vulnerabilidad de 
muchos grupos de pueblos indígenas cuyo acceso a las tierras ancestrales puede verse 
amenazado y, por lo tanto, su posibilidad de acceder a medios para obtener alimento y 
agua limpia”
358. 
 
La decisi￳n ordena  al Estado “suministrar, de manera inmediata y periódica, agua potable 
suficiente  para  el  consumo  y  aseo  personal de los  miembros de la  Comunidad”  en  el 
entendido de que el  derecho  “a  la  alimentaci￳n  y  el  acceso  al  agua  limpia 
impactan de manera aguda el derecho a una existencia digna y las condiciones básicas para 
el  ejercicio de otros  derechos  humanos”  y  la  creaci￳n  de  un  fondo  de  desarrollo 
comunitario  a implementar en las tierras  que se llegaren a  entregar al  pueblo  indígena 
Yakye  Axa,  para  el  financiamiento  del  suministro  de  agua  potable  e  infraestructura 
sanitaria
359. Asimismo, considera particularmente importante  suministrar  acceso a agua 
potable suficiente a sujetos vulnerables como los ancianos de la comunidad, no sólo por su 
propia supervivencia, en atención de la garantía a la vida en condiciones dignas, sino 
también la    de la comunidad misma,  ya que  la  transmisión oral de la cultura depende 
principalmente de los adultos mayores
360. 
 
En el caso del Pueblo Saramaka vs. Surinam, la providencia de fondo sostiene que la 
comunidad tiene un fuerte vínculo cultural e  identitario con el territorio que se expresa, 
entre otros aspectos, en el uso ancestral de las aguas presentes en el mismo
361. El tribunal 
internacional considera que el artículo 21 de la  Convención Americana protege el derecho 
de los miembros del pueblo  indígena sobre los recursos naturales necesarios para su 
subsistencia física, en “interconexi￳n” con el derecho de los pueblos indígenas y tribales al 
uso  y goce de las tierras, que en todo caso está sujeto a ciertos límites  y restricciones 
razonables y proporcionales en función de fines democráticos, como todos los derechos de 
la Convención
362. La decisión también ordena la constitución de un fondo de desarrollo 
comunitario para diversos proyectos, entre ellos educación, vivienda y  suministro de agua 
potable
363. 
 
En el caso de la Comunidad Sawhoyamaxa vs.  Paraguay , la Corte ordenó junto con la 
titulación de tierras, adecuarlas en cuanto a la prestación de servicios básicos, incluyendo 
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agua potable e infraestructura sanitaria, por vía  de un fondo administrado por una comisión 
compuesta por un representante de las víctimas, un representante del Estado y un tercero 
designado de común  acuerdo  entre las partes
364. En la decisión sobre el proceso de la 
Comunidad Moiwana vs. Surinam, el fondo de la misma naturaleza que se ordena constituir 
para efectos de reparación sólo cobija programas de educación, vivienda y salud,  sin tomar 
en consideración el acceso al agua apta para consumo humano
365. 
 
 El sistema interamericano de derechos humanos no ofrece mayores evidencias  en materia 
de desarrollo jurídico integral del derecho al agua, aunque algunas decisiones como las 
vistas han sido bastante activas en la prescripción de medidas que materializan el acceso 
efectivo  al  agua  potable  como  necesidad  apremiante  y  conexa  a  varia dos  derechos 
reconocidos en la Convención Americana.  
 
4.6. El derecho al agua en la jurisprudencia de la Corte Constitucional colombiana 
 
La acción de tutela es una herramienta procesal prevista por la constitución de 1991 para la 
protección de los derechos fundamentales, cuando quiera que estos fueren vulnerados o 
amenazados por las autoridades o los particulares en determinados eventos
366. En el fondo, 
es una expresión procedimental de las facultades insertas en la jurisdicción constitucional, 
como mecanismo para controlar el poder político por medio del marco jurídico que impone 
la constitución, vale decir, la protección de la eficacia de las normas contentivas de  los 
derechos fundamentales frente a las decisiones políticas del gobierno, (o en ciertos caso las 
actuaciones de los particulares) garantizando así la supremacía del estatuto superior
367. 
 
La tutela tiene atributos que le son inherentes y le confieren la especificidad que la 
diferencian de otras acciones constitucionales. Se trata de un procedim iento excepcional, 
autónomo, directo, subsidiario, informal, específico e inmediato .  Es    en sí misma  un 
derecho fundamental, al ser la herramienta idónea prevista por el constituyente para el 
amparo de todos los demás derechos fundamentales, no sólo mediante la resolución directa 
de casos sino también por vía de la generación de precedente constitucional, en sede de 
revisión.  La  informalidad  se  encuentra  profundamente  asociada  a  la  prevalencia  del 
derecho sustancial sobre las formas, al tiempo que pos ibilita el acceso por parte de los 
movimientos sociales y organizaciones de la sociedad civil interesadas en la promoción y 
defensa judicial de los derechos sociales. La acción procede bajo dos modalidades, dado su 
carácter subsidiario: cuando el perjudica do no posee de otro medio de defensa judicial, 
evento en el cual el operador imparte una orden de carácter definitivo y cuando existiendo 
medio principal este no es eficaz o carece de idoneidad para evitar un perjuicio que no se 
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pueda remediar. En este último supuesto, el juez profiere una orden de tipo transitorio, 
hasta tanto el juez ordinario se pronuncie.  
 
En la interpretación de la Corte Constitucional, la concepción de Estado Social de Derecho 
impresa en la carta del 91 implica que el modelo organizativo del Estado va más allá de la 
exigencia a este para que no intervenga en la esfera individual de las personas.  Bajo esta 
formulación,  el  aparato  estatal  debe  adoptar  medidas  para  acortar  las  desigualdades 
sociales  y  garantizar  la  igualdad  material,  en  contraposición  a  la  igualdad  formal  del 
Estado liberal. De esta manera, “con el término social se señala que la acción del Estado 
debe dirigirse a garantizarle a los asociados condiciones de vida dignas”
368. Partiendo de 
esta convicción, la protección judicial de los derechos sociales sin duda representa la más 
genuina  expresión  de  la  materialización  del  componente  esencial  del  Estado  social  de 
derecho. De hecho, en un primer momento la jurisprudencia constitucional sostuvo que 
una de las características principales de los derechos sociales fundamentales la constituye 
la posibilidad de ser exigidos por vía judicial: 
 
“Los derechos a prestaciones en sentido estricto o derechos sociales fundamentales son 
aquellos en los cuales el titular del derecho fundamental tiene competencia para exigir 
judicialmente  la  efectividad  de  ese  derecho.  Por  ejemplo,  el  titular  del  derecho  
fundamental a la educación primaria tiene frente al Estado el derecho de exigirle que se 
cumpla con el deber  de dársele tal educación y correlativamente el Estado tiene frente a 
la educación  el  deber  de  darla  en  preescolar  y  en  educación  básica.  Particular 
importancia tiene el derecho a la salud, que también se relaciona con la vida”
369. 
 
Sin duda, la conexidad entre el derecho al agua, -incluso como derecho innominado- y 
otros derechos considerados fundamentales por la constitución es relativamente simple de 
establecer.  Esto  se  puede  constatar  acudiendo  al  auxilio  que  pueden  prestar  otras 
disciplinas como la fisiología y la economía, dado el papel esencial del recurso en casi la 
totalidad  de  las  actividades  humanas  y  en  últimas,  en  la  existencia  misma,  como  lo 
recuerda el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales: 
 
(…)Un abastecimiento adecuado de agua salubre es necesario para evitar la   muerte 
por   deshidratación, para  reducir  el  riesgo de las  enfermedades  relacionadas  con el 
agua y para satisfacer las necesidades de consumo y   cocina  y  las  necesidades  de 
higiene personal y doméstica (…)  El agua es necesaria para diversas finalidades, aparte 
de los usos   personales y domésticos,   y para el ejercicio de muchos de los derechos 
reconocidos en el Pacto.   Por   ejemplo, el agua es necesaria para producir alimentos 
(el derecho a una   alimentación  adecuada)  y  para  asegurar  la  higiene  ambiental  (el 
derecho a la salud). El agua es   fundamental para procurarse medios de subsistencia 
(el derecho a ganarse la vida mediante   un trabajo) y para disfrutar de determinadas 
prácticas culturales (el derecho a participar en la vida cultural). (…) También   debe darse 
prioridad a los recursos hídricos necesarios para   evitar  el  hambre  y  las  enfermedades, 
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así como para cumplir las obligaciones fundamentales   que  entraña  cada  uno  de  los 
derechos del Pacto” (…)
370. 
 
En principio, la Corte Constitucional ha sido cauta en el reconocimiento del derecho al 
agua como fundamental por conexidad,  a pesar de algunas decisiones que se refieren a 
órdenes de reconexión en el suministro o políticas de distribución del líquido al nivel de 
entes territoriales  y que en la práctica han implicado un amparo no reconocido  a esta 
prerrogativa. En efecto, en un caso en el que una mujer demandaba la reconexión del 
servicio  de  agua  necesaria  para  un  tratamiento  médico  apremiante,  que  requería 
condiciones óptimas de aseo,
371 la corte recordó que el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos,  Sociales  y  Culturales  hace  parte  del  bloque  de  constitucionalidad, 
“ampliando  [así]  el  espectro  de  protección  por  vía  de  tutela  de  los  derechos 
fundamentales” y las observaciones del mismo –como la relativa al derecho al agua- son 
criterio válido de interpretación, siendo el acceso al agua un derecho social autónomo
372.  
 
 Sin embargo, en las razones que sustentan la decisión el tribunal se centra en argumentos 
sobre la manera como la orden de recone xión representa una decisión de tutela a los 
derechos  a  la  vida  en  condiciones  dignas,  al  ambiente    y  a  la  salud,  el  primero 
autónomamente y los últimos  en conexidad, pero en ningún caso la protección del derecho 
al agua como fundamental en conexión  a otros derechos, aún cuando el efecto empírico 
que se busca con el fallo –el restablecimiento del servicio de agua- sea el mismo.  
 
En la sentencia SU 442 de 1997, relativa a  la problemática ambiental que afecta a los 
ecosistemas aledaños a la bahía de Santa Marta y a la calidad del agua en la zona, el 
sentido de la decisión se orienta hacia la protección de los derechos a la vida, el ambiente 
sano y la salud, sin mencionar el derecho al agua,  a pesar de que imparte órdenes precisas 
para el manejo y pretratamiento de aguas residuales en la ciudad, así como disposiciones 
sobre  el  alcantarillado  en  varios  barrios  del  distrito.  En  la  sentencia  T-523  de  1994, 
promovida  por una comunidad que padece infecciones dermatológicas por el consumo de 
aguas contaminadas, la corte liga la posibilidad de consumir agua potable al derecho a un 
ambiente  sano,  puesto  que  la  salvaguarda  de  la  pureza  de  las  fuentes  de  agua  es 
considerada parte de la política de aprovechamiento sostenible de los recursos naturales, 
para solucionar el “problema” del agua potable. Es decir que “si hay conexidad entre la 
vulneración del derecho fundamental a la salud y la causa que se señala como afectación 
al medio ambiente, la tutela debe prosperar”
373.  De manera muy tímida, sostiene que “en 
principio, el acceso al agua potable es algo a lo cual tiene derecho una comunidad”  sin 
explorar en ese momento las posibilidades de conexidad con otros derechos considerados 
fundamentales,  puesto  que  se  concentra  en  sostener  que  la  pureza  del  agua  es  un 
componente  de  la  vigencia  del  derecho  a  un  ambiente  sano.  En  similares  términos  se 
pronunció la corte en el fallo T-379 de 1995: 
 
                                                 
370 COMITÉ  DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES. Observación General No. 
15. Op Cit.  
371 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-270 de 2007 M. P. Jaime Araújo Rentería.  
372 Ibíd. p.  17.  
373 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-523 de 1994  M. P.  Alejandro Martínez Caballero. 79 
 
“Siendo el agua, como se ha dicho, un elemento esencial del ambiente, su preservación, 
conservación, uso y manejo está  vinculado con el derecho que tienen todas las personas a 
gozar de un ambiente sano; aparte de que la conservación de la calidad de las aguas, su 
aptitud, disponibilidad y suficiencia para el consumo humano, se consideran esenciales 
para asegurar el goce y vigencia de los derechos fundamentales a la salud y a la vida y los 
demás que se derivan de estos”
374.     
 
En la decisión T-232 de 1993 se discute si la falta de potabilidad del agua representa una 
amenaza al derecho a la vida. La sentencia T-410 de 2003, por su parte, asume que la 
calidad deficiente  en el agua suministrada a una comunidad representa una vulneración a 
los derechos a la vida, la dignidad humana, la salud y el ambiente sano. No obstante, en el 
fallo T-410 de 1993 la jurisprudencia progresa de manera significativa al afirmar que el 
agua potable podría constituir un derecho constitucional fundamental cuando está destinada 
para  el  consumo  humano
375, en la medida en que contribuye a la vida, la salud y la 
salubridad pública, entendiendo además que   no ocurre así cuando se utiliza para otros 
propósitos, de tipo agrícola o industrial.  
 
El suministro de agua también ha sido interpretado como un servicio, que puede tener 
efectos sobre derechos fundamentales como la vida y la salud, más no de manera pre cisa 
como un derecho fundamental por conexidad
376. En este fallo, bastó con el análisis de 
cumplimiento de los requisitos legales sobre la potabilización de aguas para desestimar una 
posible amenaza al derecho a la vida
377, aún cuando impartió orden de protecc ión del 
derecho a la vida mediante la preservación de una fuente de agua como exclusiva para 
consumo humano. Se resalta la consideración del artículo 366 de la constitución de 1991 
como fundamento de la priorización del agua para consumo humano.  
 
En la decisión T-375 de 1996 la fuente jurídica del derecho a acceder al agua se encuentra 
en  la  concesión  administrativa  otorgada  por  la  autoridad  ambiental.  En  ese  orden, 
identifica la ruptura y daño de unas mangueras que distribuyen el líquido como una 
amenaza para la vida y la salud de los pobladores y manda cesar en los actos de ruptura; de 
nuevo, el derecho al agua con entidad propia se encuentra ausente. En otros casos, la corte 
consideró que el funcionamiento defectuoso del saneamiento básico que comprometí a los 
derechos a la salud y la vida daba lugar a la reclamación de eficiencia administrativa y al 
amparo  de  las  prerrogativas  mencionadas,
378  y  que  en  el  evento  de  inundaciones  y 
represamiento de aguas lluvias por falta de alcantarillado causantes de enferme dades hay 
lugar a la protección en sede de tutela del derecho colectivo al  ambiente sano cuando 
amenaza la vida y la salud,  por vía de conexidad establecida en el caso concreto
379. 
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A partir  del año 2008, la jurisprudencia constitucional ha tenido variaciones notables, pues 
la Corte Constitucional reconoció explícitamente la existencia de un derecho fundamental 
al agua potable, amparado en las distintas órdenes que había impartido en casos anteriores 
relacionados con el acceso al recurso.  Así, en la sentencia   T- 888 de 2008, la sala sexta 
de revisión afirmó que: 
 
“el agua potable constituye un derecho fundamental que hace parte del núcleo esencial del 
derecho a la vida en condiciones dignas cuando está destinada al consumo humano. En 
esa línea, entonces, la Corte ha dicho que el derecho al agua puede protegerse por medio 
de la acción de tutela cuando contribuye a la vida, la salud y salubridad de las personas, 
pero  no  lo  es  cuando  está  destinada  a  otras  actividades,  tales  como  la  explotación 
agropecuaria o a terrenos deshabitados. (…) También en sentencias más recientes,  la 
Corte ha mantenido su línea jurisprudencial y ha reiterado que el derecho al consumo de 
agua en condiciones de potabilidad tiene rango fundamental y puede ser protegido por vía 
de tutela cuando existe afectación particular del derecho fundamental o cuando existe un 
perjuicio irremediable que autorice la intervención urgente del juez de tutela, siempre y 
cuando el suministro de agua sea requerido para el consumo humano y no para otras 
necesidades.  (…)  el  agua  potable  constituye  un  derecho  constitucional  fundamental 
cuando está destinada para el consumo humano, pues es indispensable para la vida. Por 
lo  tanto,  como  lo  ha  señalado  esta  Corporación,  la  vulneración  de  este  derecho  es 
amparable a través de la acción de tutela”.(…) Así las cosas, la Corte ha determinado que 
procede la acción de tutela para proteger el derecho fundamental al agua potable cuando: 
i) se demuestre que se requiere para el consumo humano, pues en caso contrario no se 
trata  de  un  derecho  fundamental  y,  por  lo  tanto,  no  debe  utilizarse  este  mecanismo 
procesal  sumarial sino  la  acción  popular; ii) se pruebe que  el  agua que se ofrece al 
accionante y/o a una comunidad determinada se encuentra contaminada o no se presta en 
condiciones aptas para el consumo de las personas y, iii) los usuarios cumplen con los 
requisitos señalados en la ley y los reglamentos para la instalación del servicio público, 
pues este derecho también implica el deber de acatar las normas técnicas especializadas 
para la correcta prestación del    servicio (…)”
380. 
 
 
 En la sentencia T-381 de 2009, la corte se ocupó de una acción de tutela interpuesta por 
una persona que había visto reducir el caudal de las quebradas que suministraban el líquido 
a  un predio de su propiedad, a causa de la construcción de un túnel en el proyecto de 
autopista Bogotá-Girardot. Allí reiteró que el derecho al agua tiene carácter fundamental 
cuando está destinada al consumo humano, “pues únicamente entonces está en conexión 
con el derecho a la vida en condiciones dignas y a la salud”; que la tutela del acceso al 
agua es procedente cuando es indispensable para la preservación de la vida o la salud de las 
personas, frente a autoridades estatales o particulares; que el uso de la tutela desplaza la 
utilización de la acción  popular y que “de conformidad con los criterios interpretativos 
sentados por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el contenido del 
derecho fundamental al agua implica la disponibilidad continua y suficiente de agua para 
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los usos personales y domésticos, la calidad salubre del agua, y la accesibilidad física, 
econ￳mica e igualitaria a ella”
381. 
 
 
Finalmente,  en  la  sentencia  T-546  de  2009,    la  corporación  se  ocupa  del  corte  del 
suministro  de  agua  de  una  familia  de  estrato  uno,  sin  capacidad  de  pago  y  con  hijos 
menores de edad. La decisión recuerda que cuando el agua potable se destina al consumo 
humano  “adquiere  el  carácter  de  fundamental  y  es  susceptible  de  protección  mediante 
tutela”  por  conexidad  con  el  derecho  a  la  vida,  la  salud  y  la  dignidad  de  la  persona 
humana
382. Encuentra además que la jurisprudencia de la Cor te “coincide” con el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y la interpretación que de él 
hace el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y que el medio propicio 
para garantizar el suministro, en un Estado social de derecho, es el sistema de servicios 
públicos domiciliarios. De esta manera, el suministro  no puede ser suspendido en eventos 
de  incumplimiento  en  el  pago  “si  los  efectos  de  la  suspensión  se  concretan  en  un 
desconocimiento  desproporcionado  a  los  derechos  constitucionales  de  sujetos  o 
establecimientos especialmente protegidos o en una grave afectación en las condiciones de 
vida de una comunidad”
383. En consecuencia, decide conceder la tutela, en atención al 
derecho de los niños a recibir una alimentación adecuada, que incluye agua potable,  y 
ordena  garantizar  “el  goce  efectivo  de  una  cantidad  mínima  de  agua  potable  que  les 
permita vivir digna y sanamente”
384, es decir, los derechos al agua potable, la vida y la 
salud  de  los  niños.  Sin  embargo,  a  pesar  de  los  avances  en  el  reconocimiento 
jurisprudencial del derecho al agua, la Corte no eleva la Observación General No. 15 sobre 
el derecho al agua,  a la calidad de componente del bloque de constitucionalidad.  
  
Con anterioridad a la sentencia T-888 de 2008,  las providencias de la Corte Constitucional 
que se ocupaban de asuntos sobre el acceso al agua protegían, por conexidad o de manera 
autónoma,  prerrogativas  diferentes  al  derecho  al  agua  potable,  tales  como  la  salud,  el 
ambiente  sano,  e  incluso  la  vida,  esto  es,    no  el  derecho  al  agua  en  sí  mismo  o  en 
conexidad con alguno de los anteriores.  Siendo así, hasta ese  momento el precedente 
constitucional  no  había  explorado  de  manera  suficiente  las  potencialidades  que  podría 
ofrecer la tutela del derecho al agua como fundamental por conexidad. Con posterioridad a 
dicha decisión, la Corte reconoció el acceso al agua potable para consumo humano como 
un derecho fundamental innominado, en conexidad con los derechos a la salud y a la vida 
en condiciones dignas. 
 
La  posibilidad de proteger el derecho al agua potable en sede de tutela no implica la 
exclusión  de  regulación  jurisprudencial  por  medio  del  establecimiento  de  requisitos 
elementales para su procedencia, relacionados, por ejemplo, con la incapacidad de pago, 
que ha de calcularse en protección al mínimo vital; el carácter mínimo del suministro; el 
equilibrio de los ecosistemas generadores del líquido  y la constatación de la vulneración o 
amenaza de los derechos con los que se estructura la conexidad.  Tampoco representa dejar 
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absolutamente de lado las implicaciones económicas y de política pública que acompañan 
la garantía del acceso al líquido,  pues son aspectos de tipo técnico que no se pueden 
perder de vista para la adopción de los arreglos institucionales que lo hagan viable. 
 
En suma,  la jurisprudencia constitucional colombiana  ha admitido la utilización de la 
acción de tutela para la protección del acceso al agua potable, inicialmente con base en 
otros derechos fundamentales, y recientemente mediante su reconocimiento como derecho 
innominado,  fundamental por conexidad. 
 
Ahora  bien,    el  derecho  al  agua  potable  en  la  jurisprudencia  constitucional  no  se  ha 
relacionado con otro principio consagrado en la carta política: la función ecológica de la 
propiedad.  Esta    constituye  un  innovador  avance  en  la  resignificación  del  derecho  de 
dominio a la luz de las demandas actuales que impone la crisis ambiental a la evolución del 
campo  jurídico,  en  relación  con  el  derecho  a  un  ambiente  sano  y  el  deber  estatal  de 
protección de los recursos naturales
385. Sobre el particular, la corte ha sostenido que: 
 
“Por lo  que respecta a la  función ecológica de la  propiedad, puede  afirmarse que su 
consagración  constitucional  constituye  una  novedosa  respuesta  del  Constituyente  a  la 
problemática planteada por la explotación y uso indiscriminado de los bienes y derechos 
particulares en contra de la preservación del medio ambiente sano, considerado como un 
derecho  y  un  bien  de  la  colectividad  en  cuya  protección  debe  estar  comprometida  la 
sociedad entera (C.P., art. 79)”
386. 
 
El instituto de la función ecológica de la propiedad ha sido desarrollado por el precedente 
como un mecanismo  de contención al ejercicio ilimitado del derecho de dominio, que toma 
en cuenta la vital importancia del entorno natural para la satisfacción de los derechos de 
otras personas.  
 
“Es decir, que con la introducción de la nueva función ecológica se ha incorporado una 
concepción del ambiente como límite a su ejercicio, propiciando de esta manera una suerte 
de “ecologización” de  la propiedad privada,  “porque así como es dable la utilización de 
la  propiedad en beneficio propio, no es  razón  o fundamento  para  que el  dueño cause 
perjuicios a la comunidad como por ejemplo con la tala indiscriminada de bosques, la 
contaminación ambiental, que van en detrimento de otros derechos de los asociados como 
lo son el de gozar de un medio ambiente sano, que en últimas, se traducen en la protección 
a su propia vida”
387. 
 
Por otra parte, la función ecológica ha sustentado la utilización de figuras diseñadas para 
afectar sustantivamente el dominio, como acontece con el mecanismo de extinción, que, 
previo uso de los criterios de proporcionalidad y razonabilidad,  sanciona la falta de uso y 
goce  apropiado,  es  decir,  en  consideración  a  los  límites  sociales  y  ambientales  de    su 
ejercicio. 
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“Pero igualmente es posible la extinción del dominio, en las condiciones que establezca el 
legislador,  cuando  a  pesar  de  que  el  propietario  cumple  con  la  función  económica  
asignada  a  la  propiedad,  desatiende  o  ignora  el  deber  de  preservar  y  restaurar  los 
recursos naturales renovables y, consecuencialmente, viola el derecho que tienen todas las 
personas a gozar de un ambiente sano”
388. 
 
“En  relación  con  la  extinción  de  dominio  por  incumplimiento  de  la  función  social  y 
ecológica de la propiedad privada, hay que decir que el punto de partida para la acción 
estatal no está determinado por la adquisición sólo aparente del derecho en razón de la 
ilegitimidad implícita en el título, pues se está ante un derecho legítimamente adquirido y 
por  lo  mismo  protegido  por  la  Constitución  y  la  ley.    (…)  esta  facultad  tiene  límites 
impuestos  por  la  Constitución  misma,  límites  que  se  orientan  a  que  tales  bienes  sean 
aprovechados económicamente no sólo en beneficio del propietario, sino también de la 
sociedad de la  que hace parte y a que ese provecho se logre sin  ignorar  el  deber  de 
preservar y restaurar los recursos naturales renovables.  Ese es el sentido de la propiedad 
en cuanto función social y ecológica”
389.   
 
En suma, la figura de la función ecológica contribuye a la consideración de los efectos 
ambientales del ejercicio del derecho de dominio y por ende, avanza en la configuración de 
criterios ambientales en el campo jurídico. No obstante, su evolución en el precedente no 
detalla con suficiente especificidad las implicaciones sustantivas de dicha función sobre la 
propiedad. En la misma lógica, tampoco hay un diálogo entre función ecológica y derecho 
fundamental  al  agua  potable  en  el  precedente  constitucional,  a  pesar  de  que  la  Corte 
Constitucional se ha ocupado a espacio, por separado, de ambos temas. Así, su aislamiento 
recíproco también es notorio a nivel  legislativo y reglamentario, pues en dichas esferas no 
parecen existir normas que se ocupen de la relación que podrían tener.  
 
 
4.7. Consagración en el ordenamiento jurídico colombiano  
 
En  Colombia,  no  hay  una  legislación  única  que  integre  la  regulación  de  los  recursos 
hídricos. Las aguas no marítimas son reglamentadas de manera diferenciada a las de los 
mares,  y  la  atmósfera,  que  cumple  un  papel    muy  importante  en  el  ciclo  hidrológico, 
también tiene un régimen jurídico diferenciable.
390 A pesar de que la presente tesis no se 
ocupa de manera global del derecho de los recursos hídricos, es relevante anotar que esta 
distinción hace que no haya integralidad en la regulación de las aguas en Colombia.  
 
Para establecer el cuerpo norm ativo vigente en materia de derecho al agua potable en 
Colombia,  es  necesario  prescindir  de  algunos  aspectos  que  si  bien  pueden  resultar 
familiares, no corresponden de manera precisa a la consideración del acceso al agua como 
garantía de las personas humanas. Por ende, habría que dejar de lado el llamado derecho de 
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aguas, en lo relativo a su propiedad, las servidumbres para su tránsito y el régimen de 
vertimientos, en tanto no consagren el derecho al agua, al igual que ocurriría con el derecho 
sobre la propiedad agraria en extenso, si se tratara  de reflexionar sobre el derecho a la 
tierra. De nuevo, esto no significa descartar a priori eventuales vínculos del derecho al agua 
con el derecho ambiental como metodología para una lectura en clave de ecologización. 
Para el efecto,  se propone  mapear las disposiciones positivas relacionadas con el derecho 
subjetivo al agua en tanto derecho humano y/o fundamental, partiendo  del análisis de  las 
normas de menor jerarquía, hasta llegar a  la constitución. 
 
En Colombia, al estar centralizada la función legislativa en el Congreso de la República, 
por regla general, y en el gobierno  nacional por excepción, los acuerdos de los Concejos 
Municipales y Distritales tienen la naturaleza de actos administrativos, controlables en sede 
judicial  por  la  jurisdicción  contencioso  administrativa
391. El acuerdo No. 347 de 2008, 
expedido por el Concejo Distrital de Bogotá D.C. establece los lineamientos de la política 
pública del agua en la capital, con el objeto de conservar el equilibrio del ciclo hidrológico 
y satisfacer las necesidades presentes sin comprometer las futuras. Para ello, se establece un 
deber gradual de llevar una cantidad mínima de agua a todas las personas para la vida en 
condiciones  dignas,  “conforme  a  lo  establecido  en  la  constituci￳n  política  y  la  ley”
392. 
Contempla  la  garantía  de  disponibilidad,  calidad  y  accesibilidad  del  agua  potable  para 
niños,  niñas,  infantes  y  adolescentes  como  un  derecho  y  establece  como  lineamientos 
estratégicos  i)  la  eficiencia  y  ahorro  del  agua;  ii)    estándares  de  calidad;  iii)  tasas 
ambientales del agua; iv) gestión integrada con la región; v)incorporación  al sistema de 
cuentas de la ciudad; vi) reutilización; vii) aprovechamiento de aguas ;lluvias y viii) manejo 
sostenible de cuencas
393. 
 
El decreto 1575 de 2007 establece el sistema para la protección y control de la calidad del 
agua para consumo humano, vinculante para todas las personas que suministren agua para 
dicha destinación, exceptuando el agua envasada y las autoridades ambientales y sanitarias, 
así como a las direcciones territoriales de salud, mediante control basado en criterios de 
características físicas, químicas y microbiológicas que puedan incidir en la salud de las 
personas
394. Asigna obligaciones en la materia a los Ministerios de Protección Social y de  
Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, la Superintendencia de Servicios Públicos, el 
Instituto Nacional de Salud y las entidades prestadoras del servicio.  Los usuarios, a su vez, 
tienen  la  responsabilidad  de  m antener  en  adecuadas  condiciones  la  infraestructura 
intradomiciliaria. Se trata de una norma pensada para garantizar la calidad del agua que se 
consume  en  el  país,  mediante  instrumentos  como  el  índice  de  riesgo  de  calidad,  la 
información sobre sustancias potencialmente tóxicas, la articulación entre el Subsistema de 
Calidad de Agua Potable y el Sistema Único de Información de Servicios Públicos, el 
Informe Nacional de la Calidad del Agua para Consumo Humano, la elaboración de planes 
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de contingencia y sistemas de alarma
395.  Este decreto derogó el 475 de 1998, que expedía 
normas técnicas sobre calidad del agua, sin pretensiones de  crear un sistema en la materia. 
 
El régimen de propiedad del agua en Colombia, sea privada o pública, no contempla un 
derecho fundamental a su acceso.  Por disposición general la nación es propietaria de las 
aguas de uso público, es decir, aquellas que no constituyen propiedad privada
396.   Esto 
significa que en Colombia los derechos de dominio sobre las aguas  se clasifican en aguas 
de dominio público y aguas de dominio privado, tal como lo reconoce el decreto 1541 de 
1978, que  además consagra que el dominio sobre  las aguas de uso público  no implica 
usufructo como bienes fiscales,  es imprescriptible   y su enajenación constituye objeto 
ilícito
397.  Así,  en general las aguas serían de dominio público, lo que más allá de un 
derecho de propiedad sería más bien una potestad estatal para excluir el recurso del tráfico 
jurídico y comercial
398.  Sin embargo, conforme al artículo 677 del Código Civil   en 
Colombia
399 es posible la propiedad privada sobre las aguas, siempre y cuando estas nazcan 
y mueran dentro de una misma heredad,  comprendiendo que nacen si brotan naturalmente 
a la superficie y mueren si se evaporan por completo o desaparecen bajo  el suelo. En ese 
orden de ideas, no pueden ser aguas privadas las que salen de la propiedad en la que nacen 
o  “confluyen    a  otro  curso  o  depósito  que  sale  o  se  extiende  fuera  de  la  heredad  de 
nacimiento”
400.  La regla general es que las aguas sean de dominio público y cuando no se 
dice nada al respecto, se entiende que tienen tal calidad. Por ende, el dominio privado es la 
excepción a la regla. Este se extingue si el propietario no hace uso de las aguas durante tres 
años continuos
401. 
 
La constitución política no consagra el acceso al agua como un derecho, aunque contempla 
disposiciones relacionadas con la garantía del saneamiento (Art. 49), el derecho a gozar de 
un medio ambiente sano (Art. 79), el logro del bienestar general y el mejoramiento de las 
condiciones de vida de la población mediante la solución de las necesidades insatisfechas 
en materia de saneamiento ambiental y agua potable (Art. 366). Ni el componente de 
derechos fundamentales ni el relativo a derechos sociales del estatuto superior traen consigo 
la consideración del derecho al agua potable. Ahora bien, como se expuso anteriormente, la 
jurisprudencia constitucional interpretó que el acceso al agua es un derecho innominado y 
fundamental por conexidad.  Por otro lado, el precedente no ha incluido la  Observación 
General No. 15 sobre el derecho al agua en el bloque de constitucionalidad en sentido 
estricto. Esto obedecería a que  dichos pronunciamientos  tan  sólo operan como criterios 
hermenéuticos para establecer  el alcance de cláusulas constitucionales
402.  En particular,  
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las observaciones del Comité del Pacto Internacional de  Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales,  instrumento que hace parte del bloque de constitucionalidad,  son “criterio 
válido de interpretación del Pacto,  cumpliendo así una función de complementariedad del 
marco  normativo  de  los  derechos  fundamentales  que  se  consideran  vulnerados”
403.  La 
Observación General No. 15 sobre derecho al agua, tendría dicho estatus dentro del sistema 
jurídico colombiano.  
 
4.8. El referendo constitucional aprobatorio por el derecho al agua  
 
En el panorama político colombiano se está desarrollando una iniciativa para la inclusión 
del derecho al agua como fundamental y el recurso como bien público en la constitución, 
por vía de referendo constitucional aprobatorio
404. Se trata de un esfuerzo del movimiento 
social colombiano que consta de varias etapas. La construcción de una línea base sobre el 
estado de los ecosistemas generadores de agua; doce foros regionales para la discusión de 
dicha  línea  base  y  doce  campa￱as  regionales  en  torno  a  un  “caso  símbolo”  por  su 
importancia  para  la  gestión  de  los  recursos  hídricos
405.  De  manera    simultánea,  se 
promovieron de forma  transversal la construcción de alianzas, redes y acuerdos políticos 
interorganizativos
406. Así, el proceso es fruto del trabajo de indígenas, afrocolombianos, 
usuarios  de  servicios  públicos,  sindicatos,  ambientalistas  y  gestores  de  acueductos 
comunitarios,  en el contexto de un país con abundantes recursos hídricos que empieza a ser 
“objeto  de  interés  por  parte  de  transnacionales  con  intereses  en  la  geopolítica  del 
agua”
407.   
 
 El  trámite  del  referendo  está  regulado  por  la  constitución  y  por  la  ley  134  de  1994. 
Conforme al artículo 33 de esta norma,  el gobierno o un grupo de ciudadanos no menor al 
5% del censo electoral, podrán solicitar al Congreso que someta a consideración, mediante 
ley que demanda la aprobación de ambas cámaras, un proyecto de reforma constitucional. 
Para su aprobación, es preciso que más de la mitad de los sufragantes, cuyo número debe 
exceder  a  la  cuarta  parte  del  censo  electoral,  voten  afirmativamente
408. Asimismo, el 
referendo debe realizarse dentro de los seis meses siguientes  a la presentación de la 
solicitud,  previa  remisión  de  los  respectivos  formularios  con  los  respaldos   ante  la 
Registraduría, por parte de los impulsores de la iniciativa
409. Esta figura tiene un control 
constitucional  previo  por  vicios  de  trámite  y  de  competencia  y  la  certificación  del 
cumplimiento del censo electoral está a cago de la Registraduría
410.  
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La  propuesta  de  reforma  contiene  un  amplio  espectro  de  normas  que  se  ubican 
temáticamente alrededor de dos ejes: la consideración del acceso al agua como un derecho 
y la consagración de su propiedad como un bien de naturaleza pública. En ambos casos, 
prescribe una serie de obligaciones a cargo del Estado.  
 
El referendo propone adicionar al título I sobre principios fundamentales, una prescripción 
relacionada con la protección del agua en todas sus manifestaciones, dada su esencialidad 
para la vida de las generaciones presentes y futuras y la consideración del recurso como 
bien común
411.  En el mismo sentido, proponen la consagración del derecho humano al 
agua dentro del capítulo sobre derechos fundamentales, en los siguientes términos: 
 
“Título II capítulo I. De los derechos fundamentales. Artículo nuevo de la constitución: El 
acceso al agua potable es un derecho humano fundamental. El Estado tiene la obligación 
de suministrar agua potable suficiente a todas las personas, sin discriminación alguna y 
con equidad de género. Se debe garantizar un mínimo vital gratuito”
412. 
 
En el  título de derechos económicos, sociales y culturales, promueven la inclusión de un 
parágrafo adicional al artículo 63, relativo a los bienes de uso público
413. En tal virtud, 
pretende consagrar las  aguas como bien público, y prescribe protección para las que se 
encuentren en territorios colectivos y para sus usos culturales
414.  Finalmente,  el capítulo 
III del título II, relativo a los derechos colectivos y del ambiente tendría un nuevo parágrafo 
en el artículo 80,  -que se ocupa de la planificación estatal del manejo de los recursos 
naturales-
415 que elevaría a rango constitucional la protección de ecosistemas estratégicos 
para el ciclo ecohidrológico, conciliando el equilibrio ecosistémico con e l uso sustentable 
del líquido
416.  
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413 COLOMBIA. Constituci￳n política de 1991. Art. 63. “Los bienes de uso público, los parques naturales, 
las tierras comunales de grupos étnicos, las tierras de resguardo, el patrimonio arqueológico de la Nación y 
los demás bienes que determine la ley, son inalienables, imprescriptibles e inembargables”. 
414 “Parágrafo nuevo para el artículo 63 de la constitución.  Todas las aguas, en todas sus formas y estados, 
los cauces, lechos y playas, son bienes de la nación, de uso público. Se respetará una franja de protección de 
los cauces de ríos, lagos y humedales. Las aguas que discurren o se encuentren en territorios indígenas o en 
los territorios colectivos de las comunidades negras son parte integrante de los mismos. Se garantizará 
además  el  valor  cultural  del  agua  como  elemento  sagrado  en  la  cosmovisión  de  los  grupos  étnicos”.  
COMITÉ NACIONAL EN DEFENSA DEL AGUA Y DE LA VIDA. Op Cit,  p. 15. 
415 COLOMBIA. Constituci￳n política de 1991. Art. 80.  “El Estado planificará el manejo y aprovechamiento 
de  los  recursos  naturales,  para  garantizar  su  desarrollo  sostenible,  su  conservación,  restauración  o 
sustitución.  Además, deberá prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental, imponer las sanciones 
legales  y  exigir  la  reparación  de  los  daños  causados.   Así  mismo,  cooperará  con  otras  naciones  en  la 
protección de los ecosistemas situados en las zonas fronterizas”.  
416 “Parágrafo nuevo para el artículo 80 de la constituci￳n. Los ecosistemas esenciales para el ciclo del agua 
deben gozar de especial protección por parte del Estado y se destinarán prioritariamente a garantizar el 
funcionamiento  de  dicho  ciclo,  sin  vulnerar  los  derechos  de  las  comunidades  que  tradicionalmente  los 
habitan, procurando modelos de uso sustentable, de tal manera que se disponga de agua abundante y  limpia 
para todos los seres vivos” COMITÉ NACIONAL EN DEFENSA DEL AGUA Y DE LA VIDA. Op Cit,  p. 
16. 88 
 
 
Por otra parte, se intenta la reforma del  título XII de la  constitución  sobre el  régimen 
económico y la hacienda pública, con el fin de que el servicio de saneamiento sea prestado 
por el Estado o por comunidades organizadas
417.  Este punto dio lugar a un intenso debate 
al interior del movimiento impulsor del referendo, pues algunos sectores objetaban que la 
posición de respaldo a la gestión comunitaria privada debilitaba la intención de mantener el 
recurso como bien público y su prestación como deber a cargo del Estado. Según este punto 
específico de la iniciativa,  la gestión no podría tener ánimo de lucro y será objeto de 
control  ciudadano.  Esto  implica,  que,  en  la  práctica,  los  servicios  de  acueducto  y 
alcantarillado serían una excepción a la regla general que permite la prestación de servicios 
públicos con ánimo de lucro a particulares
418, conforme al artículo 365 de la carta política.  
 
El referendo por el derecho al agua es una iniciativa ciudadana que refleja un esquema 
jurídico  de acceso a los recursos hídricos altamente garantista, pensado en clave de justicia 
social (expresada en la idea de suministro vital mínimo)  equidad de género y perspectiva 
ecológica (en razón de la elevación del equilibrio ecosistémico en el ciclo hidrológico como 
bien jurídico protegible  a nivel constitucional). Su contenido además parece acorde con los 
principios y valores generales que orientan la cláusula de Estado social de derecho propia 
de la constitución de 1991, entre ellos el mandato d e igualdad material y la vida en 
condiciones  dignas.  No  obstante  lo  anterior,  dicha  iniciativa  no  hace  parte  aún  del 
ordenamiento jurídico colombiano, pues no ha sido aprobada en debida forma,  y por 
consiguiente no será considerada para este estudio como  componente válido del cuerpo 
normativo vigente sobre derecho al agua en Colombia.  
 
A la fecha de redacción de la presente tesis, el referendo se encuentra en trámite bajo la 
convocatoria del proyecto de ley No. 171 de 2008, en la que el Congreso de la República, a 
través de la comisión primera de la Cámara de Representantes,   modificó sustancialmente 
la iniciativa ciudadana,  situación  ha  generado  el  rechazo  de  sus  promotores
419.    Las 
reformas,  promovidas por el gobierno, saltan a la vista. En primer lugar, el estado actual 
del proyecto de acto legislativo ya no habla de acceso al agua como derecho humano 
fundamental sino de “condici￳n esencial de la vida humana”
420, lo que de entrada sustituye 
                                                 
417 “Parágrafo nuevo del artículo 365 de la carta política.  El servicio de acueducto y alcantarillado será 
prestado  en  forma  directa  e  indelegable  por  el  Estado  o  por  comunidades  organizadas.  Las  entidades 
estatales o comunitarias que se organicen para dicha prestación no tendrán ánimo de lucro y garantizarán la 
participación ciudadana, el control social y la transparencia en el manejo de los recursos y demás aspectos 
de la operación. Las comunidades organizadas para la prestación de estos servicios se fundamentarán en la 
autogestión, para lo cual todos sus integrantes acordarán las modalidades de gestión económica necesarias 
para su funcionamiento. Dichas comunidades recibirán apoyo del Estado para garantizar la cobertura y 
potabilidad del agua que suministren”. Ibid, p. 22.   
418 Ibid.  
419 COMITÉ NACIONAL EN DEFENSA DEL AGUA Y DE LA VIDA.  Carta de protesta ante la plenaria de 
la Cámara de Representantes. Bogotá: 15 de mayo de 2009. [en línea].  [Consultado el 2 de octubre de 2009].  
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antes-la-plenaria-de-la-camara-de-representantes&catid=37:informes&Itemid=58. 
420 CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Proyecto de ley No. 171 de 2008, Cámara. “Por medio del cual se 
convoca a un referendo constitucional para consagrar el derecho al agua potable como fundamental y otras 
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totalmente el  sentido  esencial de la iniciativa, signada por un enfoque  de derechos.  El 
nuevo  texto  retira  la  alusión  a  la  gratuidad  del  suministro  mínimo
421  y  desconoce 
parcialmente el derecho a la propiedad colectiva de las  comunidades negras e indígenas 
sobre las aguas que discurren en sus territorios, al incluir una mención a la prevalencia del 
“interés general” y a los derechos del Estado sobre esos recursos
422. Esta restricción que 
aplica a la propiedad colectiva  étnica no es extendida a   la propiedad privada sobre las 
aguas de personas particulares que no pertenecen a comunidades étnicas,  permitida por  el 
artículo  667  del  código  civil   si  la  fuente  nace  y  muere  en  una  misma heredad .  La 
modificación parlamentaria del esfuerzo de la sociedad civil por constitucionalizar el 
derecho al agua probablemente tendrá por efecto que la bancada oficialista permitirá que el 
trámite de la iniciativa continúe, aunque vaciada en buena parte del contenido que quiso 
imprimirle el respaldo ciudadano que la llevó hasta el Congreso de la República.  
Capítulo 5.  Exigibilidad  política del derecho al agua 
 
La  exigibilidad  política  del  derecho  al  agua  muestra  importantes  coincidencias  con  los 
esfuerzos de reclamación de otros derechos sociales, al menos por las siguientes razones:              
i)  identidad  de  actores,  pues  los  agentes  que  están    involucrados  en  iniciativas  de 
promoción  del  acceso  al  agua  también  suelen  estar  relacionados  con  movimientos  de 
reivindicación  de  otros  derechos  prestacionales;  ii)  directamente  relacionado  con  lo 
anterior,  identidad  de  estrategias;  y  iii)  coexistencia  con  contextos  de  inequidad 
pronunciada y demandas por redistribución. Por ende, la reflexión sobre las estrategias de 
exigibilidad  de  los  derechos  sociales  en  general  vale  para  la  reclamación  política  del 
derecho al agua potable y las lecciones que arrojan aquellas son pertinentes para esta tesis. 
De hecho, con mucha frecuencia las redes que se preocupan por la exigibilidad política del 
derecho  al  agua  suelen  estar  agrupadas  temáticamente  en  el  ámbito  más  general  de  la 
promoción y defensa de los derechos económicos, sociales y culturales
423 y sus eventos de 
activismo en defensa de acceso al líquido colisionan con coyunturas de liberalización de 
mercados  y  disminución  del  protagonismo  del  Estado  en  la  prestación  de  servicios 
esenciales que comprometen la existencia en condiciones dignas de la población
424. 
5.1. Críticas a la exigibilidad política de los derechos sociales 
 
La  legitimidad  de  la  exigibilidad  política  de  los  derechos  sociales  como  estrategia  de 
reclamación    resulta  más  simple  de  defender  que  la  exigibilidad  jurídica,  entre  otras 
razones,  debido  a  que  el  ámbito  político  es  visto  como  el  escenario  propicio  para  las 
                                                 
421 Ibid. 
422 Ibid.  
423 Así ocurre con la Plataforma de Interamericana de Derechos Humanos, Democracia y Desarrollo, enfocada 
en derechos  económicos, sociales y culturales, espacio de coordinación de 9 capítulos nacionales de 
organizaciones de la sociedad civil  que “promueve la plena vigencia y realización de los derechos humanos; 
trabaja por la construcción de sociedades en las que la economía, la cultura y la política estén al servicio de 
la dignidad humana, la equidad, el respeto a la diversidad y el medio ambiente, y por una integración basada 
en la democracia, la inclusión y la justicia social”. PLATAFORMA INTERAMERICANA DE DERECHOS 
HUMANOS, DEMOCRACIA Y DESARROLLO [en línea]. Disponible en http://www.pidhdd.org/ 
424 AMIGOS DE LA TIERRA INTERNACIONAL. Agua con justicia para todos. Resistencia mundial y local 
contra el control empresarial y la mercantilización del agua. Amsterdam: Secretariado Internacional, 2003. 90 
 
discusiones sobre distribución e imposición de prestaciones a cargo del Estado,  pues  en 
principio es dentro del parlamento donde se deberían  debatir  los problemas de la justicia 
distributiva
425.  Con todo, no por ello la exigibilidad política ha estado exenta de críticas, 
que van desde el liberalismo más clásico hasta la izquierda radical, que con frecuencia  
enfrentó a la socialdemocracia y las políticas de bienestar con más encono que a otras 
posturas que podrían considerarse políticamente más distantes, atribuyéndoles un carácter 
desmovilizador
426.  Estas críticas deben ser ubicadas en su contexto de apreciación respecto 
del liberalismo. Desde una primera vertiente   el liberalismo es visto  como una conquista 
valiosa  frente  al  despotismo  monárquico,  pero  lo  juzgan  insuficiente  frente  a  las 
necesidades de las “condiciones materiales de vida”.  Otro tipo de crítica,  más cercana a la 
tradición marxista, observa al constitucionalismo liberal y su carta de derechos como una 
herramienta  de  encubrimiento  de  las  relaciones  de  dominación  que  subyacen  al 
capitalismo
427. Frente a ambos grupos de críticas, el constitucionalismo libera l responde 
con la fórmula de Estado social de derecho consagrado en muchas constituciones, entre 
ellas la colombiana. Puede afirmarse que el elemento que caracteriza a este tipo de Estado, 
y que lo diferencia del Estado liberal de derecho, es la inclusión  de los derechos sociales y 
la  valoración  de  la  igualdad  material.  Las    cl áusulas  sociales  de  las  constituciones 
predominantemente liberales han sido percibidas como un intento del liberalismo por 
desactivar tentativas de transformación social mucho más radicales
428. La crítica marxista a 
los derechos sociales sostendría que  su consagración y exigibilidad, a través de los 
mecanismos  constitucionales  y  en  tanto  prerrogativas  previstas  en  cartas 
predominantemente  liberales,  representan  una  estrategia  de  desactivación  de  los 
movimientos de masas, que podrían obtener cambios profundos en la sociedad y sus 
relaciones de producción si no se distrajeran en la cuestión de la exigibilidad de derechos 
consagrados en textos que se derivan de la idea de un contrato socia l. Bajo este supuesto, 
las  clases  explotadas  deben  abandonar  la  idea  de  reclamar  derechos  sociales 
constitucionales y concentrar sus esfuerzos en mutar de raíz el sistema
429. 
 
Otra  de  las  críticas  a  la  exigibilidad  política  de  los  derechos  sociales  se  endere za 
concretamente contra la reclamación por medio de la movilización social, más allá de las 
vías  previstas  estrictamente  por  la  institucionalidad  (fundamentalmente  los  partidos 
políticos,  mecanismos de participación ciudadana  y cuerpos de control político   a la 
administración). En ella se ve una amenaza a la estabilidad institucional y a los derechos 
individuales, que pueden verse afectadas por el activismo de las masas. Tales  derechos del 
individuo, al ser fundamentales, deben ser salvaguardados frente a  la presión del querer 
mayoritario,  y  dicha  salvaguarda  constituye  una  garantía  de  mantenimiento  de  la 
democracia.  
 
No obstante lo anterior, existen argumentos a favor de la exigibilidad política de los 
derechos sociales.  El primero de ellos da cuenta de  razones históricas: Los derechos 
sociales  surgen  como  la  concreción  de  conquistas  de  diversos  sujetos  políticos,  que 
                                                 
425  UPRIMNY Rodrigo. Legitimidad y conveniencia del control constitucional a la economía. Op Cit.   
426 GARCÍA VILLEGAS Mauricio et al. Teoría constitucional. Surgimiento d el constitucionalismo moderno 
Bogotá: p. 273. 
427 Ibid.  
428 Ibid.,  p. 274.  
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ofrecieron luchas contra Estados y grupos de poder que se resistían a las demandas por  
redistribución. Una vez obtenidos, dichos derechos alcanzaron positivización, haciéndose 
vinculantes  para  los  Estados  sujetos  a  las  constituciones  y  tratados  en  los  que  fueron 
consagrados. En ese orden, los derechos sociales tendrían una naturaleza “reivindicatoria”, 
que debe ser refrendada mediante su reclamación politizada permanente. Por lo tanto, para 
la vigencia de los derechos sociales, no sólo es posible, sino también necesaria la continua 
exigibilidad política. De lo contrario, su efectividad podría caer en el vacío
430. 
 
En consonancia con el argumento anterior, otra razón para decir sí a la exigibilidad política 
de los derechos sociales radica en la concepción según la cual su vigencia es un asunto que 
no concierne al Estado de manera exclusiva, sino antes bien a toda la sociedad
431.  En dicho 
proceso tiene lugar una compleja sumatoria de acciones sociales donde múltiples agentes 
intervienen desde diferentes aristas, lo que da lugar a una especie de foro permanente en el 
que  toman parte los sectores democráticos, garantizando así la participación socia l en la 
defensa de los derechos y la construcción de una ciudadanía deliberante e informada
432. 
Asimismo,  se sostiene que la reclamación política de los derechos sociales constituye una 
expresión  de  la  acción  colectiva  de  los  movimientos  sociales,  lo  que  im plica  un 
fortalecimiento del ejercicio de la ciudadanía. Por lo tanto, la defensa de aquellos comporta 
un robustecimiento de la democracia e incentiva en  los ciudadanos la necesidad de tomar 
parte en los asuntos públicos. La exigibilidad política de los d erechos sociales ofrece la 
oportunidad para que la población en protesta social haga tránsito hacia su estructuración 
como  movimiento    social,  en  el  que  existirían  los  siguientes  elementos:  i)  carácter 
colectivo; ii) índole movilizadora; iii) propósito de  impedir o provocar un cambio social 
fundamental; iv) operación con cierta continuidad; v) alto grado de integración simbólica; 
vi) baja especificidad de roles; e vii) inestabilidad constitutiva
433. 
 
Finalmente, el argumento más fuerte a favor de la reclamación de los derechos sociales  en 
el ámbito de la política es que este constituye el escenario más propicio, e incluso natural, 
de su exigencia. Esto responde a la constatación de que es el parlamento el espacio donde 
se adoptan las determinaciones sobre destinación de recursos, bienes y disposición del 
gasto público, resolviendo así las críticas que se enderezan contra la reclamación en sede 
judicial  de  los  derechos  prestación,  fundadas  especialmente  en  la  alegada  falta  de  
legitimidad democrática de los jueces para ello, dado que no son elegidos popularmente. La 
defensa del derecho al agua encaja dentro de dicha modalidad política de reivindicación, 
expresada en Colombia, principalmente, en el Comité Nacional en  Defensa del Agua y de 
la Vida
434. 
 
                                                 
430  MARTÍNEZ  David.  (Ed.)  Para  exigir  nuestros  derechos:  Manual  de  exigibilidad  en  DESC.  Bogotá: 
Plataforma Interamericana  de Derechos Humanos, Democracia y Desarrollo. Ed. Antropos. 2004,  p. 19.  
431 Ibid.  
432 DE FRANCISCO Andrés. Ciudadanía y Democracia: Un enfoque republicano.  Madrid: Catarata, 2007. 
433 URAN Omar Alonso. Elementos a considerar en la acción colectiva o movimiento social por la defensa de 
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5.2. Estrategias de exigibilidad política de los derechos sociales  
 
La  disputa  política  por  los  derechos  sociales  se  enfrenta  a  varios  escenarios  posibles, 
favorables  o  no  a  sus  objetivos  y  muy  ligados  a  la  coyuntura  política,  que  han  sido 
categorizados  como  Estructuras  de  Oportunidad  y  Riesgo  Político  (EORP)
435.  Dichos 
escenarios comprenden dentro de  los elementos a considerar la posibilidad de ganar a 
terceros,  la  consideración  del  sistema  legal  y  su  grado  de  permisividad  frente  a  l as 
expresiones  de  movilización.  Tales  estructuras  pueden  ser  entonces:  i)  abiertas,  ii) 
semiabiertas, iii) cerradas y  iv) semicerradas, dependiendo de la capacidad y/o disposición 
del  sistema  político  de  incorporar  las  demandas  ciudadanas  en  torno  a  los  d erechos 
sociales
436.  En función  de dichos escenarios, los sujetos exigentes tendrán mayor o menor 
grado de resonancia política, social y cultural, teniendo cuidado de priorizar los recursos en 
función del ámbito de resonancia en la que se quiera generar mayor impacto.  
 
Existen diferentes estrategias de exigibilidad política de los derechos sociales, que podrían 
clasificarse en institucionalizadas y no institucionalizadas dependiendo de su observancia 
expresa  en  los  regímenes  jurídico  políticos,  sin  perjuic io  de  la  tolerancia  que  otras 
categorías  de  derechos  habiliten  respecto  de  determinadas  formas  de  exigibilidad 
consideradas como no institucionalizadas (como por ejemplo la que permite libertad de 
expresión respecto de las marchas callejeras, que no están expresamente institucionalizadas 
como vías de reclamación); una de ellas es la incidencia.  Con la constitución de 1991, la 
participación ciudadana en el ámbito de la formación de la legislación y las políticas 
públicas dio un vuelco significativo. La incidencia, también conocida como cabildeo o bajo 
la fórmula del anglicismo lobby, tiene origen en la Cámara de los Comunes en Inglaterra, 
donde se reunían representantes de los gremios para influir sobre los parlamentarios, con el 
propósito de que no los perjudicaran con las decisiones que adoptaban
437. Posteriormente, 
con  el  surgimiento  de  la  cooperación  internacional  y  las  organizaciones  no 
gubernamentales, surgi￳ el fen￳meno de una incidencia en “interés general”,  que pretende 
tener ascendencia sobre la formación de las leyes y las políticas públicas con el propósito 
de promover la vigencia de los derechos humanos y la democracia. 
 
La    incidencia  es  un  concepto  en  permanente  transformación  sobre  cuyo  contenido  y 
alcance  no  hay  consenso.    Puede  entenderse  como  una  estrategia  a  largo  plazo  cuya 
finalidad consiste en transformar la posición de los espacios de toma de decisiones respecto 
de un asunto determinado
438. También ha sido definida como: 
 
“los esfuerzos planificados por parte de la ciudadanía organizada en su afán de influir 
políticas y programas gubernamentales a través de la persuasión y la presión social. La 
incidencia política es el medio por el cual individuos, grupos o sectores de la sociedad civil 
se involucran en procesos políticos para hacer valer sus intereses particulares y, al mismo 
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436 Ibid. 
437 ALFONSO PIÑEIRO Armando El quinto poder: teoría y práctica del cabildeo. Buenos Aires: Ediciones 
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438 Al respecto ver GARCÍA HEREDIA Irma et al. La incidencia: Un mecanismo eficaz de exigibilidad de los 
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tiempo,  volver  a  los  gobiernos  más  responsables,  transparentes  y  abiertos  a  la 
participación ciudadana”
439. 
 
La incidencia en tanto estrategia de exigibilidad de los derechos prestacionales ha adquirido 
un  cariz    de  “interés  general”,  que  va  más  allá  de  su  concepci￳n  como  táctica  de 
salvaguarda de intereses gremiales. Busca algún grado de transformación de las relaciones 
de  poder  en  una  sociedad  y  puede  resultar  especialmente  útil  en  términos  de 
empoderamiento  de sectores  históricamente marginados.  Durante su  desarrollo, resultan 
claves  cuatro  factores  para  una  buena  estrategia  de  incidencia:  i)  legitimidad,  ii) 
credibilidad, iii) transparencia e v) identificación de fortalezas
440. En el mismo sentido, 
deben observarse varias etapas para el correcto desenvolvimiento de las estrategias: i) 
visión de la sociedad; ii) análisis del problema; iii) definición del problema; iv) análisis de 
correlaciones de poder; v) planeación de la estrategia; vi) cabildeo o lobby propiamente 
dicho;  vii) implementación de las estrategias; viii) evaluación del impacto de incidencia; y 
ix)  aplicación  de  las  lecciones  aprendidas  en  procesos  anteriores
441.  En  el  caso  del 
referendo por el derecho al agua, el comité promotor de la iniciativa ha intentado acciones 
de  cabildeo  contra  la  modificación  realizada  por  el  Congreso  del  contenido  de  la 
propuesta
442.  
 
Otra ruta de exigibilidad política de los derechos sociales  se encuentra en el manejo de la 
opinión  pública,  realizada  fundamentalmente  a  través  de  l os  medios  masivos  de 
comunicación, con  el fin de influenciar la manera  en que los sujetos individuales  y 
colectivos  conciben  los  derechos  sociales.  La  formación  de  opinión  pública  busca 
ambientar un clima propicio para el avance de otras iniciativas de r eclamación, pues los 
resultados que arrojan  las encuestas de percepción sin duda inciden en las decisiones de los 
gobiernos. Para una buena estrategia de opinión pública como mecanismo de reclamación 
de los derechos sociales es  necesario :  i) definir un m ensaje que se quiere transmitir;                     
ii) determinar el auditorio al que se quiere dirigir; iii) optar por un canal determinado;                  
iv)    validar  y  evaluar    los  materiales  a  comunicar ;  y  v)  aprovechar    las  relaciones 
públicas
443. Otra modalidad de reclamación política de los derechos sociales se observa en 
el seguimiento y monitoreo de las políticas públicas por parte de la sociedad civil y sus 
distintas formas de organización. Mediante ella, se obtienen elementos de juicio para l a 
construcción de posiciones frente a las políticas públicas de los Estados en materia de 
garantía de los derechos sociales
444.  
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La  exigibilidad  política  de  los  derechos  sociales  como  estrategia  comprende  que  la 
reclamación  judicial  por  sí  sola  es  necesaria  pero  insuficiente,    apunta  ante  todo  a  la 
reconstrucción de lo público y al cuestionamiento del mercado como mecanismo exclusivo 
de asignación de bienes y oportunidades
445 y entiende que de su vigencia depende en buena 
medida la estabilidad de los arreglos institucionales de las democracias constitucionales
446. 
Capítulo 6.  Perspectiva ecológica del derecho al agua  
 
La tradición social del derecho al agua que se analizó en los capítulos precedentes es un 
esfuerzo valioso que es necesario mantener, al menos por dos razones. La primera, es que 
expresa una genuina preocupación por la correcta asignación de recursos  en la sociedad, en 
la  medida  en  que  toma  en  cuenta  que  por  debajo  de  cierto  “contenido  constitucional 
esencial”  esto  es,  un  nivel  básico  de  bienestar  material,  la  participación  política  en 
condiciones de igualdad es impracticable
447 y considerando que,  de nuevo,   la libertad 
jurídica de hacer algo sin la libertad fáctica de llevarlo a la realidad carece de sentido
448. De 
esta manera,   intenta responder  a las cuestiones sobre las capacidades efectivas  de las 
personas para ser y hacer entre múltiples opciones que tendrían razones para valorar
449,  y 
la posibilidad de actuar realmente, más allá de las facultades jurídicas, como apuesta por el 
libre desarrollo de la personalidad
450. 
 
La  segunda  razón,  estrechamente  relacionada  con  la  anterior,    consiste  en  que   el 
tratamiento como derecho social comporta con claridad la asignación  de obligaciones 
principalmente prestacionales, aunque también abstenciones,  a cargo del Estado. Por ende, 
la diferencia entre el componente de acciones positivas y el de  acciones negativas sería 
gradual. Esto tiene que ver con la fundamentación de los derechos sociales fundamentales 
como “derechos positivos generales de gran importancia”, es decir, derechos en los que  la 
urgencia de la situaci￳n material concreta del individuo  puede ser  “criterio decisivo para 
el  reconocimiento  de  la  vulneración  de  un  derecho  fundamental”
451.  Esta  idea  de  la 
urgencia de la situación material concreta valdría para la valoración jurídica del acceso al 
agua, sin el cuál es imposible para el ser humano sobrevivir. 
 
Las  vías  para  la  exigibilidad  del  acceso  al  agua  en  tanto  derecho  social  también  son 
plausibles. En efecto, el progresivo posicionamiento de la justiciabilidad de los derechos 
sociales, mediante distintas estrategias  y  el  ascenso  de  los  movimientos  por la defensa 
política  del  derecho  al  agua  -mediante  la  movilización  ciudadana,  la  incidencia  en  la 
opinión  pública  o  la  participación  en  la  disputa  electoral-  constituyen  acciones  que  es 
necesario mantener.  
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No obstante lo anterior, el esfuerzo plausible que supone la fundamentación del acceso  al 
agua como social, es necesario  pero por sí solo insuficiente para enfrentar los retos que 
supone  la  crisis  ambiental,  la  presión  demográfica,  la  mercantilización  y  el  uso 
insustentable  de    los  recursos  hídricos.    Esto  se  debe  principalmente  a  que  no  ha 
incorporado con aptitud dentro de su lógica las implicaciones ecológicas de suministrar 
masivamente a los seres humanos un recurso vital para la sostenibilidad de la biosfera. Por 
ende, es preciso propiciar un diálogo entre ecología y derecho que contribuya a una lectura 
con enfoque ambiental del derecho al agua potable.  
 
6.1. El diálogo entre ecología y derecho 
 
El  diálogo  entre  la  ecología  y  el  derecho  surge  en  un  contexto  de  progresivo  “giro 
ecol￳gico”  en  las  ciencias  sociales,  que  se  pregunta  por  la  perspectiva  particular  que 
deberían  asumir para la superación de la desconexión artificial entre la actividad humana y 
la  naturaleza.  En  ese  orden,  dicho  diálogo  debería  contribuir  a  la  resolución  de  las 
cuestiones jurídicas sobre el impacto del acceso humano al agua  en el entorno ambiental, 
del mismo modo que el enfoque de los derechos sociales  se ha ocupado,  desde el punto de 
vista jurídico, de  los efectos de la provisión del líquido en el bienestar humano, y en las 
posibilidades de participaci￳n efectiva en el juego democrático, pues  “la pobreza actúa 
como  una  restricción  de  facto  al  ejercicio  de  los  derechos  fundamentales  de  los 
desposeídos”
452.   Para ello, es preciso entender de qué manera el giro ecológico diferencia 
su compresión de la ciencia de aquella propia de la modernidad y el influjo que ello tiene 
en las ciencias sociales y en el derecho.  
 
6.1.1. La epistemología ecológica como desafío a la ciencia de la modernidad 
 
La modernidad sin duda constituyó un valioso punto de quiebre histórico en la búsqueda de 
la emancipación del hombre frente a distintas formas de dominación. En dicho ejercicio 
rompió con las explicaciones sacralizadas del mundo,  en muchos casos funcionales a la 
opresión, pero  al hacerlo también cuestionó fuertemente múltiples visiones que establecían 
un estrecho vínculo entre el ser humano y el entorno natural que le rodea. Así, la Ilustración 
habría dado lugar a “una confusión insertada en la misma raíz del pensamiento moderno: 
el  binomio  hombre/naturaleza  o,  si  se  quiere,  la  separación  artificial  entre  la  especie 
humana y el resto de la naturaleza”
453 de manera que “se sigue reproduciendo un discurso 
antropocéntrico, optimista, en el que El Hombre –así escrito con mayúscula- constituye la 
única sustancia de las relaciones sociales”.
454 La confusión desvincula a la sociedad del 
sustrato biofísico en el que necesariamente despliega sus  actividades, estableciendo una 
“relaci￳n destructiva con la naturaleza” que  se funda en dos axiomas fundamentales, la 
idea del progreso ilimitado         –cuya física imposibilidad parece incontestable- y el 
antropocentrismo.  De  esta  manera,  las  ciencias  sociales  fueron  consagradas  a  la 
materialización del modus vivendi propio de la modernidad individualista,   pensado en 
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clave de crecimiento económico, incremento del consumo,  afirmación del yo industrial,  
progreso técnico y profundización de la división del trabajo.  
 
Frente a dicha constatación,  parece evidente la necesidad de un cambio de los valores que 
acompañaron la industrialización de los siglos XIX y XX.  Así, un fenómeno conocido 
como  el  “giro  ecol￳gico”,  cuyo  prop￳sito  es  dise￱ar  formas  sostenibles  de  vinculación 
humana con el ambiente, ha influenciado a las ciencias sociales, mediante “la incorporaci￳n 
(o reintegro) de la naturaleza a la sociedad”, -de donde fue expulsada por el Iluminismo-, y 
la irrupción del concepto de sostenibilidad
455. Dicho giro parte de una premisa esencial: 
“las sociedades humanas, cualesquiera que sean sus condiciones o niveles de complejidad, 
no existen en un vacío ambiental, pues afectan y son afectadas por los fenómenos y leyes de 
la naturaleza”, como “en un juego de doble determinación, donde el medio ambiente limita 
la acción humana pero también es modificado por ella”
456.  
 
En virtud del giro ecológico, las ciencias sociales se han servido de la termodinámica, la 
teoría  de  los  sistemas  y  de  la  ecología  misma  para  reinterpretarse.  De  la  primera,  han 
tomado los conceptos de finitud, irreversibilidad y entropía, considerando que la tierra es 
una suerte de “sistema cerrado” que no intercambia materia con su entorno, pues no está en 
posibilidad de expulsar  de su  esfera  los  recursos  naturales degradados  por la  actividad 
humana. Por consiguiente, debe asimilarlos en su interior de una u otra forma, a riesgo de 
incrementar su nivel de entropía, expresada en el desequilibrio ecosistémico, dado que la 
producción industrial ha superado los límites de provisión y carga de la biósfera.   De la 
segunda disciplina, utiliza  la perspectiva holística, que tendría la vocación de permitir la 
realización de construcciones teóricas. Estos elementos se articulan entre sí, dando lugar a 
la complejidad, (que introduce la localidad y la singularidad en el análisis científico, como 
contrapeso a la universalidad) como uno de los principales componentes del paradigma 
ecológico
457. Finalmente, de la tercera ciencia en mención toma un enfoque que adopta  una 
interpretación ecológica de la sociedad, al tiempo con una interpretación social de la 
naturaleza.   
 
 
6.1.2. Pretensión de influencia del paradigma ecológico en las ciencias sociales 
 
El paradigma ecológico que propone Francisco Garrido reformula una percepción de la 
realidad basada en el humanismo excluyente, el mercantilismo, el mecanicismo, el progreso 
y la tecnocracia. Supone una nueva ética, que amplíe la comunidad moral hacia las futuras 
generaciones y asigne un lugar importante a los demás seres vivos, que juegan un papel 
importante en el mantenimiento de las condiciones de vida  en el planeta.  Implica también  
la sustitución del impulso colonizador propio de la modernidad por la sensibilidad cultural 
y el principio de precaución, como reflexión sobre la utilidad social y ambiental previa a la 
actuación  humana
458. En el plano jurídico, para el paradigma  ecológico el actor que 
introduce una nueva práctica tecnológica es quien debe demostrar que ella no es dañina 
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para el ambiente y que su impacto no llega a un punto de irreversibilidad. Como veremos 
más  adelante,    el  paradigma    propone    desde  la  ecología  política  una  nueva  forma  de 
concebir el Estado como productor del derecho, que resignifica el principio de soberanía y 
atiende a la influencia  del  entorno natural  en la estructuración  del  sistema político. Su 
actividad científica, -pues el paradigma ecológico no es una alternativa a la cientificidad, 
aunque  sí  lo  es  al  modo  tradicional  de  hacer  ciencia-  es  impensable  sin  un  diálogo 
intersubjetivo con los distintos agentes interesados en el uso sostenible de los recursos 
naturales, cuya contribución es invaluable, como ocurre con el conocimiento tradicional
459.  
 
En un principio, la forma de definición de sociedad más usual era construida en función de 
todo aquello que no fuese naturaleza. Así, esta distinción se convirtió en el principal 
contorno metodológico de la modernidad. Posteriormente, la adecuación entre sistema y 
entorno, esquema  propio  de  las ciencias naturales, empezó  a  in fluenciar  las  ciencias 
sociales,  principalmente  a  través  de  la  ecología,  en  particular,  al  considerar  que  las 
sociedades y los Estados, si bien tienen una dimensión principalmente social y política, no 
existen en un vacío ambiental, pues de alguna manera están “rodeados de naturaleza”
460, es 
decir,  son  sistemas  con  entornos.  Por  ende,  el  paradigma  ecológico  reta  la  concepción 
clásica de la soberanía estatal como poder sin límites (incluso biofísicos), en la que domina 
y  explota sin  control  todos  los  recursos  naturales  dentro de su  jurisdicción,  entre otras 
razones, porque dicho poder tiene como efecto la presentación de la crisis ambiental, con el 
correlativo deterioro de los ecosistemas, como un fenómeno ineluctable
461. Comulga con 
una visión del Estado que acepte tanto un punto de vista interno o sistémico (donde dicho 
sistema  interactúa  con  el  entorno)  como  un  punto  de  vista  externo  (que  alude  a  lo 
ambiental), que toma en cuenta la “asimetría de los ecosistemas”. Se trata de una relaci￳n 
sistema-entorno en la que reconoce cómo los sistemas sociales y los naturales se influyen 
recíprocamente. Bajo esta lógica, así como el Estado y el derecho pueden impactar  los 
efectos que perciben los ecosistemas, estos pueden incidir en la configuración de aquellos; 
asimismo, partiendo de esta premisa, quizás sea posible entender prescriptivamente que el 
Estado debería tener una relación equilibrada con su entorno ecológico, de tal manera que 
respete los derechos fundamentales –tanto los de libertad como los sociales- al tiempo que 
evita lesionar la estabilidad del entorno natural
462. 
 
Las consideraciones ecosistémicas tenían un papel asegurado en las ciencias naturales,  
pero no así en las ciencias sociales. El paradigma ecológico pretende justamente irradiar los 
mismos efectos sobre estas últimas, de manera que existan “vasos comunicantes” entre los 
distintos campos del conocimiento, sin que ello implique abandonar la especificidad de la 
disciplina propia. Por ende, tiene la virtualidad de influir campos  como la ciencia política, 
la psicología, la economía y el derecho. En este último campo, la influencia se deja ver 
particularmente en la incorporación  al debate de las  reflexiones sobre  la equidad entre 
generaciones  en  el  soporte  de  los  efectos  de  la  contaminación  y  en  la  percepción  de 
beneficios derivados de los recursos naturales
463.  El paradigma se expresa en los principios 
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de responsabilidad (como límite a la libertad ecológica);  justicia ambiental, entendida en 
términos de equidad universal (que hasta cierto punto, implica ampliación de la comunidad 
moral); equidad interespecífica (que significa obligaciones especiales de cuidado respecto 
de otras especies y los ecosistemas); prudencia en la actuación humana; no maleficencia 
ecológica  (o  evitación  del  daño  deliberado  e  injustificado  del  ambiente);  y 
autodeterminación  reflexiva  (que  conserva  el  uso  de  la  libertad,  condicionado  por  el 
razonamiento previo a la actuación, con fines de consecución del máximo nivel de bienestar 
humano al tiempo con el mejor estado de cosas para los ecosistemas) a su vez fuertemente 
asociada a la idea de pluralidad, intrínseca al pensamiento ambientalista,  y defendida como 
un valor en sí mismo que toda propuesta de resignificación con la naturaleza debe tener 
464. 
 
La “bidireccionalidad” en las relaciones entre sistemas sociales y sistemas naturales que 
propone Serrano
465 invita a interpretar que el individualismo propietario debe dar paso a la 
aceptación de nuevas subjetividades,  que no todo puede ser objeto de apropiación y 
transacción en el mercado y que no siempre se puede crecer ilimitadamente.  De esta suerte, 
el sujeto principal no sería el ser humano que posee, sino “el que vive”. La doble direcci￳n 
sería predicable en la política, la economía y  en el derecho, incluso más allá del derecho 
ambiental o de la institucionalidad creada para la protección del ambiente; es precisamente  
esa mutua influencia la que justifica que el paradigma ecológico no se interese solamente 
por  la  política  ambientalista,  sino  también  por    todas  aquellas  decisiones  jurídicas  y 
políticas que evidencien esa relación de doble vía, como sería el caso, por ejemplo,  de las 
políticas agraria, de hábitat y de saneamiento
466.  Por consiguiente,  el paradigma ecológico 
no puede ser reducido a la política estatal de protección del ambiente: 
 
“Lo que pretendemos afirmar es exclusivamente que entre lo ecológico y lo jurídico, entre 
lo social y lo estatal hay una red de relaciones multidireccionales que inaugura un juego 
inmanente y complejo de dependencias e influencias mutuas. Y que la presentación simple 
de estas relaciones es además de una intención ideológica de ocultamiento, un obstáculo 
epistemológico que el paradigma [ecológico] de la complejidad debería remover”
467.  
 
Finalmente, es necesario decir que el paradigma ecológico no es un esquema que encaje de 
manera perfecta con una determinada concepción de la sociedad, el  Estado o el derecho. 
Por el contrario, su aspiración es gradual, esto es, tiene la pretensión de que en alguna 
medida,  su programa se vea reflejado en la forma como se organiza el aparato estatal y en 
la producción del derecho.  
6.1.3. La teoría del medio y el patrimonio común de Francois Ost 
 
Francois  Ost  propone  una  relectura  del  derecho  a  través  del  paradigma  ecológico, 
valiéndose  de  dos  conceptos:  el  “medio”  y  el  “patrimonio  común”
468.    En  virtud    del 
primero, estima que las relaciones entre hombre y naturaleza no pueden ser entendidas bajo 
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el  esquema  epistemológico  positivista  de  sujeto-  objeto,    en  el  que  uno  y  otro  están 
claramente  apartados,  sin  conexiones  entre  sí.  Por  ende,  entiende  los  lazos  entre 
ecosistemas y seres humanos de manera dialéctica, en la que se acepta que ambas esferas  
tienen cosas que las unen y las hacen similares y otras que las diferencian, de tal manera 
que tienen relaciones de identidad mutuamente irreductibles y se influyen permanentemente 
de manera recíproca.  Por su parte, la idea de patrimonio común sugiere que los actos 
humanos de apropiación de la naturaleza tienen una entidad  muy elaborada, en la que la 
espacialidad, la temporalidad y la subjetividad, antes que planas, resultan muy complejas.  
Del  mismo  modo,  utiliza  las  nociones  de  “límite”  –entendido  como  aquello  que  nos 
diferencia de la naturaleza, y de otra forma, como los contornos biofísicos que imponen 
fronteras a la actividad humana- y de  “vínculo” –asumiendo por tal todo aquello que nos 
liga  y  nos  hace  parecidos  a  ella-  para  cuestionar  las  formas  jurídicas  tradicionales  de 
relacionarlos con la apropiación del entorno natural. Sin duda, esta lectura constituye un 
desafío al individualismo liberal y a la separación clásica entre ciencias naturales y ciencias 
sociales, como veremos a continuación.  
 
Para  Ost,  con  el  surgimiento  de  la  visión  moderna  de  la  realidad,    la  relación  con  la 
naturaleza mut￳ a un “individualismo posesivo”,  donde el hombre es el centro del mundo, 
se apropia de él  y lo transforma a profundidad
469.  El avance de dicha concepción también 
incidió en  el derecho, principalmente a través de la figura de la propiedad a bsoluta, de 
manera que “cualquier idea de protecci￳n de la naturaleza queda[ba] así sacrificada en el 
altar de la propiedad y la libertad econ￳mica”
470. Así, dicha institución se ha convertido, 
por  espacio  amplio,  en  el  objeto  principal  de  la  protección  jurídica,  por  medio  de  la 
apropiación de todos los elementos de la biosfera.  Ahora bien, para Ost esto  no quiere 
decir  que  la    propiedad  constituya  por  sí  misma  y    necesariamente  un  peligro  para  el 
ambiente, pues existen muchas formas de ella que demuestran que es posible valerse de 
dicha institución para satisfacer las necesidades humanas sin poner en peligro el equilibrio 
de los ecosistemas y la continuidad de la vida en el planeta
471. 
 
Para Ost, nuestra época, al menos desde la modernidad, ha perdido las nociones de límite y 
de vínculo en las relaciones del ser humano con la naturaleza
472.  En su reflexión,  entiende 
por vínculo aquello que nos une con la naturaleza, y límite, lo que nos diferencia de ella. 
Dicha pérdida significó la transformación del entorno natural –incluyendo al hombre, cuyos 
“componentes” físicos empiezan a ser comercializados- en una simple cantera de recursos y 
depósito de residuos de la tecnoesfera moderna,  de tal suerte  que “ese dualismo  lleva a la 
pérdida del vínculo con la naturaleza, y al mismo tiempo genera la no percepción de los 
límites del hombre”
473. Bajo este enfoque, se reconoce que si bien los modernos tienen 
razón al considerar que la posibilidad de distinción del hombre respecto de la naturaleza es 
evidencia de su propia conciencia, y por ende, de su humanidad, esta postura, llevada al 
                                                 
469 Ibid. 
470 Ibid.,  p. 51.  
471Ver además MESA CUADROS Gregorio. Derechos ambientales en pe rspectiva de integralidad. Concepto 
y  fundamentaci￳n  de  nuevas  demandas  y  resistencias  actuales  hacia  el  “Estado  ambiental  de  derecho”.  
Bogotá: Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales. Universidad Nacional de Colombia.  2007,  p. 
363  
472 OST, Op Cit.,  p.  11. 
473 Ibid.,  p. 13. 100 
 
extremo,    conduce  a  la  ilimitación  y  por  consiguiente,  a  la  irresponsabilidad.    Es  una 
situaci￳n  de  “desmesura”  que    exige  la  recuperaci￳n  de  los  contornos  que  impone  la 
naturaleza  y  una  invitación  a  recordar  que  no  toda  ella  puede  ser  sometida  a  nuestro 
dominio y transformación absolutos
474.  
 
Ost también  critica  la naturaleza sujeto pensada por la ecología profunda, que tampoco 
dimensiona  adecuadamente  las  nociones  de  límite  y  vínculo  en  las  relaciones           
hombre-naturaleza,  pues desconoce el papel de la cultura, al traslaparla completamente con 
la esfera natural, impidiendo así la posibilidad de pensar relaciones adecuadas entre el uno 
y la otra: 
 
“La  única  manera  de  hacer  justicia  al  uno  (el  hombre)  y  la  otra  (la  naturaleza)  es 
manteniendo  a  la  vez  sus  parecidos  y  diferencias.  Aunque  el  hombre  es  un  ser  vivo, 
también es –se trata de un privilegio exclusivo- capaz de libertad, productor de sentido, 
sujeto de una historia y autor y destinatario de las reglas. Por su parte, la naturaleza, 
aunque al término de su evolución ha producido  a la especie humana, cuyas condiciones 
de  supervivencia  mantiene  día  a  día,  también  es,  respecto  al  hombre,  completamente 
diferente, y absolutamente extraña. Hombre y naturaleza son partes asociadas, aunque no 
se puede reducir el uno a la otra”
475. 
 
Frente a los extremos de la naturaleza- objeto (modernidad) y la naturaleza sujeto (ecología 
profunda) Ost propone una visi￳n de “medio” entre la naturaleza y el ser  humano, en el 
que se dote de “cuerpo a ese campo de transformaciones recíprocas de lo humano por lo 
natural y lo natural por lo humano; lo que la naturaleza hace de nosotros y lo que nosotros 
hacemos de la naturaleza”
476. Esta constatación tiene la vocación de irradiar sus efectos 
sobre el campo jurídico, mediante una “ecologizaci￳n del derecho” en la que los dualismos 
extremos entre hombre y naturaleza sean superados,  sin caer en la asimilación de ambas 
esferas.    Para  Ost,  el  ambientalismo  profundo  no  puede  ignorar  que  el  derecho  es  un 
producto  de la voluntad del  hombre,  y que lo  volitivo es  una faceta de la  experiencia  
humana que va más allá de su simple existencia biológica, la única que parece interesarle. 
Tampoco debería dejar de lado que el derecho pretende influir la conducta humana sobre 
los ecosistemas y no los ecosistemas en sí mismos, pretensión de suyo  imposible.   La 
ecologización del derecho se lograría aceptando que este  puede imponer los límites de 
aquello que no debería estar disponible para ser apropiado, pues al derecho corresponde 
“proclamar el sentido de la vida en sociedad”. Por consiguiente, el derecho puede ser  una 
contribución  al  arbitramento  de  los  límites  y  vínculos  que  nos  separan  y  atan  a    la 
naturaleza,  al  distinguir  entre  categorías,  fijar  jerarquías  de  valores,  establecer 
prohibiciones e imponer prioridades; de esta suerte el derecho, como fruto de la actividad 
humana, se deja influenciar por la complejidad ecosistémica y  se opone a la desmesura en 
las actividades de hombres y mujeres
477. 
 
                                                 
474 Ibid. 
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No obstante lo anterior, la tarea del diálogo entre el derecho y la ecología no es fácil. Para 
conseguirlo, es necesario que tanto el derecho en general como el derecho ambiental en 
particular  tiendan  hacia  la  regulación  global,    dada  la  dimensión  planetaria  de  las 
interacciones  ecosistémicas  y que tome en cuenta la complejidad de estas, mediante la 
actualización y reelaboración permanente de las  reglas jurídicas. Esto se debe a que el 
derecho,  al pretender regular los efectos de la  conducta humana sobre  el ambiente, se 
enfrenta  a  un  objeto  que  constituye  una  suma  de  fenómenos  que  por  definición  son  
globales, complejos y dinámicos
478.    
 
Por tanto, el fracaso de la separación artificial entre hombre y naturaleza demanda la  
adopción de una epistemología de la complejidad, que revalúe la posibilidad de una 
separación tajante entre observador y observado, toda vez que  tanto el sujeto como el 
objeto interactúan y por lo tanto, se configuran mutuamente
479. Esta perspectiva debe estar 
en capacidad de “distinguir sin separar y unir sin confundir”
480.  De esta manera, la relación 
compleja  entre el ser humano y la naturaleza debe considerar adecuadamente la dimensión 
biológica de hombres y mujeres   y a su vez, ponderar la influencia de estos  en un ambiente  
indudablemente  transformado  por  su  mano,  bajo  la  forma  de  interacción  profunda  e 
implicación mutua.  
 
La  ética que debería  sustentar al derecho en perspectiva ecológica también presenta unas 
características  particulares,  pues  han  sido  ampliadas  las  categorías  habituales  de  la 
responsabilidad.  De esta manera, el sujeto no sólo debe tomar en cuenta las consecuencias 
de sus actos en un contorno delimitado, sino las implicaciones globales, aunque a pequeña 
escala, de su conducta y sus deberes frente a la naturaleza y las generaciones futuras, que se 
encuentran  en  posiciones  sumamente  frágiles.  Así,  por  ejemplo,  el  uso  de  un  aerosol 
requiere conciencia sobre su impacto en la capa de ozono, aunque este sea infinitesimal.  
Estos  deberes  implican  la  idea  de  límite,  vale  decir,    interesarse  en  conocer  las 
consecuencias de los actos propios, buscar el camino menos gravoso para los intereses de 
quienes están por venir y  actuar con mesura y autocontrol. Los deberes se extienden a 
todos los elementos de la biosfera, incluyendo a la materia inorgánica que cumple un papel 
en el equilibrio ecosistémico y por ende, en las posibilidades de continuidad de la vida 
humana, sin que esto implique reconocerles titularidad de derechos.   Lo anterior, teniendo 
en cuenta que “proteger la naturaleza limitando el  consumo excesivo  y reduciendo los 
vertidos  nocivos,  es  la  vez  trabajar  para  restablecer  los  equilibrios  naturales  y  para 
preservar los intereses humanos”
481.  
 
Para Ost, la mejor forma de concebir la responsabilidad para con las futuras generaciones 
es  bajo  la  figura  de  la  transmisión  de  un  patrimonio  común.  Es  una  responsabilidad 
solidaria, que mire hacia el futuro y que por ende privilegie las acciones de conservación a 
largo  plazo  frente  al  despilfarro  del  consumo  actual,  pensado  en  función  exclusiva  del 
crecimiento económico.  Por otra parte, el derecho debe tomar en cuenta los principios de la 
equidad  intergeneracional,  -entre  ellos  el  equilibrio  entre  la  opulencia  y  el 
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preservacionismo-,  la  conservación  del  máximo  de  opciones  para  las  generaciones 
siguientes, la objetividad en sus criterios de implementación,   la compatibilidad con la 
diversidad  cultural  y  social  y  sus  obligaciones  derivadas,  la  prudencia  en  el  uso,  la 
prevención  de  los  daños,  la  asistencia  e  información  en  caso  de  urgencia    y  la 
indemnización de los perjuicios
482.  Un estatuto jurídico sensible al paradigma ecológico 
también  debe tomar en cuenta las ideas de globalidad, -esto es, que en la naturaleza, todos 
sus componentes forman sist emas-  y de complejidad,  -es decir, que los ecosistemas se 
componen de múltiples elementos cuyas relaciones se superponen y traslapan de diversas 
maneras-. Ese esquema jurídico debe ponderar  el carácter dialéctico de las relaciones entre 
la  naturaleza  y  e l  hombre,  de  manera  que  ninguna  de  las  dos  esferas  se  imponga 
absolutamente sobre la otra
483.   Ello implica la preservación de  la capacidad de  carga de 
los ecosistemas,  la moderación en el consumo y   la  contención en la    generación de 
residuos, a tal punto, que se pueda pensar  en acciones de justicia para su protección, en 
cabeza de los demás beneficiarios potenciales
484. 
 
 La innovación jurídica para responder a este reto se evidencia en   conceptos como 
“dominio público” y  “cosa común”;   en la progresiva constitucionalización del derecho a 
un medio ambiente sano y  en  la consideración de los intereses colectivos, incluso cuando 
pueden llegar a ser difusos (como los de las futuras generaciones). Según Ost, se trata de  
entender  que  los  bienes  de  la  naturaleza  son  “heredados”  pues  nos  los  traspasaron  las 
generaciones  anteriores  y  los  debemos  a las que vienen,  que  son  comunes a toda la 
humanidad  y  que  en  muchos  casos  son    insustituibles.  Así,    el  patrimonio,  bajo  el 
paradigma  ecológico,  es  una  reinterpretación  social  de  la  realidad  natural,  dirigida  a 
“aquello que el ser humano debería salvaguardar” para garantizar su propia existencia
485.   
 
Para Ost, la idea de patrimonio común no propugna por la intangibilidad de la naturaleza, 
en la que se prohíba absolutamente consumir y generar residuos; por el contrario, promueve 
el uso de sus elementos, siempre y cuando su consistencia cualitativa y cuantitativa no se 
vea  impactada  desproporcionadamente  y  prohíbe  actividades  de  impacto  ecológico 
irreversible,  por  definición  indeseable  en  los  ecosistemas,  dada  su  complejidad  e 
interdependencia.  El patrimonio, bajo esta lectura, admite múltiples usos sobre los recursos 
y  diversas  redes  de control;  por ende, relativiza el  dominio  de una eventual propiedad 
absoluta sobre ciertos elementos de la naturaleza, al advertir que sólo se les podrá dar uso 
en la medida en que conserven su valor sistémico, y de lo contrario, imponer las sanciones 
que  el  mismo  ordenamiento  jurídico  debería  proveer
486. El patrimonio del paradigma 
ecológico está atravesado por las  ideas de transpropiación  –entendida como una concesión 
de usos múltiples a titulares diversos, como acontece con propiedades privadas que son al 
mismo  tiempo  patrimonio  cultural  común,  por  ejemplo,  nacional  -  transtemporalidad  –      
al tomar en cuenta el legado de las generaciones pasadas y el compromiso con las futuras, 
mediante la prudencia en el consumo para el largo plazo-  y translocalidad –como ocurre 
con las especies migratorias o las cuencas hidrográficas internacionales, cuya espacialidad 
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muta a diversas escalas variables, lo que no quiere decir “ausencia de lugar”-.  Para Ost, 
todo esto hace del propietario, desde la perspectiva jurídica, además de titular de derechos,  
un guardián que debe velar por el patrimonio que ha sido confiado a su vigilancia, en el 
momento en el que ingresa a su propiedad y transita por ella
487. 
 
Esta lectura de la noción jurídica de  patrimonio desde el paradigma ecológico de Ost es 
indudablemente compleja, como también lo es la realidad amb iental del mundo al que 
pretende regular. Enfrenta varias objeciones, quizás atribuibles a su evidente falta de 
implementación,  entre ellas el riesgo del despilfarro comunitario, el problema de la lógica 
de mercado intrínseca a la idea misma de patrimonio   y el ocultamiento de intereses 
económicos de apropiación  tras de sí  (como ocurriría, por ejemplo, con los intentos de 
“protecci￳n”  del  patrimonio  común  de  la  humanidad  por  parte  de  países 
industrializados)
488. No obstante, y a pesar de las dificultades  obvias que tiene su defensa,  
se trata de “un formidable esfuerzo de racionalidad de una humanidad que no quiere ser 
privada de su futuro”
489 ante la crisis ambiental y civilizatoria,
 490 pues la suerte del planeta 
es la suerte de los seres humanos.
 
 
 Inevitablemente, bajo la propuesta de Ost  los intereses privados y públicos tendrán que 
convivir, en algún grado, dentro de la idea de patrimonio común.  Esta propugna por una 
gestión concertada de los recursos, que comprenda adecuadamente cómo  el tratamiento 
dado a bienes ambientales específicos debe ser distinto según su fragilidad. De esta manera,  
ciertos recursos  esenciales deben ser amparados “sin concesiones”,   y otros podrán ser 
objeto de comercializaci￳n y consumo, “dentro de los límites de la integridad global del 
patrimonio ecosistémico”, de tal manera que se permita la apropiaci￳n  humana de “las 
partes”,  pero preservando la integridad del “todo”
491.  Para su adecuado funcionamiento, 
sería necesario que en su implementación jurídica  el concepto de patrimonio común  fuera 
gobernado por los principios de acceso libre y reglado, protección estatal
492,  prevalencia de 
la conservación en función de la integridad sistémica y  financiación diferencial. Esta 
categoría sería aplicable  a sistemas como los recursos  genéticos, la atmosfera y desde 
luego, al ciclo hidrológico.  Ahora bien,  aunque  la función ecológica de la propiedad 
desarrollada por la jurisprudencia constitucional colombiana avanza en la sensibilización 
ambiental del ejercicio del derecho de dominio, -como se expuso en el subcapítulo que  se 
ocupa de lo que ha dicho la corte constitucional al respecto -  no alcanza el nivel de 
complejidad que supone el paradigma del patrimonio común.  
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6.1.4. Relectura del derecho desde el paradigma ecológico: la relación bicondicional 
entre ecología y derecho 
 
Tradicionalmente, la ciencia jurídica ha intentado distinguirse con claridad de las demás 
disciplinas, pues por mucho tiempo estuvo influenciada por la política, la moral, e incluso 
por la teología. Sin duda, el gran esfuerzo de depuración del derecho lo constituyó la teoría 
pura del derecho de Hans Kelsen, cuyo propósito era la  elevación de la disciplina jurídica a 
la categoría de una verdadera ciencia independiente de las ideologías que se disputaban el 
mundo para la época
493. Las preguntas fundamentales de dicho intento de “purificaci￳n” se 
cuestionaban  sobre  qué  es  y  cómo  se  forma  el  derecho,  al  margen  de  consideraciones 
deontológicas  al  respecto,  y  su  método  fundamental  fue  la  eliminación  de  elementos 
extraños  a  su  objeto
494.  En  desarrollo  de  dicho  postulado,  el  positivismo  kelseniano 
promovió la división entre ciencias de la naturaleza y ciencias sociales, a través de los 
principios  de  causalidad  e  imputación,  para  evitar  la  confusión  disciplinaria  o  la 
ideologizaci￳n del derecho, a juicio de Kelsen, “ruina de la verdadera ciencia jurídica”
495. 
 
Posteriormente,  la  posibilidad  de  constituir  al  derecho  como  una  ciencia  pura  sería 
revaluada y la necesidad del diálogo interdisciplinario cobraría fuerza en el campo jurídico. 
El  avance progresivo de la tecnificación ha llevado a una interacción cada vez mayor entre 
las ciencias de la vida y la regulación jurídica, de tal manera que la interdisciplinariedad 
parece tornarse en una necesidad inaplazable del quehacer jurídico, rebasado como está por 
la dinámica de la ciencia: 
 
“Así,  la  dogmática  [jurídica],  (y  salvadas  las  distancias,  los  trabajos  de  posgrado) 
debería:  tener  un  carácter  más  interdisciplinario  y  consistir  menos  en la  labor  de  los 
individuos  aislados;  mostrar  una  mayor  conciencia  y  sensibilidad  hacia  cuestiones  de 
método, interesarse en mayor medida por el análisis del lenguaje y, en general, por el 
análisis conceptual; estar más abierta hacia la ciencia empírica (y mostrar más interés por 
las consecuencias sociales y las soluciones dogmáticas); incrementar sus relaciones con la 
teoría y filosofía del derecho (incluida la filosofía moral y política), plantearse como una 
investigación de carácter esencialmente práctico; asumir con claridad sus compromisos 
valorativos y no rehuir al análisis (la crítica) ideológico(a)”
496. 
 
Como evidencia de ese avance de la interdisciplinariedad, José Luis Serrano  resalta la 
necesidad de avanzar en una “ecologizaci￳n” del derecho, entendida como  un problema de 
adecuación,  esto es, consistente en “cómo acomodar la noción de sistema jurídico y sus 
propuestas  de  funcionamiento  al  tipo  de  sistemas  empleado  para  describir  el 
funcionamiento  de  los  organismos,  es  decir,  de  los  ecosistemas”
497.    Para  el  autor,  la 
formulación de este problema no significa indagar por mecanismos de mutación de los 
conceptos  jurídicos  hacia  elaboraciones  de  tipo  biofísico,  o  por  el  contrario,  la 
“juridizaci￳n”  de  las  leyes  que  regulan  la  naturaleza  tal  y  como  la  conocemos,  con  el 
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propósito de que se conviertan en pauta principal y exclusiva de las decisiones adoptadas 
por los operadores jurídicos
498. Por el contrario, el  concepto de adecuación supone que 
“sólo el propio sistema jurídico instaure mecanismos para la transformación conceptual de 
cada problema ambiental al sistema jurídico”
499.  Para ello no parece necesario conceder 
estatus de sujeto de derechos a la naturaleza o a los ecosistemas. 
 
Partiendo del giro que pretende imprimir el paradigma ecológico en las ciencias sociales, 
Serrano sostiene la existencia de una relación bicondicional entre ecología y derecho, en 
virtud  de  la  cual  “así  como  los  sistemas  jurídicos  ambientales  modifican  o  conservan, 
protegen o deterioran,  en definitiva actúan sobre un entorno natural del que se diferencian 
y con el que se comunican, así también el entorno modifica el sistema en aspectos bastante 
relevantes para cualquier observador” situaci￳n que tendría la virtualidad de contener “las 
bases para la refundación metodológica de la teoría general del derecho, de las diversas 
dogmáticas  jurídicas  y  de  la  sociología  del  derecho  entendida  como  el  estudio  de  los 
sistemas  jurídicos  en  su  relación  con  los  otros  sistemas  de  la  sociedad”
500.  A  aquella 
relectura del derecho en general desde el paradigma ecológico, Serrano la  llama “ecología 
jurídica”
501, que pretende expresar la complejidad del sistema jurídico por medio de su 
relación con el entorno natural y analizar la discordancia entre las normas que tienen por 
propósito  proteger  el  ambiente  y  su  puesta  en  práctica  operativa,  que  de  manera  casi 
uniforme  pareciera  marchar  hacia  horizontes  muy  distintos  al  de  la  sostenibilidad.  La 
ecología como disciplina científica tiene entonces la potencialidad de dotar al derecho de 
herramientas metodológicas para efectuar una relectura crítica de sí mismo, no solo en la 
especificidad del derecho ambiental, sino en todas las ramas que lo componen de manera 
contemporánea
502. 
 
La propuesta de relación bicondicional aspira a una dimensión de garantismo jurídico, en lo 
que  se  ha  llamado  garantismo  ecológico
503,  entendido  como  sujeción  a  un  modelo 
normativo  que  promulga  derechos  vitales  del  ciudadano,  con  mecanismos  de  control 
efectivo del poder para materializarlos y tutelarlos
504, teniendo en cuenta el desnivel entre 
normas y asumiendo un punto de vista interno del derecho,  para deslegitimar los visos de 
arbitrariedad anti ecológica que pueda tener el ordenamiento jurídico
505. El garantismo en 
esta materia no puede perder de vista que , en general, las normas tienden (aunque con 
notables excepciones) a ser ecológicas   en su formulación, mientras las acciones de los 
gobiernos y los mercados tienden a  dirigirse en la dirección opuesta
506. Dicha distancia 
frecuente entre las normas ambientales y la realidad práctica es “gestionable” en la medida 
en que no traspase los límites que impone el Estado de derecho y la tarea de la ciencia 
jurídica  sensible  al  paradigma  ecológico  se  debe  ocupar  en  procurar  el  cumplimiento 
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efectivo de los derechos ambientales, esto es, de garantizarlos
507. De otro lado, el enfoque 
permitiría un impacto jurídico sobre la crisis ecológica, al tiempo con efectos de la crisis 
ecol￳gica sobre la producci￳n y aplicaci￳n del derecho, a modo de “lectura doble”
508. 
 
La  ecologización del derecho se expresa fundamentalmente en principios, que deben las 
razones de su existencia a elementos de las ciencias naturales pero que al mismo tiempo 
tienen vocación jurídica (es decir, la intención de ser traducidos a categorías jurídicas) e 
incluso la aspiración de ser recogidos mediante reforma en el ordenamiento jurídico.  Tiene 
como método la lectura sintomática, que entiende que las lagunas jurídicas dicen tanto 
como  el conjunto de normas sobre aspectos suficientemente regulados, y se pregunta por 
las razones extra jurídicas por las cuales ello es así, dotándose de una perspectiva cercana a 
la lectura sistémica. Como veremos más adelante, estos principios tendrían la vocación de 
influir la comprensión del derecho subjetivo al agua potable.  
 
El principio de interiorización de los bienes e intereses ambientales, es considerado el eje 
que sostiene la operación de cualquier esfuerzo genuino de ecologización del derecho.  Este 
principio defiende, la evaluación, valoración y protección jurídicas de las características 
propias de los ecosistemas,  por medio de las cuales se diferencian de su entorno
509. La 
justificación ecológica de dicha protección se podría encontrar en la necesidad de preservar 
el equilibrio ecosistémico en sí
510 y podría encajar con la idea de bien o interés jurídico 
protegido. El principio, en últimas, pretende “una descripción expresa y concreta de cada 
una de las variables naturales de los ecosistemas, previamente entendidas como bienes o 
intereses jurídicos”
511 con el propósito de establecer los mecanismos para su protección, 
mediante sanciones pecuniarias, o inclusive, si la gravedad lo amerita, en sede penal. Por 
otra parte debe tomar en cuenta la función de regeneración de los ecosistemas, entendida 
como “la capacidad de regenerar aquellos elementos que posteriormente se integrarán 
como recursos naturales en los procesos de producción económica”
512. La propuesta trae 
consigo, además, los principios de “ampliaci￳n del ciclo temporal de la relaci￳n jurídica de 
consumo”  (o  responsabilidad  extendida  del  fabricante)  de  regulaci￳n  integral  de  la 
producción    y  de  incentivación  de  la  creación  de  sustitutos  renovables
513.  Este último 
principio no sería aplicable a la gestión de los recursos hídricos, pues no se conoce un 
remplazo posible para ellos.  
 
El principio de publificación de la decisión ambiental, defiende la conv ersión  de las 
variables de los ecosistemas relevantes para el equilibrio ecológico, en bienes de dominio 
público, en tanto patrimonio de las generaciones presentes y futuras, controladas por el 
poder público, en clave participativa.  Esto implica, a su ve z, devolver la protección del 
ambiente al ámbito del debate público democrático y la deliberación
514.   Directamente 
relacionado con lo anterior,  se encuentra el principio de judicialización de los intereses 
                                                 
507 Ibid., p. 141. 
508 Ibid., p. 129.  
509 Ibid.,  p.  91.  
510 OST. Op Cit., p. 310.  
511 SERRANO José Luis. Principios de derecho ambiental y ecología jurídica. Madrid: Trotta, 2007,  p.   92  
512 Ibid., p. 109.  
513 Ibid., p. 140.  
514 MESA CUADROS, Op Cit., p.  342 y ss.  107 
 
colectivos,  que se pregunta por el sujeto y las vías del amparo de los bienes jurídicos, 
promulga    el  mantenimiento  de  la  noción  de  derechos  ambientales  y  sus  desarrollos  a 
profundidad.  
 
Otro principio propio del esquema es el de emisión sostenida, según el cual los niveles de 
contaminación de un recurso deben ser equivalentes a la capacidad de los ecosistemas para 
soportar el vertimiento de aquellos sin poner en peligro su propio equilibrio
515. Por ende, 
este principio podría implicar, bajo determinados supuestos, que la protección jurídic a 
podría continuar aún después del uso o consumo del bien ambiental del que se trate, es 
decir, durante el período entre el vertimiento del residuo y la asimilación definitiva del 
mismo por parte del ecosistema
516. También se encuentra el principio de interiorización de 
la entropía, que prescribe  la cuantificación (de ser posible) e internalización del deterioro 
ambiental  y  la  disminución  de  capacidades  de  los  ecosistemas  como  una  pérdida 
patrimonial a compensar o cuando menos, a considerar
517. Del mismo modo, impulsa la 
creación de incentivos para la mencionada internalización, de cara a la preservación del 
equilibrio ecosistémico. 
 
El principio de precaución también tiene un papel importante en la relación recíproca entre 
ecología y derecho, teniendo en cuenta que el desarrollo tecnológico y científico aún guarda 
un amplio margen de incertidumbre. Por tal principio se entiende  en este caso  aquella 
prescripci￳n en virtud de la cual “solo debe permitirse la distribución y el consumo de 
aquellos productos de los que conste con razonable certeza la inocuidad (para la salud 
humana  en  una  de  sus  variantes  o)  para  las  variables  naturales  de  los  ecosistemas 
relevantes para la duración”
518. Dicho principio en general consiste en que la ausencia de 
certeza sobre el potencial dañino respecto del ambiente  de una actividad humana no es 
razón suficiente para autorizar su realización.  
 
 A  su  vez,  el  ejercicio  práctico  del  principio  de  precaución  debe  estar  signado  por:  la 
proporcionalidad, pues en modo alguno significa la exigencia absoluta ausencia de riesgo;  
la ausencia de discriminación, de manera que se asignen tratos iguales a situaciones que 
tienen la misma naturaleza; la consistencia de las medidas en comparación con aquellas que 
han  sido  adoptadas  para  casos  similares  con  información  científica  disponible;    por  el 
análisis  de  costo  beneficio  de  la  realización  o  abstención  de  una  actividad;  y  por  el 
permanente examen de los avances de la ciencia, que permiten la reversión de la medida en 
caso de que la información científica que se vaya conociendo lo amerite
519. En últimas, lo 
que  el principio pretendería es  evitar costos ambientales generados por particulares que 
tendrían que ser asumidos por toda  la sociedad. Ahora bien, en su aspecto práctico, uno de 
los principales retos de implementación del principio de precaución es el esquema de la 
                                                 
515 SERRANO José Luis. Principios de derecho ambiental y ecología jurídica. Op Cit,  p. 110.   
516  Ver  LINDHQVIST  Thomas  et  al.  La  responsabilidad  extendida  del  productor  en  el  contexto 
latinoamericano.  Lund: Universidad de Lund, Instituto Internacional para la economía ambiental industrial.  
2008.  [en  línea].   [Consultado  el  10  de  se ptiembre  de  2009].   Disponible  en  
http://www.greenpeace.org/raw/content/argentina/contaminaci-n/basta-de-basura/la-responsabilidad-
extendida-d.pdf    
517 SERRANO José Luis. Principios de derecho ambiental y ecología jurídica. Op Cit.,  p. 112.  
518 Ibid., p. 119. 
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carga de la prueba y de las presunciones, pues parte del supuesto de la vulnerabilidad del 
ambiente
520.  
 
El principio de insuficiencia del de recho entiende que este es necesario pero por sí solo 
incapaz de  encarar el desafío de la crisis ambiental y civilizatoria, por sus múltiples 
carencias: subjetividad, falta de técnica, ineficacia y encerramiento disciplinar, entre otras. 
Por tanto, su rel aci￳n  con  el  entorno  dista  mucho  de  ser  equilibrada,  pues  “no  puede 
reflejar dentro de sí mismo toda la complejidad de los ecosistemas”
521. Por ende, el sistema 
jurídico debe ser entendido como una entidad abierta,  sensible a la influencia del acontecer 
de los sistemas naturales, sin que ello signifique sacrificar la búsqueda de previsibilidad que 
es propia del derecho. Pretende combatir el anquilosamiento del derecho por medio de su 
intercambio  permanente  con  el  entorno  que  le  circunda,    que  cuestiona  las  fronteras 
profundas entre disciplinas y el progresivo divorcio entre ellas, tan propio de la modernidad 
y la tecnificaci￳n.  Por consiguiente y como reacci￳n a lo anterior, propone  “altas dosis de 
interdisciplinariedad”
522. En ese sentido, la principal característica que puede atribuirse a 
esta  propuesta,    es  la  pretensi￳n  de  ofrecer    una  lectura  “globalizadora”  de  la  crisis 
ambiental y civilizatoria a la que asistimos: 
 
“La ecologización en ese sentido es una propuesta globalizadora o “desdiferenciadora” de 
sistemas que niega el paradigma mecanicista según el cual el universo es un conjunto de 
esferas elementales de desarrollo autónomo –de un lado social, de otro natural- e intenta 
sustituirlo  por  otro  paradigma,  una  visión  global  basada  en  la  idea  de  los  sistemas 
naturales como totalidades cuyas características surgen precisamente de su apertura,  de 
las interacciones y de la interdependencia de sus partes. Las propiedades sistémicas se ven 
destruidas  cuando  física  o  teóricamente  se  disecciona  el  sistema  en  subsistemas  o 
elementos  aislados  que  reciben  un  tratamiento  económico,  político  o  jurídico 
diferenciado”
523. 
 
El principio de necesidad del derecho
524 en el paradigma ecológico reconoce que dicho 
instrumento es necesario para una adecuada protección del ambient e, dado su carácter 
prescriptivo y coercitivo. Este principio da cuenta del papel de la protección del ambiente 
como fin constitucional de los Estados y constituye,  sin duda,  la principal evidencia de 
que  la  propuesta  “ecologizadora”    no  busca  la  extinción  del  derecho  por  vía  de  su 
asimilación por las ciencias de la vida, aunque sí implica cuestionar sus  pretensiones de 
autonomía  absoluta,  es  decir,  una  relectura    interdisciplinaria  a  profundidad.  Significa, 
además,  que  los  objetivos  políticos  de  una  sociedad  deben  ser  traducidos  al  lenguaje 
jurídico para que sean obligatorios para el Estado.  Ahora bien,  este principio se encuentra 
atravesado por una limitación sustantiva a la decisión ambiental, según la cual  no se debe 
                                                 
520 Para la jurisprudencia constitucional colombiana, los requisitos de aplicación del principio de precaución 
son los siguientes: que exista riesgo de daño; que sea grave  e irreversible; que exista un principio de certeza 
científica, aún cuando no sea absoluta;  que la decisión estatal sea motivada por la tutela del ambiente y que el 
acto  administrativo  por  medio  del  cual  se  formaliza  la  decisión  sea  motivado.    Ver  CORTE 
CONSTITUCIONAL. Sentencia C- 293 de 2002 M. P. Alfredo Beltrán Sierra.   
521 SERRANO José Luis. Principios de derecho ambiental y ecología jurídica. Op Cit., p. 132.  
522 Ibid., p. 133.  
523  Ibid., p. 134.  
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disponer  de  “variables  ecol￳gicas  del  entorno  natural”  que  son  imprescindibles  para  el 
equilibrio ecosistémico (por ejemplo, el Estado o las mayorías no podrían decidir sobre la 
continuidad del ciclo hidrológico, la irradiación de energía sobre la superficie terrestre o la 
limpieza mínima del entorno atmosférico)  y por ende, para la continuidad de la vida del 
planeta. En ese punto, el derecho tiene un papel restrictivo fundamental, que le resulta muy 
familiar,    y  la  ciudadanía  un  rol  participativo  de  primer  orden  en  la  definición  de  las 
medidas de limitación. Este principio alude principalmente al campo jurídico ambiental, 
aunque no de manera exclusiva, pues  la tutela del  ambiente puede requerir también  el 
concurso de otros campos como el administrativo, el penal
525  o el  constitucional, con los 
que se interrelaciona y complementa.  
 
En suma, para el paradigma ecológico, expresado en el ámbito jurídico en la relación 
bicondicional entre ecología y derecho, la metodología del quehacer jurídico,  -se trate del 
juez,  el  administrador  público  o   el  estudioso  del  derecho -  debe  tomar  en  cuenta  la 
complejidad (por oposición al mecanicismo) la incertidumbre, la interacción y  la relación 
dinámica entre sistema y entorno, sin perder de vista que la apertura a su propuesta, vale 
decir, la “ecologizaci￳n”, se mide en grados
526. Al tomar tan en serio el valor jurídico del 
equilibrio  ecosistémico en relación  con la vida en el  planeta, el  paradigma defiende la 
exclusión de ciertos elementos naturales de la apropiación y  la transacción en el mercado 
al tiempo que  cuestiona el dogma del crecimiento económico ilimitado, sin dejar por ello 
de ser antropocéntrico en sentido débil.  
 
6.1.5. Los derechos ambientales en perspectiva de integralidad 
 
La propuesta de los derechos ambientales en perspectiva de integralidad parte de la noción 
de  ambiente,  pues  considera  que  la  idea    de  “medio  ambiente”,  resulta  “tautol￳gica  y 
redundante”. Por ello, propone la utilizaci￳n del concepto ambiente, entendido como “el 
conjunto  de  diversas  interrelaciones  dinámicas  y  problemáticas  entre  los  elementos 
abióticos, bióticos y antrópicos, en los cuales este último tiene una capacidad mayor”
527. 
Asimismo, desecha por impropias categorías como derechos ecológicos, derechos de la 
biósfera o derechos de los recursos naturales.  
 
Esta  apuesta  propone  una  nueva  forma  de  concebir  al  Estado,  el  Estado  ambiental  de 
derecho. Este  implica a su vez una nueva comprensión de los derechos ambientales, que se 
aparte de la visión del neoliberalismo globalizado y su idea de apropiación absoluta, ante su 
evidente incapacidad para satisfacer las necesidades básicas de los seres humanos, atribuida 
esencialmente a la privatización de los derechos, paradójicamente, a pesar de su progresiva 
constitucionalización
528.  Para arribar a ese objetivo, la propues ta de la integralidad aboga 
por un marco teórico transdisciplinar,  que se apoye en la contribución de otros saberes para 
la mejor comprensión de la problemática ambiental;  una teoría crítica de los derechos, que 
rete la idea sobre lo que es justo propia del libre mercado e incorpore la redistribución y el 
                                                 
525 Para una reflexión sobre el papel del derecho penal en la protección de los recursos hídricos ver BLANCO 
LOZANO Carlos.  La tutela del agua a través del derecho penal. Barcelona : José María Bosch Editor, 2000. 
526 SERRANO José Luis. Principios de derecho ambiental y ecología jurídica. Op Cit., p. 142 
527 MESA CUADROS, Op Cit., p. 65. 
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reconocimiento como dimensiones mutuamente irreductibles de verdaderos principios de 
justicia
529  y  que  los  aprecie  en  clave  de  integralidad,  interdependencia,  generalidad, 
universalidad  y  globalidad
530.  En  e l  mismo  sentido,  defiende  la  aportación  del 
ambientalismo  político  y  los  movimientos  sociales,    la  incorporación  de  nuevas 
subjetividades  individuales  y  colectivas;  la  vinculación  con  el  pasado,  mediante  la 
consideración de las viejas deudas ambientales del norte con el sur
531 y el debate sobre las 
medidas de justicia ambiental que tendrían sentido para repararlas; la responsabilidad para 
con las demás especies biológicas y la idea de límites a la actividad económica
532. 
 
El  Estado  ambiental  de  derecho  tendría  como  características  la  existencia  de  una 
constitución ambiental, comprobable por el grado de responsabilidad intergeneracional; la 
integralidad de todos los derechos humanos, los límites concretos a la actividad humana, en 
particular, al poder del Estado, el capital transnacional y las empresas; la revalorización de 
las prácticas  ambientales, sociales y  culturales de los pueblos  y las comunidades; la 
ciudadanía ambiental y global que implica alta prevalencia de la  concientización;  el 
cosmopolitismo redistributivo y de reconocimiento, ante la deuda ambiental y social; la 
discusión pública ambiental; la sostenibilidad y la equidad
533. Su principal aportación a una 
relectura del derecho al agua, consistiría en el concepto de “ambiente” como dimensión 
completa de la interacción entre elementos bióticos y antrópicos.  
 
De manera evidente, la propuesta del Estado ambiental de derecho se propone rebasar la 
figura del Estado social, cuyo principal aporte sería el reconocimiento de la igualdad  en un 
sentido material, por medio de la constitucionalización de los derechos sociales, entre los 
que se encuentra el derecho al agua. De esta forma, así como el Estado social superó la 
concepción clásica del Estado liberal de derecho –que en su momento fue un revolucionario 
cambio contra el poder del clero  y la nobleza- el Estado ambiental va más allá de los 
avances del modelo que incorporó como mandatos la garantía de acceso a un mínimo vital 
de  bienestar  material,  sin  el  cual  las  personas  no  podrían  vivir  y  participar  del  juego 
democrático en condiciones de dignidad.  
 
7. Conclusiones: elementos para una relectura en perspectiva  ambiental  del derecho 
social fundamental al agua potable  
 
Los serios problemas de pobreza que enfrenta el mundo dan cuenta de la necesidad de los  
derechos sociales fundamentales  y la promoción  de su  vigencia efectiva, que aún dista 
mucho de ser una realidad. Asimismo,  el suministro de agua guarda relación estrecha con 
la  consecución  de  mayores  niveles  de  bienestar  económico  y  social  para  todas  las 
personas
534.    En  efecto,  aunque  el  derecho  internacional  y  el  ordenamiento  jurídico 
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530 MESA CUADROS, Op Cit., p. 428.  
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colombiano reconocen por vía  interpretativa
535 la existencia del derecho social al agua 
potable                -incluso como fundamental e innominado-  cómo se mencionó en su 
oportunidad
536,  en  Colombia  y  en  el  mundo    la  situación  de  acceso  al  líquido,  en 
condiciones de potabilidad y suficiencia, sigue siendo precaria. Siendo así, la dimensión 
social del derecho al agua potable debe ser defendida y vigorizada como un instrumento 
para enfrentar las carencias socioeconómicas vinculadas con la falta de acceso al líquido.  
 
El tratamiento del acceso  al agua como derecho social es un avance indiscutible no sólo  
para el derecho en sí mismo, sino además para la dogmática de los derechos fundamentales, 
que ha sabido incorporar con inteligencia prerrogativas innominadas a partir de otras con 
base textual suficiente, como el derecho a un  nivel de vida adecuado, consagrado en el 
párrafo 1 del artículo 11 del la Pacto  Internacional sobre Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales.  Su posicionamiento a partir de la observación general No. 15 d el Comité de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la ONU ha incidido significativamente en 
la promoción de su consagración legal y constitucional en muchos países del mundo . Del 
mismo modo,   fortalece el papel de los derechos humanos en el debate que tiene lugar en 
distintos escenarios internacionales multilaterales sobre las medidas necesarias para la 
superación de la pobreza  y la consecución de estándares normativos de vida en condiciones 
dignas. Para complementar dichos avances, es indispensable efectuar una aproximación que 
tome en cuenta los aspectos ambientales que sin duda rodean de manera compleja la 
dinámica de un recurso esencial para la vida en el planeta.  
 
 
El derecho al agua como derecho subjetivo, -es decir, en tanto posición normativa  respecto 
de la cual se pueden ofrecer  razones suficientes y válidas, y cuya falta de reconocimiento 
sin justificación causa un daño inminente a su titular
537-  se encuentra presente en  el 
ordenamiento jurídico colombiano, a través de un cuerpo normativo vigente compuesto por 
el acuerdo No. 347 de 2008, que establece los lineamientos para la política pública sobre el 
agua en Bogotá;  el decreto 1575 de 2007, sobre  el sistema del control de calidad del agua 
para el consumo humano,  la jurisprudencia de la Corte Constitucional en la materia
538, y la 
Observación General No. 15 sobre el derecho al agua del Comité del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Si  bien esta observación no ingresa al bloque 
de constitucionalidad, por ser interpretación autorizada de un instrumento que sí lo integra, 
es parámetro válido de interpretación constitucional
539.  En general, todos los componentes 
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del cuerpo normativo descrito  toman elementos sobre derecho al agua de la Observación 
General No. 15, y a ella se remiten. 
 
Los aspectos plausibles del acceso al agua como derecho social son múltiples. En efecto, su 
vinculación  con  la  alimentación,  la  subsistencia  y  la  cultura;  el  mandato  de  no 
discriminación  por  razones  de  raza,  género,  identidad  sexual  o  condiciones  de  salud 
(incluyendo VIH);  el  aseguramiento  de la disponibilidad del  recurso,  tanto física como 
económica; las condiciones de calidad para el consumo humano;  el acceso a la información 
como medio para defender el derecho; el diseño de programas específicos paras sujetos 
vulnerables, en particular, mujeres, campesinos, niños, refugiados y personas privadas de la 
libertad;  el deber de suministro mínimo para quienes no pueden obtenerlo del mercado por 
sí mismos; la obligación de evitar actuaciones que interfieran con el goce del derecho; el 
deber  de  protección  frente  a  terceros  y  el  mandato  de  cumplimiento  mediante  la 
facilitación, la promoción y la garantía; las reglas de equidad en el pago;  la cooperación y 
la  asistencia  técnica  y  financiera  y  el  derecho  a  la  reparación  del  daño  que  genere  su 
violación,  son compatibles con la concepción de derechos a acciones fácticas del Estado 
como medida de justicia previa a cualquier esfuerzo de distribución democrática justa, y se 
ubican en el ámbito de la garantía de la igualdad material
540.  
 
Otros elementos comunes  del cuerpo normativo sobre el derecho al agua potable  reflejan 
algún grado de interés por las implicaciones ambientales que tiene el suministro del líquido 
a  los  seres  humanos.   En  efecto,  la  mención  d el  acceso  al  agua  como  vital  para  la 
supervivencia humana además de  una dimensión económica,  tiene una innegable faceta 
ambiental. El mandato de higiene del agua, com o medio para la prevención de problemas 
de salud humana, trae con sigo la necesidad de enfrentar la contaminación  y reducir las 
emisiones  nocivas sobre los ecosistemas acuáticos.  Del mismo modo, los preceptos de 
reducción del agotamiento, monitoreo de las reservas y control al desperdicio   de los 
recursos hídricos, presentes en la Observación General  No. 15 dan cuenta, en algún grado,  
de preocupaciones ambientales en la evolución  del derecho social al agua potable.  Igual 
ocurre con la consideración de la contaminación como una modalidad de violación de esta 
prerrogativa.  
 
No obstante lo anterior, no parece verosímil afirmar que el estado actual del derecho social 
al agua ha avanzado sustantivamente hacia una compresión de sí mismo en clave ambiental. 
Antes bien, parece haber una marcada tendencia hacia  su desarrollo como derecho social,    
-de  nuevo,  un  esfuerzo  defendible-  y  algunas  consideraciones  relacionadas  con  su 
protección en tanto recurso natural. Estas consideraciones siguen teniendo una connotación 
insular y no guardan una genuina coherencia con el carácter c omplejo y sistémico  que 
tienen las implicaciones ambientales de suministrar agua potable  masivamente a los seres 
humanos.      Por  consiguiente,  la  concepción  ai slada  del  acceso  agua  como  derecho 
prestacional es necesaria, pero por sí sola  insuficiente para encarar los retos de la crisis 
ambiental y el progresivo deterioro de los ecosistemas contentivos de las reservas de agua.  
 
Ante dicho panorama,  el paradigma ecológico, expresado en el diálogo entre ecología y 
derecho,  ofrece  elementos  sumamente  relevante s  para  una  relectura  en  perspectiva 
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ambiental del derecho al agua potable. Estos aspectos permitirían cualificar los indudables 
avances en la dogmática del derecho, centrado en el diseño de obligaciones dotadas de 
especificidad a cargo del Estado en materia de garantía, respeto, protección, promoción y 
participación.  Los  aportes  del  paradigma    se  expresan  fundamentalmente  a  través  de 
principios, que pueden tener un carácter doctrinal (cuando no han sido recogidos por el 
derecho positivo) o positivo (cuando  se encuentran reflejados en el derecho nacional o 
internacional  vigente).    En  este  último  grupo  pueden  existir  principios  que  si  bien 
encuentran  nutrido  desarrollo  en  el  derecho  internacional,  no  han  sido  incorporados  al 
ordenamiento colombiano, bien sea porque no tienen base contextual en la constitución o 
porque no han sido acogidos por el precedente constitucional. Asimismo, algunos de ellos 
pueden  estar  presentes  en  el  sistema  nacional.  A  continuación  se  presentan  algunas 
conclusiones sobre la manera como los principios que expresan  
 
Las conclusiones que siguen no incursionan en el debate sobre la implementación práctica  
de dicha relectura y sus efectos sobre los diseños institucionales que deberían anteceder a la 
garantía adecuada del derecho de todas las personas a acceder a agua en calidad y cantidad 
suficiente, entendiendo que los niveles de consecuci￳n de la “ecologizaci￳n del derecho” 
son  esencialmente  graduales.  No  obstante  lo  anterior,  admiten  afirmar  que  una  de  las 
posibles vías de implementación podría ser la articulación del cuerpo normativo sobre el 
derecho al agua con el derecho ambiental. 
 
En  primer  lugar,  la  consideración  de  una  relación  bicondicional  entre  derecho  al  agua 
(como  expresión  de  un  sistema  social,  el  derecho)  y  la  ecología  (que  estudia  el  ciclo 
hidrológico,  un  sistema  natural)  en  la  que  ambas  disciplinas  dialoguen,    y,  de  manera 
particular, en la que los intentos de reglamentación jurídica del derecho al agua escuchen lo 
que  la    ecología  tienen  que  decir  al  respecto.  De  esta  manera  las  variables  del  ciclo 
hidrológico deberían tener un papel en la configuración de las reglas jurídicas relativas al 
acceso al recurso como derecho subjetivo y en todo caso, provocar la apertura de un canal 
de intercambio permanente entre el derecho y otras disciplinas, en esta materia. Esto no está 
presente en el estado actual del derecho social al agua potable.  
 
El  principio  de  responsabilidad  intergeneracional  es  una  de  las  más  importantes 
contribuciones del  paradigma ecológico al  derecho  y una verdadera innovación  para el 
método de la ciencia jurídica, que tiende a construir subjetividades bien definidas,  en razón 
del principio de seguridad jurídica y la pretensión de previsibilidad que le es propia. La 
responsabilidad intergeneracional como principio, permitiría tomar en serio los derechos de 
las  futuras  generaciones  en  la  gestión  jurídica  de  los  recursos  hídricos,    y  agregar 
especificidad a los esfuerzos de conservación,  mediante la limitación en el consumo que 
supone el uso adecuado frente a los derechos de quienes están por nacer. Este elemento se 
encuentra  presente  en  el  mandato  de  uso  sostenible  del  agua  y  en  el  componente  de 
obligaciones de cumplimiento de la observación general No. 15 del Comité de Derechos 
Económicos,  Sociales  y  Culturales.  Sin  embargo,  no  parece  contar  con  mecanismos 
específicos que lo hagan efectivo.  
 
Estrechamente asociado con el principio anterior, se encuentra la consideración del agua 
como patrimonio común, tanto de las futuras generaciones como de todas las presentes. 
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ecológico al derecho, pues significa un desafío a la noción moderna de apropiación, en la 
medida en que tan sólo conferiría derechos de uso y aprovechamiento sobre el agua, al 
tiempo que ubicaría  al titular de derechos en una posición de garante o guardián de algo 
que  puede usar, pero que le fue transferido por quienes vivieron antes y debe hacer lo 
mismo con quienes están por llegar.  Implicaría  además relativizar el ejercicio del uso y 
goce presente de las aguas, previendo los efectos que pueda tener sobre el derecho de otros 
que viven actualmente y también deberían tener acceso en forma suficiente. En últimas, es 
un principio que modifica las formas tradicionales de entender las fronteras espaciales y 
temporales de la propiedad (bajo los conceptos de “transpropiaci￳n”,  “transtemporalidad” 
y “translocalidad”) y que tiene una fuerte dimensi￳n de equidad. Este principio invita a 
considerar seriamente la sustracción de los recursos hídricos de la lógica transaccional del 
mercado,  al excluir al individualismo propietario como fundamento posible del derecho al 
agua potable. Ahora bien, la utilización de este principio podría resultar problemático en 
relación con el derecho al agua, pues no es claro si es exclusivamente compatible con la 
propiedad  pública,  con    la  privada,  o  con    ambas.  En  general,  los  intentos  de 
constitucionalización del acceso al agua en América Latina, entre ellos el caso colombiano, 
defienden el carácter estatal del dominio.  La Observación General No. 15, por su parte, 
guarda silencio sobre el régimen de la propiedad del agua, pero insiste en que no debe ser 
considerado “fundamentalmente como un bien económico”
541. Por el contrario, la visión 
neoliberal, sostiene que la propiedad privada es un arreglo institucional que permite un 
consumo más eficiente y mesurado del recurso,  disminuyendo el riesgo del despilfarro e 
incrementando  así  las  posibilidades  de  conservación.  En  cualquier  caso,  la  noción  de 
patrimonio  común  supone  una  presunción  fuerte  a  favor  de  limitaciones  estrictas  del 
ejercicio del dominio, sea privado o público,  por razones de equidad intergeneracional.  
 
El principio de descripción de las variables naturales de los ecosistemas supone elevarlas a 
la categoría de bien jurídico protegido, dado el interés por la preservación del equilibrio 
ecosistémico como un todo. Para el caso del derecho al agua,  resultaría relevante tomar en 
cuenta  como  aspectos  a  proteger  por  vía  del  ordenamiento  jurídico,  la  capacidad  de 
provisión, (o capacidad de transporte de las cuencas),  los límites de carga, y las funciones 
de contención de la flora en las cuencas hidrográficas,  entre otros. Estas variables bien 
podrían  cambiar  de  una  cuenca  a  otra,  pues  las  características  de  los  ecosistemas  que 
contienen reservas importantes de agua pueden variar sustancialmente entre sí, de modo 
que la tutela jurídica de dichas variables debe tomar en cuenta esta constatación.  
 
El  principio  de  globalidad  significa  tomar  en  cuenta  que  en  la  naturaleza,  todos  los 
componentes por los que discurren los recursos hídricos forman sistemas entre sí a nivel 
planetario, que se integran de manera completa en lo que las ecología  han llamado el ciclo 
hidrológico, flujo continuo de materia y energía que dota de viabilidad a la biosfera. Las 
implicaciones  prácticas  de  este  principio  en  la  producción  del  derecho,  enfocada  en  el 
derecho al agua, consisten en evitar una legislación artificialmente segmentada en función 
de criterios de competencia material, división territorial o especialización temática. Este 
principio  se  relaciona  a  su  vez  y  estrechamente  con  el  principio  de  complejidad,  que 
implica  tener  presente  la  manera  como  los  diferentes  elementos  que  integran  los 
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ecosistemas  interaccionan  entre  sí  y  con  su  entorno  (incluyendo  a  los  seres  humanos) 
mediante vínculos que mutan y se traslapan de múltiples formas, lo que trae consigo una 
inocultable dimensión de incertidumbre en la interpretación científica de la realidad.  Esto 
significa, ni más ni menos, un mandato de permanente actualización del derecho al agua 
potable, mediante el diálogo, como mínimo,  con la ecohidrología, que trata  del estudio de 
la función reguladora de los  procesos hidrológicos en los ecosistemas
542.Ello no obsta para 
que el diálogo se extienda a otros campos de los que se ocupa la ecología.  Por el contrario, 
no implica  para el derecho  al agua    una pretensión de influir en el sentido del ciclo 
hidrológico, aunque sí en la conducta humana sobre el mismo . Así,  no es aconsejable 
fundir la protección específica del hombre en la conservación de la naturaleza, pero si es 
recomendable vincularlos de manera estrecha.  
 
El principio de prevención del daño agr upa una serie de prescripciones  dirigidas a evitar 
impactos negativos sobre el ambiente en general, aplicables a los recursos hídricos en 
particular. Son ellos la conservación, entendida como el mantenimiento de las condici ones 
que hagan viable la permanencia del ciclo hidrológico, vale decir, su integridad sistémica; 
no maleficencia ecológica, consistente en la evitación del daño deliberado e injustificado de 
las  fuentes  hídricas ,  y  de  prohibición  de  actividades  de  impacto  irreversible  en  los 
ecosistemas, que se propone anticiparse a un “punto de no retorno” en la degradaci￳n de las 
aguas.    Por  otra  parte,  se  tiene  el  principio  de  respeto  por  la  capacidad  de  carga  (o 
regeneración)  de  los  ecosistemas  hidrológicos  para  cualquier  propuesta  normativa  de 
gestión  de  los  recursos  hídricos.  Esto  tiene  implicaciones  serias  en  la  disposición  del 
suministro  de  un  mínimo  vital  del  recurso,  que  además  de  la  cuantificación  de  las 
necesidades  básicas  de  la  persona  humana  –criterio  legítimo  de  primer  orden  para  la 
definición del volumen de abastecimiento  per cápita- debería tomar en cuenta la cantidad 
de  líquido  que  los  ecosistemas  están  en  capacidad  de  proveer  para  cada  quién.    Estos 
elementos  encuentran  un  correlato  en  los  principios  ambientales  de  precaución  y 
prevención, ampliamente recogidos en el derecho internacional del ambiente, la legislación 
ambiental  colombiana  (en  particular  la  ley  99  de  1993,  que  crea  el  sistema  nacional 
ambiental) y la jurisprudencia constitucional.  No obstante,  la práctica de estos principios  
no ha entrado  en diálogo con el  precedente en  materia de derecho al  agua.  La actitud 
precautoria en las actividades relacionadas con la gestión normativa del acceso al líquido 
refleja, de un lado,  una clara conciencia sobre las posibilidades de un recurso que aunque 
es renovable, en términos sistémicos es limitado,  y  de otro,  la incorporación del principio 
de incertidumbre científica,  ante la complejidad de las dinámicas del  objeto al que se 
pretende acceder. 
 
El principio de desdoblamiento funcional de los Estados es otro elemento que  tiene el 
potencial  de  contribuir  a  una  relectura  del  derecho  al  agua  en  perspectiva  ambiental. 
Consiste en atribuir a los Estados una doble función de titulares de soberanía sobre los 
recursos naturales, al tiempo con garantes del patrimonio común de la humanidad. Ahora 
bien, esta propuesta enfrenta serias objeciones en términos de la manipulación política de la 
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que podría ser objeto por parte de países poderosos con intereses de apropiación de recursos 
naturales y de contradicción entre las dos funciones que se proponen. Con todo, la última  
de ellas no es extraña a la evolución del derecho internacional del ambiente. 
 
El principio de finitud de los recursos naturales (o principio de los límites) realza que el 
planeta tierra es un sistema cerrado que no intercambia materia con su entorno, y por ende 
no podría obtener  recursos hídricos de este, ni expulsar los que resulten degradados por los 
vertimientos. El agua, aunque se  conoce como renovable, tiene unas existencias limitadas 
en  el  mundo  y  no  tiene  un  sustituto  conocido  para  la  continuidad  de  la  vida.  En 
consecuencia, hay un riesgo latente de incremento de la entropía que se debe tomar en 
cuenta para evitar el desequilibrio ecosistémico y las posibilidades de suministro suficiente 
y de calidad para todas las personas. En particular, el uso de recursos hídricos por encima 
de la capacidad de regeneración de los ecosistemas debería ser considerado antijurídico, y 
por el contrario, su utilización por debajo de dicha frontera debería ser promovida por el 
ordenamiento, sin perjuicio de consideraciones sobre la justicia distributiva en la asignación 
de cuotas de acceso.  
 
El principio de interiorización de la entropía, consiste en la  consideración apropiada del 
deterioro de las reservas hídricas naturales como pérdida patrimonial a cuantificar dentro de 
los costos propios de la garantía del derecho al agua, al igual que ocurre con aspectos como 
el valor de la extensión de las redes de suministro, o su administración y  mantenimiento.  
Los principios de necesidad e insuficiencia  del derecho, parten de la incertidumbre y la 
interdisciplinariedad para afirmar que el ordenamiento jurídico es necesario, pero por sí 
solo insuficiente, para regular apropiadamente el acceso a los recursos naturales, entre ellos 
el agua.   El principio de regulación de emisiones, que para el caso de los recursos hídricos 
recaería  sobre  los  vertimientos,  se  propone  atenuar  el  impacto  contaminante  de  las 
actividades humanas sobre los cuerpos de agua. Finalmente, el principio de prevalencia de 
tecnologías limpias, supone optar por aquellas que generen el menor perjuicio ecosistémico 
en las acciones de garantía de acceso al agua en condiciones de equidad como derecho 
subjetivo  
 
Los anteriores principios, fruto de la contribución del paradigma ecológico a la ciencia 
jurídica, tienen la potencialidad de promover a una relectura en perspectiva ambiental del 
derecho social al agua potable, por medio de la relación bicondicional  entre ecología y 
derecho y la articulación entre los elementos antrópicos (propios de la dimensión humana 
que  traen  consigo  los  derechos  prestación)  y  elementos  ecológicos,  (derivados  de  la 
aportación  de  la  ecología).  Asimismo,  tienen  la  vocación  de  ser  recogidos  en  el 
ordenamiento positivo y su nivel de implementación, dada la complejidad sistémica propia 
de su método, debe ser medido en términos de grado.  
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